
	
  		[image: cover]
	


	
  		[image: ]
	


		




			EDICIONES UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE

			Vicerrectoría de Comunicaciones y Extensión Cultural

			Av. Libertador Bernardo O’Higgins 390, Santiago, Chile



			editorialedicionesuc@uc.cl

			www.ediciones.uc.cl



			DERECHO CONSTITUCIONAL CHILENO, Tomo I

			Trayectoria constitucional de La República

			Bases de la Institucionalidad, Nacionalidad y Ciudadanía

			El camino a la Nueva Constitución



			CUARTA EDICIÓN ACTUALIZADA, AMPLIADA Y REVISADA



			José Luis Cea Egaña



			©	Inscripción N° 2022-A-5459

				Derechos reservados

				Julio 2022

				ISBN 978-956-14-2985-7

				ISBN digital 978-956-14-2986-4



			Diseño: versión productora gráfica SpA

			Diagramación digital: ebooks Patagonia

			www.ebookspatagonia.com

			info@ebookspatagonia.com



			CIP – Pontificia Universidad Católica de Chile

			Cea Egaña, José Luis, autor.

			Derecho constitucional chileno: trayectoria constitucional de la república: bases de la institucionalidad, nacionalidad y ciudadanía: el camino a la Nueva Constitución / José Luis Cea Egaña. – Cuarta edición, revisada, actualizada y ampliada.

			Incluye bibliografía.

			1.	Derecho constitucional – Chile.

			2.	Chile. Constitución (1925).

			3.	Chile. Constitución (1980).

			4.	t.

			2022      342.83 + DDC23      RDA

		


	
  		[image: ]
	


		
			SUMARIO

			Primera Parte
UN SIGLO DE TRAYECTORIA CONSTITUCIONAL



				Capítulo I	Sociedad y Constitución de 1925

				Capítulo II	Fisonomía de la Constitución de 1925

				Capítulo III	Reformas constitucionales 1943-1973

				Capítulo IV Desconstitucionalización y reconstitucionalización





			Segunda Parte
LA CONSTITUCIÓN VIGENTE



				Capítulo I	Génesis

				Capítulo II	Características

				Capítulo III	 Reformas

				Capítulo IV	Modificaciones pendientes

				Capítulo V	Visión prospectiva

				Capítulo VI	Contexto histórico y futuro





			Tercera Parte
FUENTES E INTERPRETACIÓN DEL DERECHO CONSTITUCIONAL



				Capítulo I	Fuentes

				Capítulo II	Hermenéutica constitucional





			Cuarta Parte
BASES DE LA INSTITUCIONALIDAD



				Capítulo I	Fundamento y finalidades del sistema institucional

				Capítulo II	Persona, familia, sociedad y Estado

				Capítulo III	 Emblemas nacionales

				Capítulo IV	Forma de Estado

				Capítulo V	Tipo de Gobierno

				Capítulo VI	La soberanía

				Capítulo VII	Estado de Derecho

				Capítulo VIII	Probidad y transparencia

				Capítulo IX	Terrorismo

				Capítulo X	Pluralismo limitado





			Quinta Parte
NACIONALIDAD, CIUDADANÍA Y SISTEMA ELECTORAL



				Generalidades

				Capítulo I	Nacionalidad

				Capítulo II	Ciudadanía





			Sexta Parte
EL CAMINO A LA NUEVA CONSTITUCIÓN



				Capítulo I	Recuento histórico

				Capítulo II	Chile cambió ¿para la nueva Constitución? ¿o por la pandemia?

				Capítulo III	La senda escabrosa

				Capítulo IV	Magnitud de los hechos

				Capítulo V	¿Hechos inesperados?

				Capítulo VI	Acuerdo por la paz social y una nueva Constitución

				Capítulo VII	Quincuagésima reforma

				Capítulo VIII	Rechazo con reforma

				Capítulo IX	Preguntas capitales

				Capítulo X	¿Una nueva oportunidad?

				Capítulo XI	Un plebiscito (referendo) memorable

				Capítulo XII	Auto acordado de la Corte Suprema

				Capítulo XIII	Reglamento de la Convención

				Capítulo XIV	Futuro de la República

				Capítulo XV	¿Hacia qué avanzamos o retrocedemos?

				Capítulo XVI	Desconstitucionalización del Estado de Derecho

				Capítulo XVII	Nuevas interrogantes sobre el reglamento de la Convención

				Capítulo XVIII	 Elección e investidura de constituyentes

				Capítulo XIX	Primeros pasos de la Convención

				Capítulo XX	¿Jugando con fuego?

				Epílogo	¿De esperanza o de enigma?

			Post Scriptum

			ESTADÍSTICAS ELECTORALES

			ÍNDICE DE GRÁFICOS Y TABLAS

			BIBLIOGRAFÍA GENERAL

		


		
			OBJETIVOS Y ESTRUCTURA

			Este libro ha sido escrito pensando en lo que requiere el alumno en la disciplina. En consecuencia, se trata de que el estudiante sea capaz, al finalizar su estudio, de comprender, analizar, sintetizar y, especialmente, de evaluar con espíritu crítico, siempre singularizado por el propósito constructivo, la Constitución chilena y su legislación complementaria, abarcando los anales oficiales, la jurisprudencia y doctrina atinentes.

			El parámetro adoptado para la consecución de tal objetivo no puede, en nuestra firme convicción, sino ser solo uno y que se enuncia enseguida: el conjugado o armónico acervo resultante de fundir o integrar la tradición republicana de Chile con los principios y técnicas perdurables del constitucionalismo, entendido como una cosmovisión humanista y que, consecuente con este rasgo, organiza, regula y controla el poder en función de la promoción y protección de la dignidad y de los derechos inalienables de la persona. Situado el trabajo académico en tal perspectiva, entonces se entiende que el estudio y realización del derecho constitucional es un esfuerzo cultural, que implica tanto analizar las normas en relación con los valores que legitiman la convivencia como comprometerse con su materialización.

			La obra ha sido dividida en cuatro tomos.

			El Tomo I está dedicado a exponer un esquema histórico y constitucional de índole general. Además, he incluido el estudio de las fuentes y la hermenéutica de nuestro derecho constitucional, después de lo cual se efectúa el examen de los primeros dos capítulos del articulado de la Carta Fundamental de 1980, su normativa anexa, la jurisprudencia y doctrina pertinentes.

			El Tomo II ha sido dedicado a los derechos, los deberes y las acciones o recursos de rango constitucional. Trátase, en otras palabras, de cubrir el capítulo III de la Carta Fundamental, en el cual y por las razones ya expuestas, se halla el ethos o espíritu, y el thelos o finalidad del constitucionalismo. Por estimarlo ligado a la temática anterior, también he incluido en este tomo solo una sinopsis de los estados de excepción constitucional1.

			Comprobará aquí el lector la insistencia con que reclamo la articulación y vigencia de las acciones y recursos para proteger el ejercicio legítimo de los derechos humanos, permitiendo que las proclamaciones de esos atributos adquieran realidad. De lo contrario, ellas pierden eficacia y, en la misma medida, erosionan la confianza pública en el bloque constitucional.

			Llégase así al Tomo III, en el cual abordo el Gobierno en su triple dimensión, es decir, política, ejecutiva y administrativa. Alterando, esta vez, el método sencillo y usual de seguir en la exposición el articulado de la Constitución, he incorporado a este tomo el estudio del gobierno y administración interior del Estado, excluyendo el municipio y el ordenamiento comunal. Mi preocupación estuvo concentrada en abordar los temas desde la perspectiva de la gobernabilidad democrática de la sociedad pluralista y, además, de propugnar la descentralización del Poder. En ligamen con este último tópico, planteo el imperativo de avanzar en la proyección internacional de las regiones, dentro de los límites que se establezcan en la Carta Fundamental y las leyes.

			Ciérrase el curso con el Torno IV. En él se explica lo concerniente al Congreso Nacional, Poder Judicial, Ministerio Público, Tribunal Constitucional, Contraloría General de la República, las Fuerzas Armadas y la Fuerza Pública, el Consejo de Seguridad Nacional y el Banco Central. Allí se encontrará, como un epílogo, que tal vez tendría que haber ido al comienzo por la arraigada tendencia a modificar el Código Político, que singulariza a Chile y a América Latina, el capítulo XIV destinado a la reforma de la Carta Fundamental.

			He examinado, junto con el articulado permanente, las disposiciones constitucionales transitorias aún vigentes.

			Entrego esta versión del curso con abundantes referencias jurisprudenciales y bibliográficas, insertadas al final de cada capítulo. La cita de fuentes en el texto me ha llevado a dejar testimonio de ellas al pie de la página correspondiente. Ocasionalmente, el lector encontrará alusiones al derecho comparado, pero el esfuerzo mayor se ha realizado para insertar extractos completos de la historia fidedigna de la Constitución y sus enmiendas. La obra, en fin, se halla íntegramente actualizada a la fecha de esta presentación.

			Recomiendo prestar atención a los gráficos que dimensionan los fenómenos constitucionales considerados en ellos. Análogamente útil es consultar los índices analíticos para considerar cada uno de los temas considerados en su contexto.

			Expreso mi gratitud a Gabriela Echeverría y al Departamento Editorial de la Pontificia Universidad Católica de Chile por su inestimable ayuda para culminar mi labor. Semejante reconocimiento extiendo a mi ayudante de investigación, Rodrigo Díaz de Valdés Balbontín.

			José Luis Cea Egaña

			Santiago, 21 de diciembre de 2001






			PREFACIO A LA SEGUNDA EDICIÓN

			Agotada la primera edición varios años atrás, la ayuda de un colaborador eficiente y abnegado, Cristián Román Cordero, me ha permitido preparar esta nueva versión, actualizada y ampliada.

			Decidí mantener la estructura, argumentos y opiniones de la obra apa­recida en 2002, porque creo que la visión retrospectiva y la proyección futura de los acontecimientos permiten sostener que su evaluación no ha sido afectada.

			La consolidación del régimen democrático restaurado en marzo de 1990 merece ser realzada. Sin embargo, subsisten hechos, ya muy prolongados, que dificultan la reconciliación nacional y, con ello, la integración de esfuer­zos en la concreción del bien común de nuestra patria. Precisamente, una de las innovaciones de la edición que presento se halla en la descripción y análisis crítico de tales procesos, llevándonos hasta el tiempo actual.

			Cabe destacar, por último, el progreso demostrado por nuestras autorida­des y la ciudadanía en la vivencia de la Carta Fundamental, prueba de lo cual es una innovación y aplicación creciente de los valores, principios y disposiciones articulados en su texto o que fluyen del contexto de ella y del bloque de constitucionalidad. Entiendo ese fenómeno como denotativo de arraigo del Código Político en la cultura chilena, consolidado después de las veinte reformas que le han sido introducidas y, debe ser también enfatizado, adaptado a los cambios sociales por la Justicia Constitucional.

			En el presente volumen se ha incorporado numerosa jurisprudencia, las fuentes doctrinarias aparecen igualmente enriquecidas, la cuantificación de datos queda también al día y las referencias al derecho comparado aparecen con mayor frecuencia.

			Renuevo mi reconocimiento al Departamento Editorial de la Pontificia Universidad Católica de Chile, por su diligente colaboración para difundir esta edición renovada. Expreso mi gratitud a quienes, leyéndola, constatarán las virtudes de nuestra democracia constitucional y las falencias de la cual ella aún padece, esforzándonos unidos por superarlas.

			José Luis Cea Egaña

			Santiago, 1 de septiembre de 2008






			PRÓLOGO A LA TERCERA EDICIÓN

			Grandes y numerosos cambios han tenido la Constitución de Chile en los últimos siete años. En esta nueva edición del Tomo I de mi libro Derecho Constitucional Chileno incluyo, en la medida de lo posible, una síntesis de todas esas modificaciones hechas hasta la fecha de este prólogo.

			Los objetivos y desarrollo de la obra son los de la primera edición, inalterados en la segunda de ellas. He introducido, sin embargo, bibliografía nacional, jurisprudencia complementaria, cuadros estadísticos actualizados y, especialmente, planteamientos de nuevos problemas y la respuesta del autor a ellos.

			Pensé, durante meses, postergar la publicación del texto que presento, atendido el proceso político, socioeconómico y constitucional que comenzó en 2013, y el cual adquirió, en el primer semestre de 2014, la atención preferente de la ciudadanía, de los partidos y de las autoridades políticas. Francamente, nunca había vivido tal experiencia, centrada en la disyuntiva de reemplazar el Código Político mediante una asamblea constituyente, o bien reformarlo profundamente, pero con sujeción al procedimiento hoy articulado en la Carta Fundamental en vigor.

			El proceso comentado no tiene a la fecha un derrotero definido, pues son enunciados generales y parciales los relativos a la Constitución nueva, como también los pertinentes al método o procedimiento a seguir para implantarla o efectuar las enmiendas que la dejen en parte subsistente. ¿Cómo explicar, razonablemente, tan trascendental falta de puntualizaciones, cuya gravitación en el destino del país nadie puede, conscientemente, ignorar o minusvalorar?

			A lo largo de las páginas de esta nueva edición, en secciones específicamente dedicadas a recoger y analizar las transformaciones, fragmentarias aún, van apareciendo declaraciones de las principales autoridades involucradas, frente a las cuales dejo constancia de mi punto de vista en cada uno de los tópicos respectivos. Apoyado en la literatura citada al pie de página en cada uno de ellos, manifiesto mi crítica o coincidencia con las innovaciones proyectadas.

			Por ahora, adelanto mi tesis en punto a que la idea de una asamblea constituyente, facultada para sustituir la Carta Política, con las treinta y cuatro modificaciones que le han sido incorporadas desde 1989, no es el camino que deber ser seguido para fortalecer nuestro constitucionalismo, tanto en el régimen democrático cuanto para infundir mayor legitimidad al sistema de derechos, deberes y garantías que se contempla en ella. Por el contrario, trátase de un empeño ideológico, orientado a sustituir la relación del Estado con la Sociedad Civil. Chile no vive, afortunadamente, una situación revolucionaria, ni siquiera prerrevolucionaria, como para emprender aquel empeño. Uno y otro de tales fenómenos son típicos de encrucijadas críticas en el funcionamiento habitual de las instituciones de un país. Pues bien, ninguno de los indicadores objetivos de demandas ciudadanas, como nivel de cesantía, de inversión y consenso, de crecimiento económico, de movilidad social, combate a la pobreza y marginalidad, entre otros, autoriza para sostener que nos hallamos en cualquiera de las hipótesis mencionadas. Antes bien, seguimos gozando del prestigio por la transición exitosa de la dictadura a la recuperación democrática, así como de respeto por el modelo de desarrollo humano, no solo socioeconómico, que se ha ido estructurando para doblegar el neoliberalismo y consolidar una política social de mercado. A mayor abundamiento, el Estado de Derecho funciona con rasgos impecables.

			¿Cómo se explica persuasivamente, entonces, la derrota electoral de la centroderecha en lo últimos comicios municipales, parlamentarios y presidenciales de 2012 y 2013? ¿Tiene la centroizquierda argumentos suficientes para mostrar el imperativo de cambiar, radicalmente, el modelo de desarrollo? ¿O han sido los errores reiterados de la primera de esas coaliciones los que permiten comprender dónde estamos y para dónde vamos? O, por último, ¿ha quedado de relieve la habilidad de la segunda de esas coaliciones, aliada con las redes sociales en la denominada democracia directa o de las calles, la que, con oposición implacable, desacreditó al gobierno de centroderecha y lo aplastó en las elecciones antes señaladas?

			Son, por supuesto, preguntas cuya respuesta suscita disidencias. Probablemente, sin embargo, el criterio más acertado para responderlas sea la combinación de las circunstancias que incluye cada una de las hipótesis propuestas. Sin perjuicio de realzar esa advertencia, agregamos que, desde el ángulo constitucional e institucional –que es el central aquí– pensamos que cualquiera sea la contestación a ellas atravesamos tiempos de enigmas, incógnitas o misterios, pues poco se avanza en disipar el secreto, la ambigüedad o el silencio relativo a los cambios anunciados manifestando, una y otra vez, que serán hechos de modo participativo, institucional y democrático. Efectivamente, tales características son insuficientes para definir el fondo y el método que será aplicado con el propósito de implementar el reemplazo del Código Político, sin caer en el secretismo que pugna con la transparencia; en el quiebre del régimen vigente, el cual resulta inconciliable con el respeto al procedimiento hoy previsto en la Constitución para su reforma; y en la promoción de medidas e innovaciones impuestas por fuerzas rupturistas, resueltas a hacer valer sus designios aunque sea violando las reglas básicas de la democracia pluralista y de nuestra tradición republicana, tan difícilmente reconquistada.

			Es en el contexto descrito que el autor se halló al preparar la tercera edición de este libro. A pesar de tan graves inconvenientes, resolví enfrentarlos asumiendo que, más temprano que tarde, terminará imponiéndose la impronta de nuestra tradición democrática constitucional. Nos pronunciamos decididamente por entrar en un proceso de enmiendas a la Carta Suprema, marcado por la buena voluntad de acordar todas las modificaciones que la vuelvan consonante con los signos de los tiempos. Así lo habíamos anunciado en las dos ediciones anteriores de esta obra y ahora lo reiteramos. Pero discrepamos de impulsar la idea de la asamblea constituyente, fracasada al tenor de los anales bicentenarios de nuestra República y de experiencias comparadas atendibles.

			Las constituciones, en definitiva, siempre cambian, pero en ambientes de continuidad o de ruptura institucional. Aquellos son los que vivimos y, en ellos, es la reforma y no la sustitución del Código Político la clave del contenido y la forma a seguir para prosperar en nuestra democracia, sin afán de refundar cuanto se ha avanzado, sobreponiéndose a dictaduras, gobiernos de facto y otras dificultades, padecidas por tantas generaciones de chilenos que tienen, a pesar de ello, fe en el humanismo y en el valor de la democracia vivida, y no solo proclamada.

			José Luis Cea Egaña

			Santiago, 15 de mayo de 2015






			PRESENTACIÓN DE LA CUARTA EDICIÓN

			Reconozco que he dudado de asumir la preparación de esta cuarta edición del primer tomo de mi libro Derecho Constitucional Chileno. Los hechos ocurridos el 18 de octubre de 2019, el Acuerdo Nacional por la Paz Social y la Nueva Constitución del 15 de noviembre del mismo año, la persistencia y agudización del odio, el resentimiento y la violencia sufridos desde entonces son acontecimientos graves y de magnitud sin precedentes en nuestra República. Ellos inducen a esperar el decantamiento de lo que sucede para, después, emprender un trabajo que exige reflexión y lucidez, investigación, acción y redacción esmerada con el propósito de que resulte clara su comprensión.

			Pese a todo y más de lo dicho, decidí realizar la misión de elaborar esta nueva edición, ampliada y actualizada, con relación a la que se halla agotada y que apareció seis años atrás. Lo hice así por diversas razones. Resumiré algunas de ellas.

			Desde luego, cumpliendo una obligación de conciencia en punto a fortalecer la confianza en el constitucionalismo, que singulariza a nuestra más que bicentenaria experiencia democrática; lo hice también pensando en la juventud, de docentes y estudiantes, asediados por mantras que inducen a desviarse de los valores y principios singularizantes del Estado de Derecho, humanísticamente concebido; además, la falta de libros en el tema, cuya explicación prefiero no aventurar, impulsó el empeño por entregar esta renovada fuente de estudio que ha ganado un apoyo del cual estoy muy agradecido; en fin, nunca he creído que la metáfora de la hoja en blanco pasara más allá de ser una idea equivocada, pues nuestra trayectoria democrática y constitucional, junto con ser honrosa es, sin duda, el resultado de un proceso acumulativo de vivencias, señeras algunas y equivocadas las demás, pero que justifican rescatar las primeras y demostrar los errores de las últimas.

			Espero haber ejecutado tan relevante desafío con el mayor tesón, sacrificio y afán de servicio al bien común. Aguardo con entusiasmo la reacción de los destinatarios de esta obra, cualquiera que sea aquella. Agradezco desde ya que así sea.

			He agregado la sexta parte y final al texto de la edición de 2015. Trátase de El camino a una nueva Constitución. Cerré los antecedentes el 15 de agosto de 2021, fecha seis semanas después de la sesión inaugural de la Convención Constitucional, elegida el 15 y 16 de mayo del mismo año.

			El lector podrá apreciar que me preocupa el momento constitucional para el desarrollo, con respeto y voluntad de diálogo, del entendimiento y de la disposición a forjar consensos, y que no diviso que ese sea hoy el ánimo dominante entre los convencionales constituyentes. Solo así se podría, sin embargo, alcanzar dos tercios para la aprobación de normas y del texto final.

			Ha sido perseverante la actitud demoledora de las instituciones y, por ende, de la Carta Fundamental que nos rige aún, con desenlace que califico de inquietante. Pero aguardo con esperanza la aparición de líderes, hoy ni siquiera divisables, que orienten y consoliden en la Convención las cualidades recién mencionadas. Ellos son de la esencia de un poder constituyente instituido que anhela culminar su obra, en un año más, con el estatuto de los derechos humanos y sus deberes correlativos. Aguardo que tales acuerdos se funden en la dignidad de las personas; que regulen al poder para que quede siempre ceñido al principio de servir a la ciudadanía, respetando los límites trazados en la Carta Suprema; que se progrese sin caer en las orientaciones de los tiempos marcados por el populismo, las audacias antisistémicas y la ruina de los partidos; y la posibilidad de que surjan tendencias que provean de mayor legitimidad a la política. Esta aún conserva, pese a las desviaciones, los rasgos de una actividad indispensable para la convivencia noble y elevada. La gobernanza de la comunidad cívica, en paz, libertad y solidaridad, conquistando día a día mayores niveles de igualdad, ha de ser el propósito de los constituyentes.

			Extiendo mi aprecio a la dirección editorial de la Pontificia Universidad Católica de Chile por haber cooperado a la publicación de esta cuarta edición. Especialmente expreso gratitud a María Angélica Zegers por su generosa y constante labor en tan complejo proceso. Dedico igualmente mi testimonio de aprecio a todos quienes han cooperado en esta larga tarea ya cumplida. De ellos, es necesario nombrar al decano de la Facultad de Derecho, Gabriel Bocksang Hola; a mi ayudante de investigación Nicolás Martínez Serrano y a todos quienes, por ejemplo, en el Servicio Electoral, permitieron entregar una edición actualizada de la información resumida de este libro.

			Las elecciones primarias, celebradas el 18 de julio del presente año, son, en mi visión, una prueba de lo centrado que es el temperamento político y socioeconómico de la ciudadanía en Chile; abandonando los extremos, nos aproximamos a un ámbito de entendimiento que fortalece la esperanza en lugar del escepticismo.

			José Luis Cea Egaña

			Santiago, 15 de agosto de 2021






			SEIS MESES DESPUÉS

			La benevolencia de la Dirección Editorial ha permitido que introduzca en esta cuarta edición los últimos acontecimientos relativos al camino que seguimos hacia la nueva Constitución.

			Diez meses han transcurrido desde el inicio de la labor de la Convención Constitucional, tiempo suficiente para evaluarla y proyectar su futuro. La Convención misma ha puntualizado que se halla concluida la primera etapa, emprendida el 4 de julio de 2021 con su instalación, seguida de la elección de la presidenta, el vicepresidente y siete vicepresidencias adjuntas.

			¿Ha sido difícil el trabajo efectuado? ¿Complejo más de lo esperado por la heterogeneidad de los 155 convencionales elegidos en mayo de aquel año? ¿O bien, facilitado por la mayoría abrumadora que ostentan los convencionales de izquierda, centro izquierda y extrema izquierda, al punto que la centroderecha no alcanza a un tercio de aquellos miembros y, más aún, ni siquiera al quórum de un cuarto de ellos requerido con el fin de entablar recursos de procedimiento ante el tribunal previsto para controlar a tal poder constituyente derivado?

			No existe aún historia fidedigna definida de las deliberaciones y acuerdos de la Convención, omisión que adquiere especial relevancia tratándose de los reglamentos y de las normas de ellos que son errores o excesos de inconstitucionalidad manifiestos. Realmente, la ciudadanía está sumida en un ambiente de ignorancia de lo que acontece hacia el interior de la Convención, teniendo que ser realzada la esperanza que sentimos de un proceso transparente y no, como en las constituciones anteriores, casi por entero opaco o a puertas cerradas. La mesa directiva saliente y la nueva han reconocido tal circunstancia y prometido corregirla.

			Todo está por verse en punto al desempeño de los dos meses restantes del plazo fijado a la Convención para debatir, acordar y redactar el proyecto que proponga la aprobación o rechazo de la ciudadanía el 4 de julio de 2022. Difícilmente podrá satisfacer tan compleja misión, más todavía si a fines de junio tiene que pronunciarse la Comisión de Armonización acerca de tal iniciativa completa. Es cierto ya, también, que no haya prórroga de aquel plazo y son numerosos los enigmas que recaen en el trabajo aludido para que finalice con un texto breve, claro y carente de lagunas. ¿Habrá nueva Constitución? ¿Será breve, nítida y sin vacíos? Y, si no es así, ¿recuperará vigencia real la Carta Fundamental actual? ¿Es cierto que, pese a los desmentidos, hubo proyectos de nueva Ley Suprema que se mantuvieron en secreto? ¿Qué ocurrirá en el orden público del país el día después y los posteriores a tal eventual desenlace? ¿Cuán exitoso puede ser reconstitucionalizar una cultura arrasada por la desconstitucionalización de facto?

			En los capítulos finales de la última parte de este libro pormenorizo las ideas que aquí dejo enunciadas. Desde ya, sin embargo, declaro mi esperanza de que el proceso constituyente derivado culmine exitosamente, aunque no falten razones para ser escéptico. ¿Por qué sigo anhelando dicho desenlace? Respondo aludiendo al olvido en que han ido sumiéndose las afirmaciones destempladas, v. gr., refundación de Chile, cambiándole desde los emblemas nacionales; supresión de la república para entronizar un Estado plurinacional y multiétnico; implantación del semipresidencialismo olvidando que el bicameralismo es de la esencia del presidencialismo moderado; eliminación del Tribunal Constitucional para reincidir en el fracaso del control de supremacía que había con anterioridad a su creación y a la enmienda de 2005; politización del Banco Central imponiéndole la pérdida de su autonomía para cubrir objetivos ajenos a sus roles específicos, etc. Al catálogo anterior cabe añadir otras razones, pero me limitaré a realzar la voluntad de mesura y diálogo del Presidente Boric, señal de responsabilidad en ejercicio del mando de un país que enfrentará los tiempos más difíciles de su historia contemporánea.

			José Luis Cea Egaña

			Santiago, 22 de junio de 2022
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			CAPÍTULO  I

			SOCIEDAD Y CONSTITUCIÓN DE 1925

			Toda Carta Fundamental representa el momento epigonal de un proceso, a veces pacífico y otros violentos. La nueva Constitución marca, entonces, una etapa de cierre y otra de comienzo de años de trayectoria política y social, económica y cultural de una comunidad soberana.

			Pues bien, cuando la trayectoria institucional es ya prolongada y exhibe períodos de éxito, entonces la introducción de cambios exige visión, ponderación y talento; de lo contrario, se fracasará en el esfuerzo. En tales circunstancias, además, las reformas deben ser menos frecuentes y resultantes de la experiencia o del progreso, porque el Código Político está más arraigado en la cultura de la ciudadanía y de los gobiernos.

			Aplíquese lo escrito a Chile y se coincidirá en que no es posible entender ni evaluar la Constitución de 1980 sin comprender la de 1925 ni, retrocediendo más todavía, careciendo de una idea clara del período transcurrido desde 1891 a 1924.

			Esa es la tarea de este capítulo. Para realizarla parece adecuado periodizar, aunque sean debatibles los hitos escogidos, y distinguir los aspectos fundamentales que aparecen en los números siguientes2. Así se ha hecho mediante un esquema y no más que esto.

			El concepto esencial que interesa realzar estriba, sin embargo, en que el constitucionalismo es un proceso acumulativo de esfuerzos y experiencias sobre el gobierno, en su origen y ejercicio, realizado con sujeción al Derecho y respetando, aún en circunstancias extraordinarias, la democracia, la dignidad de la persona y los derechos humanos. Cuanto más y mejor se coincida en la vivencia de este presupuesto mayores serán las probabilidades de que un Código Político se arraigue en el espíritu o conciencia y, repitiendo lo dicho, en la cultura del pueblo.

			1. Régimen político. Como consecuencia de la Guerra Civil de 1891 —pues no fue en su gestación y desenlace una revolución genuina—, el bando triunfante aceleró en la práctica, sin modelarlo jurídicamente, el proceso de cambio del tipo de gobierno que Chile venía experimentando, al menos desde la década anterior. Consecuentemente, el régimen presidencial autoritario, establecido en la Constitución de 1833 y que había sido suavizado por las reformas constitucionales aprobadas desde 1874, fue derrotado, tras nueve meses de conflicto armado, en septiembre de 1891. Lo relevante estriba en percatarse de que tal derrota ocurrió no solo en el plano de las discusiones políticas e ideológicas, sino que, más todavía, militarmente en los campos de batalla de Concón y Placilla.

			En lugar del presidencialismo aludido fue consolidándose un nuevo tipo de gobierno3, al que algunos denominaron parlamentario, pero que, realmente, fue un régimen asambleísta o de convención. Este régimen se caracterizaba porque el centro del ejercicio del poder se hallaba en el Congreso o Parlamento y no en el órgano ejecutivo que era su subordinado. Aquel proceso, conocido también como parlamentarismo criollo o empírico, por las desviaciones que tenía en parangón con el modelo clásico, venía surgiendo desde la década de 1870. La Guerra Civil de 1891 lo catalizó, entonces, y lo llevó a un prolongado y cruento desenlace.

			Se pasó así del autoritarismo presidencial al extremo opuesto, desapareciendo la figura del Presidente de la República como institución suprema del Estado de Derecho. Tal mutación, hecha reemplazando el thelos y sin cambiar una letra del Código Político, fue y sigue siendo impropia de un gobierno parlamentario. En este, efectivamente, existe colaboración y cierto equilibrio entre ambos órganos del poder estatal, pues la responsabilidad política de los ministros ante la Cámara Baja del Congreso se halla balanceada por la facultad presidencial de disolverla y convocar a nuevas elecciones para reemplazar a sus integrantes.

			No sucedió así en Chile durante el período 1891-1924, ya que el Presidente perdió toda capacidad de injerencia efectiva en la dirección del Gobierno de frente al Parlamento. Respecto de ambas cámaras, incluyendo también al Senado, basta recordar que el Jefe de Estado no tuvo autonomía para el nombramiento y remoción de sus ministros. Tampoco le fue reconocida la facultad de disolver al Congreso, o al menos a su rama política, ni ejercer en él una influencia importante en la formación de la ley. El epicentro del poder, sociológicamente entendido, estaba en los círculos oligárquicos que manejaban los hilos de los partidos políticos.

			Estas características fueron adquiriendo, inevitablemente, rasgos de abuso y descontrol que se tornaron alarmantes. Se llegó así a la doble crisis de febrero y agosto-septiembre de 1924, lapso en que la confianza del asambleísmo lo llevó al desenfreno en ambas ramas del Congreso. El revés —bélico e ideológico— del presidencialismo en 1891, aparejado con el vértigo asambleísta que se advirtió desde entonces, llevó a los vencedores a descuidar la introducción, en la Constitución de 1833, de las reformas que habrían convertido al régimen de convención en otro parlamentario. Para la fracción triunfante bastó mutar el contexto del Código Político, es decir, reemplazar su espíritu sin alterar una coma del texto, entronizando así el asambleísmo.

			La vida política chilena era entonces elitista, protagonizada por círculos pequeños y cerrados, quedando fuera de ella la emergente clase media y la masa de trabajadores, urbanos y rurales. Los partidos políticos, a su vez, eran escasos y con rasgos de clubes de notables, o sea, grupos de miembros escasos, compuestos por hombres de extracción aristocrática y prominencia socioeconómica, los cuales se reunían y decidían, por sí y a nombre del resto de la sociedad, la línea maestra que debía regir en ella. El sufragio, que con la reforma constitucional de 1888 había quedado cercano a la cualidad de universal, en la práctica distaba de serlo por el cohecho y otras manipulaciones electorales cometidas por la oligarquía dominante.

			El descontrol e irresponsabilidad generaron, sin demora, la corrupción y venalidad en los círculos dirigentes. Contrastaba esa patología con cierta rectitud en el servicio público que demostraba la naciente clase media. Merced al acceso que el Estado daba a la educación, incluso universitaria, unido a la visionaria disposición de algunos aristócratas que buscaban socializar los valores de la mesocracia, esta se hacía sentir, ya a fines del siglo XIX, articulada en pequeños, pero dinámicos, partidos políticos.

			2. Régimen económico. En la época parlamentarista Chile tuvo y perdió la oportunidad de realizar, con éxito, el salto hacia el desarrollo sostenido en los ámbitos político, económico y social. Después nunca el país ha tenido otra ocasión tan propicia para lograr, pacíficamente, la modernización intelectual y material dentro de marco de la justicia social, privilegiando la libertad y logrando la igualdad de oportunidades. Institucionalizar el sistema en su conjunto, es decir, consolidarlo y arraigarlo en las capas dirigentes y en la población, sobre la base de un consenso fundamental compartido, fue el desafío, entonces realizable con éxito, y que, lamentablemente, se frustró.

			Sin duda, nos hallamos en 2021 en un período que renueva el imperativo de avanzar en la solución de la pobreza y de la marginalidad, en la distribución más equitativa del ingreso, en la expansión de la autonomía de la sociedad civil y la ampliación de incentivos para que ella coopere, solidariamente, al bien común4. Análogamente impostergable es la focalización del gasto que efectúa el Estado para favorecer a los sectores excluidos de ese objetivo nacional o postergado en sus aspiraciones legítimas de gozar de dignidad en su vida. A la fecha, alienta constatar que el paso del tiempo, en extraordinaria bonanza, permite comprobar rectificaciones encaminadas a institucionalizar el desarrollo humano en Chile5.

			De acuerdo con las palabras del presidente Balmaceda, la recién conquistada riqueza salitrera había creado prosperidad y holgura financiera. Esta debía ser aprovechada para impulsar el desarrollo público y privado de la Nación, realizando primordialmente un vasto programa de obras públicas. El objetivo era evitar que esos ingresos extraordinarios se consumieran en las necesidades habituales del Estado-Gobierno6, o que fueran dilapidados inútilmente. Ahora, la afluencia caudalosa de ingresos del cobre induce a recordar el pensamiento de aquel Presidente y las consecuencias de sus palabras.

			La élite aludida era homogénea. Sin embargo, ella se fue convirtiendo en oligarquía, sobre la base de usufructuar del poder en beneficio propio cuando la economía del país llegó a ser próspera, sobre todo por la explotación del salitre y el cobre. Debido a causas como esta, si la riqueza hubiera sido acertadamente invertida y administrada, Chile habría llegado al nivel de país desarrollado en una etapa de su historia decisivamente favorable. Pero tal oportunidad se perdió. Contribuyeron a ello la indolencia y abuso de la clase dominante; la introducción y fomento de la lucha de clases, del odio y la envidia; el recurso cómodo a la demagogia y el populismo; la disposición al lujo de los núcleos potentados; en fin, la astucia en la especulación para el beneficio privado y con perjuicio del Fisco.

			3. Balance crítico. Dicha oportunidad de progreso y consolidación nacional, no se ha repetido en nuestra trayectoria. Al cierre de la tercera edición, se sostenía por parte del Gobierno que la ruta seguida podía desembocar en el desarrollo pleno hacia 2020. El asunto no era tan claro y evocaba proyecciones de sentido parecido y que no se materializaron. Por ejemplo, en su mensaje ante el Congreso el 21 de mayo de 1995, el presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle creyó que había llegado una nueva ocasión, pero los pocos años transcurridos dejaban ya de manifiesto que vivíamos en 2015 una nueva oportunidad, cuyo desenlace se tornaba impredecible. Ese final negativo ocurrió cien años atrás por numerosas y complejas razones, de las cuales aquí se mencionan solo las tres siguientes:

			A.	Auge, despilfarro y caída de la riqueza salitrera. En el período aludido se logró el máximo nivel de explotación y exportación del salitre. Sin embargo, desde 1907 fue advirtiéndose la comercialización del nitrato sintético, producido en Alemania, cayendo bruscamente el precio del fertilizante que se producía en nuestro país y, como consecuencia, los ingresos fiscales provenientes de su venta;

			B.	Subdesarrollo de la vida rural. Haberse preocupado del progreso del sector rural, y hacerlo con espíritu de trabajo y solidaridad con los campesinos, había sido una obra destacable de la aristocracia del siglo XIX. A raíz de la revolución de 1891, empero, parte relevante de la aristocracia agraria abandonó el campo, optando por la riqueza salitrera, tentar fortuna en las operaciones bursátiles o bancarias y gozar de la vida urbana en palacios y clubes. Una secuela de tal cambio de estilo de vida fue el ausentismo del patrón con abandono del trabajo rural y de los inquilinos. Como ya no se vivía en el campo, tampoco se invertía ni laboraba en él, surgiendo una brecha de enemistad entre el hacendado y el campesino; y

			C.	Falta de inversiones. En aquellos años, Chile dilapidó la riqueza, sumiéndose su incipiente industria en el atraso. Secuela de este hecho fue una gran cesantía en el extremo norte, y el pago de remuneraciones indignas a quienes lograban trabajo. Llegó la crisis salitrera y nuestro país no había efectuado las inversiones necesarias para superarla con nuevas tecnologías de producción masiva y más económica. Los capitales extranjeros en el área fueron abandonando el territorio nacional, permaneciendo en las oficinas salitreras tan solo una fracción de la mano de obra antes ocupada.

			Esas circunstancias se sumaron al proceso de urbanización, haciendo que un elevado porcentaje de la sociedad, principalmente de Santiago, viviera en condiciones infrahumanas. Se facilitó así la agitación, con causas que no eran solo demagógicas, manifestadas en oleadas de huelgas y paros desde 1905 a 1920 en las ciudades del centro y del norte del país, como también en las salitreras7. Esas explosiones obreras fueron intelectualmente explicadas, desde el punto de vista ideológico, más que nada por el pensamiento marxista-leninista, que buscó ir encauzándolas para su beneficio partidista. Surgieron, además, en la capital y Valparaíso, grupos anarcosindicalistas que ejecutaron los primeros actos de terrorismo de que haya memoria en Chile8.

			4. Régimen social. Una vez más resulta necesario simplificar el análisis y excluir, para llegar al objetivo que preocupa, múltiples e importantes fenómenos históricos. Teniendo presente esa advertencia, es posible añadir que la sociedad de la época en estudio se caracterizó por los tres rasgos matrices que se resumen a continuación:

			A.	Sociedad estratificada. Fue, desde luego y al tenor de lo ya explicado, una sociedad de esa índole, con diferencias marcadas entre el nivel social alto, o sea, la clase aristocrática, propietaria de los recursos económicos y que detentaba el poder político, por un lado, y todo el resto de la comunidad, de otro. A comienzos del siglo XX no existía todavía una clase media configurada y organizada, numerosa e influyente, consciente y autoidentificada, porque los núcleos de profesores, funcionarios, uniformados y profesionales que integraban ese pequeño sector social se subordinaban a la clase alta o aristocrático-oligárquica. Lo que hacia 1920 Julio Heise denominaba la mesocracia, no era aún el componente decisivo del sistema social9;

			B.	Corrupción y desenfreno. La clase alta, que era política, social y económicamente dominante, se fue corrompiendo. Perdió las cualidades decimonónicas que la habían distinguido, entre las cuales deben recordarse el hábito de ahorro, de trabajo y sacrificio; la sobriedad en las costumbres y el espíritu de solidaridad con sus colaboradores y sectores vulnerables; el consenso en los valores fundamentales y el respeto de la legalidad.

			La crisis de la clase dirigente se generó, en parte al menos, por el lucro especulativo que se apoderó de vastos sectores de ella con motivo de las cuantiosas riquezas salitreras y mineras que circulaban, con tanta facilidad, después de la Guerra del Pacífico. Esto provocó, como señala Alejandro Silva Bascuñán, una transmutación de los valores colectivos, sobre la base del rápido movimiento del dinero y la pérdida de los criterios tradicionales de austeridad, dominantes en la antigua clase agraria10. Esta última adquirió, como efecto de la influencia europea, las ideas y disposiciones, los gustos y costumbres de los franceses e ingleses, por ejemplo, tratando de vivir con el lujo de un sector social desarrollado, pero en un país atrasado. En Chile hubo oligarquización de la vida política, social y económica, secuela de la pérdida de las virtudes cívicas que habían legitimado el liderazgo de la aristocracia, capacidad de mando que este segmento no transmitió a la mesocracia porque él mismo carecía ya de los talentos aludidos; y

			C.	Urbanización acelerada. Por último, fue una sociedad en proceso de migraciones internas de magnitud. Esto tuvo múltiples consecuencias, algunas de las cuales se pasa a mencionar11.

			Hubo, desde luego, una exposición clara al debate y a la confrontación de ideas de grupos que antes eran pasivos. El proceso de urbanización acelerada incentivó, en efecto, el despertar de vastos sectores sociales a un nivel de conciencia, de valores y aspiraciones que antes no tenían, o que, si los compartían, ahora los combatían.

			Por otra parte, los sectores más pobres y desvalidos de la población emigraron a las ciudades, especialmente a la capital, en búsqueda de un mejor nivel de vida. Sin embargo, allí no encontraron el trabajo, la educación, la salud e higiene ni la vivienda, bienes por los cuales habían emigrado. Se provocó con ello la radicalización de las frustraciones por la insatisfacción de los anhelos de una existencia digna. Y de cara a esos problemas los gobernantes se manifestaban indolentes o, peor todavía, resueltos a desconocerlos o a reprimir sus efectos ignorando las causas.

			Así la rebelión fue transitando desde la deficiente asimilación de las ideas foráneas a la fe —a veces, obsesiva— en ellas. El terrorismo y el anarquismo se asociaron con agitación articulada en huelgas y paros. Frente a esas vías de acción directa la clase alta reaccionó, pero desatinadamente, como ya está escrito: castigó los efectos del descontento sin solucionar las causas del mal. Como escribe Guillermo Feliú Cruz12, aquella clase estaba, salvo excepciones, pensando que la solución a las demandas de los movimientos obreros no era una cuestión de justicia, sino que de caridad o de policía. Consecuentemente, para la clase alta este era un problema de conciencia individual, pero no de injerencia del Estado, con planes y órdenes impartidas desde arriba.

			Por otra parte, la sociedad chilena comenzaba a vivir un proceso de inestabilidad y conflictos profundos. Se iban fraguando —e instigando— en su seno las condiciones de una rebelión, basada en la aún escasa conciencia de lucha de clases. La delgada capa alta o establishment, como la ha denominado Gonzalo Vial, utilizaba el poder para combatir estos movimientos obreros y campesinos, usando con tal propósito a las Fuerzas Armadas. Se las fue desviando, de este modo, de su rol profesional, o sea, de instituciones dedicadas a la defensa nacional, para apuntarlas contra la población alzada en paros y huelgas, con secuelas sangrientas. La plutocracia causó con esa manipulación un perjuicio grave al profesionalismo de esas instituciones, politizándolas más de lo que estaban. La literatura, ya citada o que se menciona en la bibliografía, exhibe con elocuencia, pero también con sesgo, las masacres así provocadas y el odio que engendraron en la población.

			No existía, en aquella oligarquía, posibilidad real de cambiar la situación. Realmente, resultaba difícil siquiera imaginar que estuviera dispuesta a aceptar reformas que menoscabaran sus apetitos e intereses, o que implantaran controles y responsabilidades a sus desenfrenos. Por el contrario, la oligarquía acudió cada vez más a la represión. Lo hizo por facilidad y desidia, atacando síntomas y secuelas, pero jamás las causas de la cuestión social. He aquí uno de los motivos que explican la esperanza reformista con que el estrato medio aguardaba la acción rectificadora de la autoridad estatal. Ese anhelo singularizó la década precedente a la dictación de la Carta Fundamental de 1925.

			5. Actitud de las Fuerzas Armadas. La única posibilidad real de interrupción del proceso descrito para, en su lugar, instaurar un régimen más representativo y justo era, a la luz del Manifiesto Militar del 11 de septiembre de 1924, una intervención social tan honda que se asemejara a una operación quirúrgica, pero practicada desde afuera del establishment. Esa fue la misión, urgente y drástica, que algunos mandos jóvenes de las Fuerzas Armadas, más que nada del Ejército, estuvieron dispuestos a llevar a cabo.

			Aquellas instituciones tenían cuentas pendientes que saldar, pues habían sido divididas después de la Guerra Civil y olvidadas más tarde, hallándose en situación de pobreza material y atraso técnico. A raíz del quiebre institucional de 1891, el Ejército estaba derrotado y afectado hasta en su mística. Ello facilitaba su manejo por la oligarquía. El Ejército le obedeció, pero como consecuencia de esta instrumentalización fue quedando social, económica, logística y políticamente desplazado. En punto a la Armada, el cuadro no era mejor. En efecto, el personal de las Fuerzas Armadas —como lo demuestra René Millar13— padecía una situación lastimosa por el equipamiento obsoleto y ausencia de adiestramiento moderno, bajos emolumentos y estancamiento en los escalafones. Esos elementos son suficientes para erosionar los principios capitales sobre las cuales se erigen, funcionan y son controladas las instituciones armadas.

			En fin y en lo que se refiere a su posición política, estas tenían núcleos con inquietudes y críticas, formándose así grupos secretos o logias ocultas, que asumieron posiciones de reproche frente al manejo y situación indolente de la clase alta. En un principio, esos núcleos fueron marginados para después ser reprimidos. Finalmente, encontraron comprensión y apoyo en algunos líderes políticos. De ellos, merece realce el entonces senador y caudillo avezado Arturo Alessandri Palma. Este era un parlamentario hábil y experimentado, visionario y audaz, no exento de rasgos demagógicos, pero en definitiva capaz de captar —con oratoria y gestos carismáticos— sus inquietudes.

			Por las razones expuestas y otras análogas, en 1920 los cuadros de los uniformados involucrados en el esfuerzo rectificador apoyaron al nuevo presidente Alessandri. Empero, como los años pasaban y las promesas de aquel mandatario seguían incumplidas, grupos de uniformados se hicieron presentes con sus demandas, ya en estado de crisis, en febrero y agosto-septiembre de 1924. A raíz de tales sucesos, Chile comenzaba a experimentar fenómenos nuevos, hasta entonces desconocidos, en su trayectoria institucional.

			6. Crisis de 1924-1925. En febrero de 1924 el presidente Alessandri planteó al Congreso la aprobación de diversas y sustanciales modificaciones al orden constitucional existente. Reemergía con ello la tesis según la cual las reformas al Código Político bastan para inducir los cambios culturales deseados, o al menos son decisivas para materializarlos.

			El Jefe de Estado abordó, en efecto, la necesidad de poner fin al asambleísmo parlamentario; instaurar un nuevo régimen presidencial sobre bases democráticas y dar solución a la cuestión social. Frente a ello, Alessandri encontró el rechazo del establishment, particularmente del Senado. Las reformas constitucionales planteadas por el Jefe de Estado quedaron, por ende, postergadas.

			En agosto y septiembre de 1924, sin embargo, ciertos mandos medios de la oficialidad joven del Ejército presionaron a Alessandri para que insistiera en la aprobación de los cambios aludidos. Pero ello fue nuevamente rechazado por la oligarquía, la cual y paradójicamente, sólo aprobó en el Congreso la dieta parlamentaria, dejando de ser concejiles los cargos de diputados y senadores.

			La torpeza descrita catalizó el descontento de las filas castrenses y apuró el golpe militar del 11 de septiembre de 1924. Así ocurrió tras llegar los caudillos del movimiento castrense a la conclusión, debatida entre los historiadores, de que ya no necesitaban a Alessandri para cumplir sus propósitos de depuración y reforma política; o bien, que este no les resultaba confiable; o, en fin, que ellos eran la energía política determinante, pensando, tal vez, que soberano es quien decide las crisis o se impone en las situaciones de excepción, como escribió Carl Schmitt14. Exigieron, entonces, la renuncia del Jefe de Estado y clausuraron el Congreso, obrando en todo de facto. El Presidente partió al exilio en Europa y el país se sumió en el caos institucional.

			Fue constituida una Junta de Gobierno presidida por el general Luis Altamirano Talavera. Pero esa Junta, de orientación conservadora a juicio de la oficialidad joven, no era representativa del ideario de cambios propugnados por esta. Ponderando esa razón, aquella oficialidad, en enero de 1925, decidió erigir una segunda Junta, la cual duró apenas cuatro días, desde el 23 al 27 de enero de 1925. En esta última fecha fue reemplazada por una tercera Junta, encabezada ahora por un civil, el abogado, profesor y diplomático Emilio Bello Codecido, personalidad ecuánime, respetada y próxima al presidente Alessandri.

			La tercera Junta convirtió algunos proyectos en textos normativos. Materializó también ideas importantes a través de los centenares de decretos leyes que dictó hasta fines de marzo de 1925. Por ejemplo, avanzó a la fundación del Banco Central para enfrentar la crisis cambiaria; hizo lo mismo con el Colegio de Abogados; y, sobre todo, se comprometió a luchar por el restablecimiento del orden constitucional, para lo cual logró el regreso de Arturo Alessandri y que este reasumiera la Presidencia. Lo relevante de este retorno radicó en el compromiso de Alessandri en punto a obtener la aprobación de una nueva Constitución, reabrir el Congreso, reanudar la vida de los partidos y volver, paso a paso, al Estado de Derecho.

			7. Restauración institucional. El presidente Alessandri regresó a fines de marzo de 1925 y, en los primeros días de abril, dictó varios decretos supremos, que en realidad eran decretos leyes. Mediante ellos convocó a personalidades de variadas corrientes políticas para integrar una Gran Convención Consultiva, semejante a un consejo asesor. La finalidad de esa asamblea era proponer ideas y proyectos articulados sobre las reformas constitucionales necesarias para restablecer el orden institucional. No se trató, por ende, de una asamblea constituyente, dotada de competencia para decidir sobre el contenido de la nueva Carta Fundamental y el procedimiento destinado a ponerla en práctica. Debe observarse, por lo tanto, que tampoco se hallaba establecido cómo iba a ser puesta en vigencia la nueva Ley Suprema15.

			El trabajo de la Convención, formada por unos ciento cincuenta miembros de todas las posiciones políticas, se realizó en un período aproximado de cuatro meses, sesionando en el Palacio de La Moneda.

			Aunque después será expuesto con algún detalle, es necesario puntualizar aquí que la Constitución fue aprobada solo como una reforma a la Carta Fundamental de 1833. Probablemente, ello ocurrió así para conservar, al menos en la opinión pública, cierta imagen de continuidad en la evolución pacífica de nuestras instituciones políticas. Al fin y al cabo, la Carta Fundamental de 1833 había posibilitado la consolidación del régimen democrático, contribuido al desarrollo socioeconómico del país y llegado a concitar el mayor respeto, por ser una de las cinco constituciones escritas más antiguas del mundo. Era, entonces, un Código Político respetable, aunque urgido de cambios políticos sustanciales.

			La nueva Constitución fue aprobada en el plebiscito celebrado el 30 de agosto de 1925. Algunos observaron que nació prematuramente y con necesidad de cuidado apremiante. En realidad, y desde el 18 de octubre, fecha en que entró en vigencia, la Constitución ya tuvo graves problemas para regir, inconvenientes que presagiaban los tropiezos que sufriría con el transcurso del tiempo y que culminaron en el colapso de la democracia en septiembre de 1973.

			Por razones diversas, de fondo y también de divergencias o aspiraciones personales, la llegada de Alessandri fue la prueba de que las Fuerzas Armadas se habían convertido en el árbitro supremo de los destinos de Chile, decidiendo lo que estimaran mejor para el régimen institucional, con o sin el concurso de los políticos y de los partidos. Soplaban también en Chile, consecuentemente, los vientos autoritarios que arreciaban en el centro y sur de Europa, ligados al desgobierno asambleísta, a las penurias de la clase media y a los sentimientos nacionalistas, de cierto carácter corporativo y opuestos al multipartidismo imperante.

			8. Esfuerzos por vivir la Constitución. En el lapso aludido, el país fue gobernado por los militares, aunque sin eliminar a los partidos ni a las instituciones democráticas. Se distinguía la figura del coronel Carlos Ibáñez del Campo.

			Tratábase del hombre que, al tenor de lo ya visto, siendo oficial joven del Ejército practicó el poder tras el sitial de Alessandri y sus ministros, para hacerlo manifiestamente cuando lo ejerció un presidente bonachón y pusilánime, como Emiliano Figueroa Larraín. Pero, con la renuncia de este último, Ibáñez avanzó al primer plano al ser elegido, por abrumadora mayoría como Primer Mandatario en abril de 1927. Hay que recordar que Ibáñez ejerció el cargo de Ministro del Interior durante el mandato del presidente Figueroa, pasando después de su renuncia a ocupar la Vicepresidencia de la República. Desde ella convocó a las elecciones presidenciales en las cuales resultó elegido16.

			Ibáñez era la mano fuerte del poder y del dominio que ejercían los militares. Pero, a pesar de ello y en general, usó sus facultades ciñéndose a la Constitución o, por lo menos, trató de respetarla en la forma cuanto le fue posible.

			En efecto, ya hemos advertido que Ibáñez no clausuró el Congreso ni proscribió a la oposición con sus dirigentes y partidos. Tampoco su línea de conducta fue de dictador, salvo casos aislados que, por lo mismo, le costaron el desprestigio. El suyo fue un gobierno duro, autoritario, que cometió excesos y provocó, en ocasiones, hasta represiones y muertes. Estos hechos se acumularon, desencadenando la renuncia del gobernante y la caída de su gobierno a fines de julio de 1931.

			Muchos analistas, entre los cuales cabe mencionar a Alejandro Silva Bascuñán, califican el gobierno de Ibáñez como un autoritarismo personalista, pues hubo, como expresa dicho autor, ausencia de imperio de las libertades públicas, especialmente de las referidas a la seguridad personal y a la difusión del pensamiento político; atropello a la independencia del Poder Judicial y a los privilegios parlamentarios; impulso a la aprobación de leyes amplísimas de delegación de facultades gubernativas obtenidas bajo la presión de tal clima ciudadano; omisión de elección popular de diputados y senadores, a través del llamado Congreso Termal, y otros reparos de gravedad semejante17.

			Los propósitos de Ibáñez se vieron frustrados, principalmente, por aquellos abusos y, más que nada, debido a factores económicos. Él quería resolver la cuestión social, para lo cual embarcó al Estado en cuantiosas inversiones en obras públicas, educación y modernización de los servicios fiscales, en momentos en que los recursos del erario, especialmente los ingresos tributarios, iban bajando por el colapso del precio del salitre. Esta situación alcanzó características caóticas, siendo aprovechada por la oposición para encender, o estimular, el descontento en la población. Frente a ello, Ibáñez endureció su gobierno y agudizó la represión de los opositores, selectivamente de profesionales y estudiantes universitarios. Se sostuvo desde entonces que Chile vivía en una dictadura, calificación que llegó a ser correcta.

			El gobierno, empero, nunca perdió el apoyo de los militares ni el control de las Fuerzas Armadas. Tampoco le faltó la adhesión de los Carabineros, a los cuales Ibáñez había fundado en abril de 1927, tanto para modernizar la policía y unificarla, como con el propósito de neutralizar al Ejército. Pero el Mandatario renunció, delegando el mando supremo en el Vicepresidente de la República, Pedro Opazo Letelier. Luego abandonó el país.

			Lo anterior puede resumirse afirmando que, desde abril de 1927 a julio de 1931, el presidente Ibáñez enfrentó una crisis económica aguda; desarrolló un plan de modernización del Estado y de realización de obras públicas encomiable; puso en marcha la Constitución de 1925; neutralizó la injerencia militar en política y fundó Carabineros de Chile. Sin embargo, terminó renunciando en medio de una debacle económica y con vasta resistencia a sus decisiones, calificadas de dictatoriales por sus opositores, más que nada seguidores de Alessandri, su mayor enemigo político.

			9. Segunda anarquía. Se llama así el período que transcurrió desde julio de 1931 a diciembre de 1932, porque Chile fue entonces gobernado por diecisiete presidentes o juntas de gobierno, de facto o de jure. Este antecedente revela el estado de descomposición, de desinstitucionalización, de confusión social y política que padecía el país; la desorganización de los partidos, la mediocridad de la clase política y el militarismo; en fin, la miseria y la pobreza que asolaban a la población.

			Chile dejó de ser un ejemplo de continuidad institucional en América Latina, de Estado de Derecho con estilo democrático, y sucumbió en la inestabilidad y caudillismo típico de los países de nuestro continente, en tales años y aun después. El divorcio entre la clase política, cualquiera fuera su nombre u orientación, por un lado, y la realidad de las demandas sociales de la población, por otro, se hicieron patentes, sin hallar los cauces institucionales a través de los cuales pudieran ser reconducidas y satisfechas. De los gobiernos de ese período, si es correcto denominarlos así, se cuentan desde conservadores a socialistas y radicales, sin olvidar, por cierto, a los militares. Por excepción, hubo gobiernos de iure en su origen y ejercicio, como el del presidente Juan Esteban Montero. Sin embargo, este mandatario fue prontamente depuesto por los uniformados, azuzados por Alessandri, demostrando con ello la situación de ambiciones personalistas y de desgobierno que se vivía.

			La falta de líderes y la irresponsabilidad de otros, las asonadas caudillescas, la crisis socioeconómica, la ausencia de un ideario claro, práctico y resuelto de gobierno, la penetración de nuevas ideas sobre la democracia social y el Estado de Bienestar, la desorganización de las fuerzas políticas y la falta de estructura de las agrupaciones sociales, la penosa situación mundial y otras circunstancias análogas explican el deplorable clima de anarquía que padeció entonces nuestro país.

			10. Restauración institucional. La reanudación del proceso político en los términos previstos por la Constitución –el respeto de los militares a los gobernantes civiles democráticamente elegidos y el imperio de la autoridad dentro del Estado de Derecho– comenzó a lograrse nada más que a fines de 1932 y tras ser superados numerosos obstáculos. Tal proceso fue posible gracias a la conjunción de las razones fundamentales que resumo a continuación18.

			En primer lugar, es menester realzar que en los altos mandos militares se fue sintiendo vergüenza al constatar la situación imperante y compararla con la tradición constitucional que Chile había forjado, con el apoyo de las instituciones armadas, y que se había mantenido hasta decenios atrás. Consecuentemente, generales como Blanche, Ludwig y Vignola se comprometieron a imponer el orden y la disciplina en los cuarteles, subordinándose a la autoridad civil y respetando la Constitución, lo cual lograron con el resultado aludido.

			Correlativamente, el retorno al buen sentido político comenzó a percibirse en los líderes civiles, dejando el frenesí con el que se dedicaban a complotar con los militares o a manipularlos. Se decidieron también ellos, por ende, a dejar esas prácticas de baja política y a conducirse con responsabilidad, o sea, midiendo las consecuencias deplorables de sus actos y procurando evitarlos.

			Por lo tanto, hubo un cambio de actitud generalizado: tanto en el gobierno como en la oposición, en los políticos y en los uniformados. Y en este nuevo rumbo, quien más claramente lo impulsó y continuó, haciendo imperar el vigor de la autoridad presidencial, fue Arturo Alessandri Palma en su segundo mandato (1931-1938).

			Ambas actitudes de encuentro o convergencia en la rectificación del curso del proceso político culminaron en un desenlace positivo. En efecto, el general Blanche renunció a la presidencia y aplicó la Constitución para que operara el sistema de sucesión regular en el Mando Supremo. Asumió, en consecuencia, como Vicepresidente de la República Abraham Oyanedel, que era el Presidente de la Corte Suprema, quien pronto convocó a elecciones. Así, a fines de 1932, fue elegido Arturo Alessandri Palma, asumiendo la Primera Magistratura solo dos meses más tarde.

			11. Arraigamiento de la Constitución. En el contexto descrito resulta claro deducir que, en diciembre de 1932, se inició un nuevo período de nuestra trayectoria política. Este puede ser caracterizado —hasta 1964— por los aspectos principales que se enuncian a continuación.

			A.	Ámbito político. Constátase un sostenido y generalizado esfuerzo por lograr la regularidad institucional. El sistema político, en efecto, funcionó como formalmente lo señalaba la Constitución de 1925, progresándose en la institucionalización o arraigamiento efectivo de lo preceptuado en ella. Pero los militares conservaron cierto grado de intervención decisoria. Así y, por ejemplo, ocurrieron estallidos como el Ariostazo en 1939 y el Complot de la Línea Recta en 1955. Pese a ello, hasta noviembre de 1964 se percibió, con nítido vigor, una política de reiterada continuidad en la normalidad constitucional y de acatamiento de la Carta Fundamental y su legislación complementaria;

			B.	Plano económico. Los años que transcurrieron desde 1932 a 1964 se caracterizaron por el llamado Estado de Compromiso, cuya secuela principal fue el bienestar creciente para los sectores medios y bajos de la población.

			Ningún estrato de nuestra comunidad nacional quedó, por ende, excluido a priori de los beneficios económicos, de salud y enseñanza que se fueron obteniendo a través de la dictación y ejecución de leyes, cuyos objetivos y contenidos eran de justicia social. Esto fue posible, empero, a raíz de que no hubo fuerza política y socioeconómica que, por sí sola, dispusiera del poder suficiente para imponerse al resto, como tampoco para dejar de ser considerada a raíz del sufragio que controlaba. La alternativa era imponerse, pero con alianzas, aunque fueran efímeras. De manera que en Chile se fueron transando proyectos entre el Gobierno y la oposición, uno en la Presidencia y la otra en el Congreso. Se abrió la política del compromiso entre las autoridades y la ciudadanía, obligándose todos en la concreción de beneficios comunes que, sin ser óptimos, evidenciaban claros progresos en el bien común; y

			C.	Orden social. La mujer fue mejorando en su igualdad de oportunidades, incluso en la conquista del sufragio y el derecho de acceder a los cargos públicos. Los consumidores comenzaron a ser protegidos por las agencias estatales creadas para ello. Los trabajadores, rurales y urbanos, llegaron a organizarse en sindicatos, pasando a gozar de rentas más elevadas y mejores sistemas de seguridad social. El acceso a la enseñanza, a la salud e higiene, a la vivienda y al descanso se convirtió en una realidad generalizada para la mayoría de la población.

			12. Estado de Compromiso. El Estado de Bienestar fue posible, principalmente, gracias a la actitud pragmática del Partido Radical, cuya conducta política osciló entre la izquierda y la derecha, permitiendo que todos los sectores alcanzaran algún beneficio. Pero con los años, ese partido comenzó —y con razón— a ser criticado por la actitud de péndulo, pues con su programa socialdemócrata y de alianza, vacilante más que cambiante, contribuyó a la corrupción de la vida política. Al cabo de catorce años de gobierno a dicha colectividad se la responsabilizó por introducir en nuestra cultura tanto el clientelismo y la venalidad como el oportunismo que carece de principios.

			Pero la conducta progresista y reformadora de los radicales tuvo también trascendencia y consecuencias positivas. Entre ellas cabe destacar que permitió la evolución democrática de las instituciones; logró afianzar el bien común, v. gr., desde el punto de vista de la enseñanza y la salud para sectores cada día más vastos de la población, e infundió al Estado roles activos o promotores en la planificación y materialización del desarrollo socioeconómico del país. Así ocurrió, por ejemplo, con la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) desde 1939, en ligamen con la industrialización, la explotación de la energía hidroeléctrica, la reconstrucción de zonas asoladas por los sismos, la innovación tecnológica y otros rubros de similar importancia. 

			13. Promesas y frustraciones. En noviembre de 1952, Carlos Ibáñez del Campo llegó a la presidencia, por segunda vez y con una mayoría abrumadora. Prometió, con el apoyo de la alianza heterogénea que lo llevó a la Primera Magistratura, transformar la desesperanza en confianza por la acción de un gobierno recto, suprapartidario y eficiente. Los vicios adjudicados al radicalismo iban a ser erradicados por la fortaleza de su mando presidencial, sin compromisos.

			Esta segunda gestión de Ibáñez fue, sin embargo, errática en las medidas económicas, con elevados índices de inflación y crisis cambiarias. Tampoco tuvo nitidez democrática en el plano político, salvo en sus postrimerías por la dictación de plausibles enmiendas electorales. En el legado de aquel Presidente debemos destacar la aprobación, en agosto de 1958, de la Ley de Seguridad Interior del Estado, con la cual se reemplazó a la denostada Ley Maldita o de Defensa de la Democracia, aprobada diez años antes, durante el mandato de Gabriel González Videla, para combatir al comunismo.

			El cuadro de improvisación descrito llevó a pensar, como correctivo, en la necesidad de gobiernos ejercidos con criterios técnicos, transparentes en sus decisiones y sobrios en sus gastos. Se impuso, consecuentemente, una plataforma política fundada en la reducción del déficit estatal, la contracción del aparato fiscal, el despliegue de la iniciativa privada en el desarrollo socioeconómico y una cierta apertura al comercio internacional.

			Con tal predicamento y, por estrecha mayoría, fue elegido presidente Jorge Alessandri Rodríguez en noviembre de 1958. Una vez más, el Jefe de Estado logró la victoria sobre la base de plantear su mandato por encima de las luchas partidistas.

			Así lo hizo, gobernando con estilo y objetivos liberales, pero solo hasta 1961. Debemos advertir, en efecto, que el gobierno de Alessandri, principalmente a raíz de los desastrosos efectos del terremoto de 1960, la influencia desestabilizadora de la Revolución cubana a partir de 1959 y el descontrol de la economía abierta al exterior no logró satisfacer el ethos del cambio prometido y facilitó el avance hacia el centro y, después, a la izquierda del espectro político. Alessandri Rodríguez era una personalidad que hoy podría ser calificada de neoliberal y tecnócrata. Presionado por los factores citados, sin embargo, terminó aplicando una política de controles estatales, con alta inflación, sometido a las alianzas inestables de los partidos que apoyaban su gobierno de minoría y sin poder detener las demandas de bienestar y cambio propugnadas por sus opositores políticos. En ese cuadro de tensiones, haber mantenido, en términos impecables, el funcionamiento del sistema democrático es, probablemente, el elogio mayor que puede ser atribuido a esa presidencia.

			14.  Visión de conjunto. Del período 1932-1964 podemos decir, en términos generales, que se caracteriza por el progreso económico, especialmente merced a la política de los presidentes radicales, con un Estado-Gobierno fuerte, gestor o empresario, rasgo que se reflejó en el auge industrial del país. Si esa política puede ser encasillada en categorías doctrinarias, entonces cabe decir que se trató de la orientación socialdemócrata en un Estado pluralista y de compromiso entre los partidos.

			En el plano social, por otra parte, en aquellas tres décadas hubo también progresos ostensibles. Así, se multiplicaron los grupos intermedios, sobre todo los sindicatos, primero en la ciudad y después en el campo. El sistema de salud estatal amplió la cobertura a nuevos sectores de la población. Creció la edificación de viviendas, aumentó el acceso a la enseñanza en sus diversos niveles, la mujer logró el sufragio municipal y político, etc.

			A pesar de todo, ese Estado de Bienestar no logró consolidarse. ¿Por qué? Difícil es responder con certeza, pero entre las hipótesis plausibles resulta menester señalar que la sobrecarga de promesas y postulados ideológicos, en boga por esos años, tuvo su cuota importante de incidencia. Resurgía, por ende, el deseo de hacer más cambios sociales y de efectuarlos pronto, sin saber claramente en qué consistían las reformas ni cómo llevarlas a efecto. Imperaba el sentimiento de ayuda estatal apremiante a los estratos medios y bajos de la población, aunque sin tener ideas precisas al respecto, especialmente en cuanto fueran distintas del creciente dirigismo burocrático.

			Consecuentemente, el arraigamiento de las instituciones en los términos articulados por la Constitución fue solo relativo, porque solo durante los catorce años de los mandatarios radicales Chile tuvo un eje programático, consolidado en torno del centro ideológico. Los tres Presidentes de esa colectividad política —Aguirre, Ríos y González— marcaron en sus gobiernos un estilo y objetivos homogéneos, contrastante con el autoritarismo de Alessandri Palma hasta 1938, por un lado, y el populismo de Ibáñez seguido del neoliberalismo de Alessandri Rodríguez desde 1952 a 1964.

			15. Cambios estructurales. Nos referimos al período comprendido entre los años 1964 a 1973, es decir, la presidencia de Eduardo Frei Montalva y Salvador Allende Gossens.

			En esa década la vida política fue intensa, crecientemente polarizada y marcada por una ideologización permanente y antagónica. Después, llegó a ser confrontacional e, incluso, dejar de ser política para convertirse en violencia en ciudades y campos.

			La lucha ideológica explica, en buena medida, ese panorama negativo. En él la política era absorbente, omnicomprensiva; para muchos, mesiánica y entendida como excluyente del opositor, al cual se lo pasó a reputar enemigo político y, por lo mismo, adversario ilegítimo. Las ideologías fueron entendidas como métodos y finalidades únicas, hegemónicas e intransables, dogmática y sectariamente concebidas. Por supuesto, con tales características se hizo imposible renovar el compromiso de infundir estabilidad al sistema político.

			La transacción, por el contrario, se consideró cobardía o un eclecticismo reprobable, una actitud de medias tintas inaceptable en años de adhesión total a una cosmovisión exclusiva y excluyente. Pertinente es recordar aquí a Vilhelm Aubert19 quien, en 1963, escribió que sobre los valores no se transa. Había que luchar, primero pacíficamente y más tarde como fuerza, para cumplir los postulados ideológicos propios. Esa vía dogmática, rígida y sectaria fue proyectada por un alto número de intelectuales que militaban en partidos, especialmente de extrema izquierda. En tal cuadro la derecha y el centro se quedaron a la zaga, carentes de líderes y proyectos, de ideas y programas orientados sobre grandes cosmovisiones políticas y socioeconómicas.

			Ausente su juventud y profesionales, por largo tiempo, de las disputas intelectuales desarrolladlas principalmente a raíz de la reforma de 1968 en los claustros universitarios, los partidarios de la centroderecha carecieron de un discurso llamativo en parangón con la izquierda. En consecuencia, aquella desintelectualización de los grupos conservadores fue aparejada por la hiperintelectualización de la izquierda socialista y comunista y, en medida importante, también de la fracción del centro que cubría un sector de la Democracia Cristiana.

			Tal ideologización llevó a una crítica acerba de la Constitución de 1925 y, a la larga, a la pérdida de credibilidad y de legitimidad sustantiva en ella, sobre todo por el discurso de la fracción marxista. Esta criticó frontalmente, sobre la base de sus postulados doctrinarios, el régimen que se había ido construyendo, con tantas dificultades, sobre los cimientos de la Carta Fundamental de ese año. Se postularon elaboraciones ideológicas intelectualizadas, fruto más del estudio en libros, bibliotecas y aulas extranjeras que de la experiencia en la vida del país, para demandar cambios estructurales, a veces dentro del sistema y otras, por la vía directa o fuera de aquel. Fue una sobredosis ideológica con matices de utopía y rasgos de fanatismo, convergente en la odiosidad reflejada en las palabras, primero, y tras unos años, además, en las conductas de dirigentes y masas cegadas por las simplificaciones del camino propio intransable.

			Ciertamente, los gobiernos del presidente Frei Montalva y del presidente Allende fueron profundamente diferentes en su génesis, en la base de sustentación, programa y visión ideológica. Empero, se detecta alguna continuidad entre ambos, infundida por su fe en los cambios estructurales. Llamábase así a las reformas de fondo y veloces, imaginadas a partir de los planteamientos ideológicos, los cuales coincidían en variados aspectos, v. gr., la crítica al orden existente y la imperatividad de su reemplazo; el rol activo del Estado en realizar la igualdad más que la libertad; la preocupación por el desarrollo económico del país hacia dentro; el recelo de la burocracia pública con respecto de la iniciativa y propiedad privada en el área empresarial, etc.

			Teniendo presente la prevención aludida, útil parece, pese a ello, dar un paso e ilustrar esos años cruciales de nuestra historia. Se hará reconociendo que es un problema serio, posiblemente insoluble, lograr la exposición objetiva de los hechos y la interpretación desapasionada de ellos. Hasta hoy, este período es motivo de lecturas y deducciones con significados distintos y contrapuestos. Existen y se exacerban dos comprensiones de nuestra historia que son opuestas, inconciliables y, por lo mismo, catalizadoras del disenso. En la bibliografía de este capítulo se halla una evidencia de esta afirmación20.

			16. Revolución en libertad. Tal fue el lema del gobierno de Eduardo Frei Montalva, Presidente de Chile desde el 4 de noviembre de 1964 a igual fecha de 1970.

			Implicaba esa revolución un cambio profundo, pacíficamente realizado, de la estructura política, social y económica existente en Chile. Esta transformación se pretendía lograr por medio del Derecho, en el marco de la Constitución y de las leyes. Su propósito máximo era alcanzar el desarrollo en Chile, en sus más variados aspectos, v. gr., la modernización del agro; el aumento de la participación ciudadana en la vida nacional; la renovación tanto de la enseñanza como de la actividad científica y tecnológica; la ampliación del sufragio a los analfabetos y a los mayores de 18 años, profundizando así la democracia procesalmente concebida; el aumento de la competencia de organismos fiscales o del Estado para controlar la actividad económica privada o inducir y realizar los cambios estructurales; la introducción al régimen constitucional de mecanismos capaces de resolver los conflictos suscitados entre los órganos estatales; la recuperación para Chile de la minería del cobre en poder extranjero; la implantación y desarrollo de una línea política internacional más independiente; el avance en la integración latinoamericana, etc.

			Tal programa o proyecto implicaba, necesariamente, que fuera llevado a cabo por la vía propia, ideológicamente socialcristiana, sin transar y afirmándose el carácter único de ella. También suponía una recusación fuerte de la legitimidad de la Constitución de 1925, con el debilitamiento consiguiente de algunos de sus principios, como el de la propiedad privada, la subsidiariedad empresarial del Estado y la seguridad jurídica. Más que nada, sin embargo, en ese programa se asumía el robustecimiento de las potestades estatales para inducir y ejecutar, con discrecionalidad, los cambios estructurales. En el fondo, el proyecto, sobre todo el de naturaleza administrativa, partió de la base que en Chile existía ya una conciencia nacional, sólida y mayoritaria, coincidente en realizar los cambios referidos y otros análogos. Esa conciencia, por consiguiente, iba a exteriorizarse en las elecciones populares y erigirse en la base de sustentación, constante, creciente e indivisible, del gobierno democratacristiano por muchos años.

			Sin embargo, en una sociedad fragmentada en los tercios consolidados de la derecha, el centro y la izquierda, aquel programa suscitó grandes adhesiones y, a la vez, hondas oposiciones, sobre todo en relación con los intereses creados como la reforma agraria, la renovación urbana, el tributo patrimonial y la chilenización del cobre. Tampoco puede callarse que la participación política masiva amenazaba a los últimos bastiones de los partidos políticos tradicionales. Asimismo, la apertura hacia Cuba y la Unión Soviética, con su bloque de democracias populares, no dejaba de suscitar recelos. En fin, la sindicalización campesina, la promoción popular y otros cambios no bien definidos ni implementados concitaron dudas y, más tarde, el rechazo resuelto de la oposición al proyecto mencionado.

			Pero la pugna más fuerte se vivió en el ámbito socioeconómico, especialmente en el sector de los propietarios de grandes extensiones agrícolas. Para esos terratenientes y, después también para los dueños de predios de mediana extensión, la reforma agraria fue considerada como un grave e imperdonable error de la Democracia Cristiana. Se la criticó porque era una reforma política y no técnica, ejecutada siguiendo esquemas colectivistas de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), de manera que la ley respectiva no iba a aumentar la productividad agrícola, ni elevar el nivel de vida de la población rural, como tampoco culminaría produciendo una nueva organización participativa en el agro. Solo traspasaría —se afirmó— el poder político de los partidos tradicionales a la izquierda, de manera que la propia Democracia Cristiana terminaría derrotada. 

			Ocurrió lo que Alejandro Foxley Rioseco llamó el remate de posturas ideológicas21. En los últimos años del gobierno de Frei, en efecto, la Revolución en Libertad perdió ímpetu y dirección. Hubo aumento de la inflación; la reforma agraria no dio los frutos que de ella se esperaron; tampoco los redituó la promoción popular; las huelgas asolaron el aparato productivo y surgió el terrorismo en nuestro país. El punto que parece irrebatible es que no se logró cumplir cabalmente el cúmulo de los objetivos que la Democracia Cristiana y el presidente Frei Montalva se habían propuesto. El malestar llegó a las Fuerzas Armadas, presenciándose una insurrección castrense, conocida como el Tacnazo en octubre de 1969, motivada por reivindicaciones de equipamiento, adiestramiento y remuneraciones. La chilenización del cobre, por otro lado, quedó lejos de lo esperado, debiendo entrarse en nuevas negociaciones con los consorcios extranjeros para arribar a resultados más satisfactorios para nuestro país.

			Como la derecha no tenía una propuesta ideológica atractiva y sus partidarios carecían de proyectos coherentes y distintos a los de sus adversarios, la lucha se dio entre la Democracia Cristiana, representativa del centro, y la izquierda, aglutinada alrededor de los partidos Comunista y Socialista, de concepción marxista e, incluso, de compromiso leninista. En ese panorama de tensión crispante, el radicalismo se alió con la izquierda, tiñendo su doctrina social demócrata con tintas marxistas.

			Pero el dilema del Partido Demócrata Cristiano, único gobernante, iba a ser más complejo.

			Efectivamente, al interior de ese partido se formalizaron tres tendencias, casi simétricas al curso de los acontecimientos de la vida nacional. De esas corrientes concluyó imponiéndose el sector que planteó profundizar la Revolución en Libertad, realizando más rápida y drásticamente los proyectos de Frei Montalva, a través de su candidato Radomiro Tomic Romero. Frente a ello, la izquierda reaccionó elevando su oferta, proponiendo un programa concentrado en cuarenta medidas, mezcla de populismo y demagogia, venciendo, en el esquema de los tercios aludidos, por reducido margen a Jorge Alessandri y Radomiro Tomic a través de su candidato, Salvador Allende Gossens.

			Situada la contienda electoral en ese terreno de posturas ideológicas, fue derrotado el candidato que a lo largo de un año de campaña procuró demostrar su independencia de cara al gobierno de Frei Montalva, pero que, en las últimas semanas de ella, planteó la continuidad con la obra del Presidente en funciones. La obra de este último, cualquiera sea el juicio sobre algunas de sus medidas específicas, apreciada en conjunto, significó un indiscutible progreso en el bien común de Chile.

			17. Mil días de la Unidad Popular. El gobierno de esta coalición de izquierda se extendió desde el 4 de noviembre de 1970 al 11 de septiembre de 1973. Difícilmente ese lapso tiene parangón en nuestra historia republicana en punto a la vehemencia de las ideas, los antagonismos generados y fomentados, la intransigencia, el sentido revolucionario de los acontecimientos y otros fenómenos que lo singularizan por ser los años más dramáticos de la vida chilena en el siglo XX y, probablemente, peores aún que los vividos desde enero a septiembre de 1891.

			En aquellos mil días, el embrujo aún subsistente de la Revolución cubana influyó en forma determinante. La imagen de ese proceso, solo en un principio legítimo, con su reafirmación de los ideales democráticos y de justicia social, condicionó sobre todo al Partido Socialista, que era la colectividad del Presidente. Lo impulsó, puede decirse, a implantar en Chile, incluso por vía fáctica, lo que se había vivido, y después padecido, en Cuba desde 1959.

			En relación con lo recién señalado, cabe recordar que, en 1965, durante el Congreso de Chillán, el Partido Socialista se declaró leninista, propugnando la violencia como medio de acción política y, por lo mismo, desestimando la vía democrática si era necesario. En enero de 1971, poco después de asumir el poder el nuevo gobierno, en el XXI Congreso General Ordinario, celebrado esta vez en La Serena, los socialistas reafirmaron la posibilidad de acudir a la fórmula directa para llegar a la materialización de sus postulados revolucionarios. Esos compromisos con las tesis insurreccionales se tornaron después insuperables para el presidente Allende y quienes creían en una transición pacífica al socialismo.

			Chile debió hacer frente, entonces, al programa de cambios políticos, sociales y económicos más radicales de su historia y, casi con certeza, al programa más revolucionario, de índole colectivista, que en el mundo democrático se había, hasta la fecha, planteado para ser realizado por medios legales. Fue un intento de revolución que también se trató de llevar a cabo por el Derecho o siguiendo la vía pacífica. Pero es obvio que el Derecho no permitía —ni ahora tampoco— realizar cambios tan drásticos, masivos y rápidos, es decir, una revolución propiamente tal a través de fórmulas racionales y pacíficas, con respeto a la dignidad de la persona humana y a todos los derechos esenciales.

			Dentro de un estilo y discurso que mezclaba eufemismos con postulados ideológicos, nuestro país entró en un proceso de ensayo y aventura, sin más aliados en el hemisferio que la dictadura cubana y algún tibio apoyo de efímeros gobiernos de izquierda de Europa central. Ni siquiera la Unión Soviética asumió un compromiso con el ensayo chileno, siendo menesterosa su ayuda económica, obsoleto su apoyo técnico y protocolar el estímulo político. Peor aún, la injerencia de los servicios secretos norteamericanos llegó a niveles sin precedentes, como quedó demostrado, en el informe del senador Church, en 1974, y confirmado, en septiembre de 2000, con documentos que el gobierno de Estados Unidos hizo públicos. En un contexto nacional e internacional mayoritariamente contrario a la Unidad Popular resultaba incomprensible por qué el presidente Allende continuaba sumiendo a Chile en una situación que ya resultaba desastrosa22.

			Parte del atractivo del programa de la Unidad Popular se hallaba en la promesa de realizar cambios drásticos, pero sin violencia. Paradójicamente, en ese programa nada se dijo de las reformas constitucionales, lo que es curioso y hasta absurdo en un país legalista y en el cual la Carta Fundamental, sobre todo, sirve de dique a la tabla rasa de los derechos adquiridos. Obviamente, ese silencio no era olvido ni ignorancia, sino que táctica o estrategia, como en esos años se decía, pues pronto se constató la existencia de los resquicios legales. Acudiendo a estos se buscaba interpretar la legislación capitalista para aplicarla según la mentalidad socialista. Era cuestión de manipular o instrumentalizar el derecho burgués, prescindiendo de los valores que le infunden sentido legítimo, para restringirse a su neutra envoltura formal. Amparado en precedentes exegéticos y exprimiendo al máximo las potestades del presidencialismo sería, en definitiva, factible avanzar así sobre el filo de la legalidad23.

			¿Fue y es ética, jurídica y democráticamente sostenible tal proceso interpretativo?

			Responder negativamente aquella pregunta, aunque fuera correcto, significaba recibir el anatema de reaccionario. Aún hoy se encuentran defensores de aquella actitud, inaceptable por la mala fe que la singularizaba, evidenciada en la instrumentalización del ordenamiento jurídico. Pero fue necesario el derrumbe del imperio soviético, en octubre-noviembre de 1989, dejando a la luz sus atrasos y miserias, para que muchos se percataran, y otros reconocieran, que lo intentado en Chile era un ensayo y que iba a traer grandes fracasos y prolongados sufrimientos.

			A pesar de todo, estimamos ecuánime admitir que el presidente Allende hizo esfuerzos por lograr el bien común del país. La nacionalización de la gran minería del cobre, por ejemplo, y el desarrollo de una política internacional más independiente frente a Estados Unidos son realizaciones suyas que merecen realce. Pero, en general, ya en esos años muchos suponían que el proyecto socialista era una aventura arriesgada, carente de bases en la sociedad chilena y condenada al fracaso. La correlación de fuerzas externas; el fomento de la lucha de clases; el desastre económico y la incapacidad para resolver los problemas que los revolucionarios desencadenaron en ciudades y campos; el carácter minoritario de la Unidad Popular, excluyente de la democracia como método para inducir e implementar los cambios; la resistencia armada que se desató ante las invasiones de tierras, las ocupaciones de industrias, las tomas de universidades y de empresas; el sobrepasamiento de las instituciones judiciales y policiales por el incumplimiento ordenado a las últimas con respecto a las sentencias de las primeras; esos y otros atropellos semejantes ilustran acerca del caos que fue entronizándose en el país en los nueve primeros meses de 1973.

			El transcurso de ese proceso, en el equívoco filo de la legalidad y de la legitimidad o, lo que es igual, en el borde de la ilegalidad e ilegitimidad, terminó en esta última alternativa y en el más dramático y doloroso desastre institucional de nuestra historia24.

			18. Panorama del período 1964-1973. En estos años se plantearon, promovieron y ejecutaron cambios sociales, políticos y económicos vertiginosos, profundos, de orientación comunitaria, socialista o comunista.

			En el área económica se apreció el aumento del aparato y del intervencionismo estatal, la creciente participación popular a través de nuevos grupos intermedios organizados, el auge de la planificación por órganos públicos y un mayor bienestar social, cambios todos que se iniciaron con el gobierno del presidente Frei Montalva.

			En el plano internacional, Chile siguió una política más independiente frente a Estados Unidos y de mayor cercanía a la Unión Soviética, al bloque de los Países No Alineados y a Cuba. Con optimismo exagerado, se pensaba que las potencias mundiales, en aguda tensión por la Guerra Fría, iban a respetar la dignidad, derechos e independencia de los países, como Chile, emergentes al desarrollo.

			Se afirmó la posibilidad de un cambio radical a través del Derecho. Invariablemente, se sostenía que el sistema jurídico permitía tales cambios. La literatura en el tópico era obscura, ideologizada y con recetas impracticables en democracia. Pero aquel impulso libresco, y anunciado desde la cátedra o la tribuna más que a partir de la realidad, no podía prosperar. Hoy se entiende mejor que con el Derecho es imposible llevar a cabo una revolución, ya que él ordena o canaliza los cambios, los regula, consolida situaciones, pero no en la forma caótica y violenta, con quiebre o ruptura, como se hace en un proceso insurreccional.

			No calla el autor su opinión en el sentido que el Derecho es, sin que decirlo tenga sentido crítico o peyorativo, estabilizador o conservador, porque la certeza jurídica es parte esencial de él, uno de sus valores definitorios, de sus objetivos legitimantes. Por eso, la reforma, aun siendo vasta y profunda, se conjuga con el Derecho, precisamente porque se lleva a cabo respetándolo, incluso para inducir e implementar modificaciones más hondas y de mayor extensión de las propugnadas mediante métodos revolucionarios25.

			En cuarto lugar, debe aludirse a la frustración que, desde todos los ángulos, fue demostrándose con el paso de los años por la irrealización de tantas promesas efectuadas a la población indigente y a la clase media. Aunque es justo reconocer el adelanto ostensible que logró la Democracia Cristiana en la modernización del país y en una mayor justicia social, tampoco puede ser desconocido que dejó insatisfecha a la ciudadanía identificada con la izquierda. Esta se esforzó por aparecer como vanguardia, mejor desde el punto de vista de ser la verdadera alternativa para cumplir, de una vez por todas, las demandas populares o que, se suponía, eran del pueblo. Cayó así la Democracia Cristiana, al menos en una fracción importante, en la lucha de posturas ideológicas a que la arrastró la izquierda, con objetivos y métodos predominantemente marxistas. El electorado volvió a dividirse en tercios, circunstancia que permitió al presidente Allende, después de tres intentos fallidos, vencer en la elección presidencial de 1970.

			No imperó en esos años la ética de la responsabilidad, siguiendo la terminología de Max Weber, sino que una mal entendida ética de la convicción, sin medir sus consecuencias26. Como sucede, casi sin excepción, en tal tipo de situaciones, muchos de quienes alentaron la irresponsabilidad cayeron víctimas de la reacción violenta que desataron; otros, empero, eludieron los efectos del golpe militar, mientras la mayoría de los ciudadanos que estuvo con la intervención castrense contemplaba, en impuesto silencio, la implantación de la cirugía mayor que se había demandado.

			19. Derrumbe de la democracia y gobierno militar. Hacia fines de 1971, muy pocos creían que en Chile era posible, menos probable, un golpe militar. Así se pensaba, olvidando la intervención o injerencia de los uniformados en nuestra historia política, incluso en la década de 1960. Esa confianza en el profesionalismo y no deliberación de las instituciones armadas se reflejó, por ejemplo, en que el presidente Allende ocupó cuatro ministerios con altos mandos de esas instituciones, incluidos los tres comandantes en jefe y el general director de Carabineros.

			En un Estado políticamente bien organizado y asentado, en que impera, al tenor de lo ya aseverado, la ética de la responsabilidad sobre la homónima de la convicción no ocurre esto, al menos en tiempos de normalidad institucional. Las razones para sostenerlo son varias, debiendo mencionar, desde luego, que en esa clase de Estado el liderazgo político evita o resuelve las situaciones de crisis del sistema, no sobrecargándolo de tensiones y conflictos que será incapaz de superar. Pero, además, en aquel Estado, sus capas directivas comprueban que es peligroso, a la vez que incentivante de la intervención militar, nombrar en posiciones políticas decisivas a los uniformados. Así terminó ocurriendo en Chile, al cabo de tres años dramáticos.

			Ante las dificultades y la creciente oposición que enfrentaba, la Unidad Popular comenzó a plantearse autocríticas. Estas resultaron frustradas porque, según sus dirigentes, la derecha y la Democracia Cristiana se habían aliado y le impedían cumplir el programa, con paros nacionales, rechazo de sus iniciativas legales o aprobación de reformas constitucionales que obturaban los resquicios jurídicos. Parece más exacto y sensato, sin embargo, reconocer que no hay título democrático que legitime exigir la rendición de los opositores por vías políticas, menos todavía cuando estos son mayoría. Al fin de cuentas, para la Unidad Popular la única forma de cumplir su programa era a través de una revolución de facto, la cual nunca tampoco fue posible, dado el espíritu democrático y jurídico mayoritario de la clase política y el profesionalismo de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.

			Un testimonio del proceso crítico que se vivía consta de la declaración siguiente, emitida el 26 de mayo de 1973 por el máximo tribunal de justicia:

			Esta Corte debe representar a V.E., por enésima vez, la actitud ilegal de la autoridad administrativa en la ilícita intromisión en asuntos judiciales, así como en la obstrucción de Carabineros en el cumplimiento de órdenes emanadas de un Juzgado del Crimen, que de acuerdo con la ley, deben ser ejecutadas por dicho cuerpo sin obstáculo alguno; todo lo cual significa una abierta pertinacia en rebelarse contra las resoluciones judiciales, despreciando la alteración que tales actitudes u omisiones producen en el orden jurídico, lo que —además— significa no ya una crisis del Estado de Derecho, como ya se le representó a S.E. en el oficio anterior, sino una perentoria o inminente quiebra de la juridicidad del país.

			¿Cómo, entonces, hallar racionalidad democrática en un programa y estrategia cuyos promotores eran ostensiblemente minoritarios? ¿Con qué base podía legitimarse un programa para cuya implementación se reclamaba obsecuencia, aceptación o hasta apoyo de la mayoría, pese a que era adversaria de los cambios revolucionarios propugnados? ¿Subsistía, razonablemente evaluada, la factibilidad de transitar al socialismo respetando la democracia y la Constitución?

			Esa paradoja, carente de lógica tanto política como jurídicamente concebida, terminó en la vía cruenta de los enfrentamientos en calles y campos. Los hechos arrollaron al Derecho; la ley iba a callar ante las armas, como observó Hobbes. Más aún, tiene que recordarse cuán débiles fueron los esfuerzos del Gobierno por mantener el torbellino dentro de los cauces políticos, para encontrarle una salida pacífica. El diálogo del presidente Allende con el presidente del Partido Demócrata Cristiano, Patricio Aylwin Azócar, estimulado por el cardenal Raúl Silva Henríquez, fracasó en las dos oportunidades en que se intentó practicarlo, poco antes del derrumbe de la democracia. En esa perspectiva cobra importancia el acuerdo adoptado por la Cámara de Diputados el 23 de agosto de 1973, transmitido al Presidente de la República.

			Literalmente, en los considerandos 5° y 6° de aquel documento consta que la Cámara, ejerciendo su facultad fiscalizadora, en sesión celebrada el 23 de agosto de 1973, acordó dirigirse al Jefe de Estado teniendo presente:

			Que es un hecho que el actual Gobierno de la República, desde sus inicios, se ha ido empeñando en conquistar al Poder total, con el evidente propósito de denostar a todas las personas en el más estricto control económico y político por parte del Estado y lograr de ese modo la instauración de un sistema totalitario, absolutamente opuesto al sistema democrático representativo que la Constitución establece.

			Que, para lograr ese fin, el Gobierno no ha incurrido en violaciones aisladas de la Constitución y de la ley, sino que ha hecho de ellas un sistema permanente de conducta, llegando a los extremos de desconocer y atropellar sistemáticamente las atribuciones de los demás Poderes del Estado, violando habitualmente las garantías que la Constitución asegura a todos los habitantes de la República (…).

			En su respuesta a ese acuerdo, el presidente Allende, el 24 de agosto de 1973, lo calificó de “acuerdo político destinado a desprestigiar al país en el extranjero y crear confusión interna. Facilitará con ello la intención sediciosa de determinados sectores (…). El inmérito acuerdo no tiene validez jurídica (…). Los diputados han exhortado formalmente a las Fuerzas Armadas y Carabineros a que adopten una posición deliberante (…)”.

			Fluye de los textos reproducidos el clima de tensión imperante en el seno de las instituciones del Estado. La verdad es que, hacia septiembre de 1973, la mayoría de los políticos se había revelado, una vez más, incapaz de resolver los conflictos generados por ellos y, en consecuencia, de gobernar. No buscaba ni hallaba esa mayoría las fórmulas con las cuales lograr un desenlace pacífico a los problemas que había creado o agravado. Postergando o eludiendo las soluciones de consenso, que eran la salida única a una situación ya inmanejable, los grupos y población involucrados fueron desahuciando la vía jurídica.

			En ese ambiente, con la sociedad polarizada, padeciendo graves penurias económicas, escasez y desabastecimiento de bienes esenciales de consumo, asonadas de grupos paramilitares en campos y ciudades, con violencia y paralización generalizada, la intervención militar no fue casual, ni tampoco el resultado de la acción de un pequeño núcleo de uniformados. Estas denominaciones, antagónicas a la insurrección castrense, incentivada por muchos civiles, buscan negar la legitimidad, al menos de origen, de ese proceso de quiebre de la continuidad institucional.

			20. Reconciliación pendiente. El pronunciamiento, llamado así por los partidarios del quiebre, o el golpe militar, en la calificación de sus contrarios, fue la consecuencia del ambiente de frustración y angustia que afligía a la ciudadanía, de colapso del régimen institucional, de ingobernabilidad que se padecía. Todo ello y más condujo al alzamiento armado. Esto, por cierto, en ningún caso justifica la violación impune, masiva y reiterada, de ciertos derechos humanos que se produjo, especialmente desde 1973 a 1978, con el gobierno militar. Obra primero de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) y de la Central Nacional de Informaciones (CNI) después, la policía secreta de ese régimen llegó a convertirse en una pesadilla intolerable por las crueldades que cometía. Sin embargo, tampoco es razonable, sobre la base de tales atropellos, desconocer la importante obra política y socioeconómica que Chile logró bajo el mando castrense.

			Falta penetrar, fríamente con literatura seria y rigurosa, en la evaluación de los casi diecisiete años del régimen militar, admitiendo las contradicciones que emergen de la inevitabilidad de lo que no era un mero cuartelazo; del quebrantamiento injustificable de la dignidad y los derechos humanos; del éxito fundacional que tuvo en la organización política y socioeconómica, para terminar reconociendo la actitud noble de entregar el poder cuando los militares prometieron hacerlo, tras comprobar que la ciudadanía derrotó en plebiscito la prosecución del régimen castrense.

			Hasta la fecha, sigue advirtiéndose la ausencia de esta tarea. Con probabilidad, ello es consecuencia del incumplimiento del requisito que permitiría enfrentar el esfuerzo con éxito. Trátase de reconocer, de buena fe y por todos, que en el proceso que culminó en 1973 y en el que se desarrolló después, tienen responsabilidad y no pueden eludirla los ciudadanos, instituciones y grupos de Chile, sin excepción, y los extranjeros que se mezclaron en ellos. De todos, por ende, debe ser el esfuerzo por superar las causas de la discordia y lograr la reconciliación27.

			No hemos llegado a consolidar ese ambiente de paz en el orden que posibilite la realización de la justicia, pero impartida sin rencor ni venganza, haciendo real el perdón. Por lo mismo, si desde muchos ángulos la transición está concluida hace varios años, no es así cuando el análisis se detiene en la reconciliación de los espíritus y en la prosecución de procesos judiciales en Chile y el extranjero. En esa perspectiva, honesto es reconocer que no se llega todavía al término de la transición. Por el contrario, se revelan hechos, adoptan decisiones y despliegan presiones que nos alejan de la actitud anhelada. Además, la historia va siendo reinterpretada, dejando a la vista la fragilidad de nuestros consensos básicos, o la falta de ellos, tanto como la incapacidad de reencuentro en el valor espiritual de una nación28.

			Situada en ese contexto, difícilmente la Constitución puede producir los beneficios que de ella se esperan. Incluso, la Carta Fundamental hoy vigente, con las sesenta enmiendas que le han sido introducidas, no obstante ser la de agosto de 2005 sustantivamente relevante, puede resultar insuficiente para estos efectos. Volveremos sobre el problema en las páginas siguientes.

			21. Antes del fin. El juicio con que finaliza el número anterior fue escrito en diciembre de 2001. Al revisarlo con motivo de preparar esta cuarta edición concluí que debo mantenerlo, sin menoscabo de formular puntualizaciones, correspondientes a los acontecimientos ocurridos desde aquella fecha.

			Situado en tal perspectiva, menester se torna admitir que los procesos por violación de los derechos humanos en el régimen militar no han llegado a término legítimo. Antes y, por el contrario, la jurisprudencia ha desconocido valor al decreto ley de amnistía y a la prescripción de la responsabilidad penal para, en su lugar, sostener la tesis del secuestro permanente de los detenidos desaparecidos, cuyo destino o paradero no se haya esclarecido29. A esa serie de causas ha comenzado a agregársele otro cúmulo de denuncias y querellas deducidas con base en el Informe de la Comisión sobre la Tortura, dado a conocer el 28 de noviembre de 2004. Secuela de él fue la Ley N° 19.992, concerniente a la reparación del daño sufrido por las víctimas de tan repudiables conductas delictivas. El panorama resumido implicó otras derivaciones importantes, una de las cuales fue la demora para la incorporación de Chile al tratado que estableció la Corte Penal Internacional, solucionada unos años atrás30.

			En análogo orden de ideas, realzable ha sido la conducta de subordinación a la autoridad civil evidenciada por las instituciones de la defensa nacional, v. gr., a propósito del Informe antes mencionado. En análogo tema, fuerza es destacar también la entereza de esas instituciones ante otros acontecimientos denotativos de maniobras presuntamente ilícitas, como las revelaciones, relativas al manejo de fondos fiscales reservados por el general Augusto Pinochet, para efectuar depósitos bancarios en entidades extranjeras.

			En los últimos años ha emergido una serie de patologías políticas31, de nocivas consecuencias para la estabilidad y desarrollo de nuestra democracia. Me refiero al crecimiento de la corrupción y el tráfico de influencias; a la práctica en la política de contribuciones ilegales, a la utilización de servicios y recursos públicos en campañas electorales; a la inversión descuidada de fondos fiscales en obras y prestaciones estatales con pérdidas cuantiosas. Se han realizado, por ejemplo en 200332, esfuerzos para rectificar el curso de los acontecimientos o precaver su recurrencia, pero el balance no ha sido siempre alentador. Hoy vivimos, nuevamente, un clima de recriminaciones y promesas de corrección, inspiradas en la valiosa serie de principios asentados en el nuevo artículo 8° de la Constitución y su normativa complementaria33.

			Renovamos la esperanza en que se avance hacia la concreción práctica de tales aspiraciones, conscientes de que el descrédito de una política, mal entendida y peor vivida, no puede seguir creciendo sin menoscabo de las instituciones democráticas34.

			En fin, cabe destacar la aprobación de la decimoséptima reforma hecha a la Carta Fundamental, cuya tramitación exitosa quedó formalizada en agosto de 2005. Esta reforma es la más vasta y profunda hecha al Código Político de 1980 y representa, sin duda, un hito en los anales constitucionales de Chile porque, después de dieciséis años, fue posible llegar al acuerdo que democratiza, plenamente, aquel texto fundamental, modernizándolo en otros aspectos. La justicia constitucional, especialmente, surge con rasgos de defensora suprema del thelos del Código Político, coadyuvando al objetivo de infundirle vitalidad por la defensa de la dignidad de la persona humana y del ejercicio de los derechos y deberes esenciales que fluyen de ese valor fundamental.

			22. Continuidad y cambio en nuestra democracia constitucional. El resultado de la elección municipal de octubre de 2012 fue un presagio de la derrota apabullante que tuvo la alianza gobernante en los comicios parlamentarios de noviembre de 2013 y presidenciales de noviembre y diciembre del mismo año.

			Consiguientemente, el presidente Sebastián Piñera y su coalición de centroderecha quedaron lejos de continuar, en un segundo período, el proceso de continuidad con cambios, moderados por cierto, en nuestro modelo de relaciones del Estado con la sociedad civil y el desarrollo humano. Reconocemos que Chile ha cambiado, y mucho, en el último cuarto de siglo. De ello, sin embargo, no se desprende que todas las trasformaciones sean igualmente requeridas y tampoco que carezcan de debate con voluntad de forjar acuerdos para una reforma de envergadura.

			Pueden ser ensayadas diversas interpretaciones para explicar la ostensible defección de la ciudadanía hacia aquel gobierno. Brevemente, mencionamos la oposición, diestra y constante, con que la Concertación y, más tarde, su sucesora, la Nueva Mayoría, asediaron a tal gobierno desde el primer día hasta el último de su gestión, creando una imagen impopular del mismo, abultando sus errores o desmereciendo las iniciativas exitosas que llevó a cabo. Conjuntamente con lo anterior, no puede ser silenciado el cúmulo de decisiones equivocadas del gobierno señalado, algunas inductivas a confusión y división de los partidos que lo sostenían, mientras que otras catalizadoras de la rivalidad incesante que encontraba en la oposición. Nada puede aclarar mejor la victoria de la Nueva Mayoría, sin embargo, que la utilización sagaz de la fuerza desplegada en ciudades, carreteras y campos por la movilización de grupos de interés o de presión, organizados a través de redes sociales. Especialmente en 2011 fue percibida la planificación esmerada de la rebeldía estudiantil, apoyada por profesores, seguida por deudores de toda índole, reivindicaciones salariales, demandas ecológicas, en fin, una multitud de exigencias, presentadas de facto, que culminaron siempre en desmanes como saqueos y vandalismo. Repetidamente fue aseverado que la democracia representativa estaba superada. Se forjó en una mentalidad que, revestida de una apariencia pacífica, propugnaba el cambio radical del sistema vigente, descalificado por ser neoliberal, tributario de los grandes conglomerados empresariales carente de sensibilidad social y corrupto, prueba de la cual eran las estafas y otros abusos cometidos en perjuicio de masas de endeudados en créditos de consumo, prestaciones de salud, préstamos contraídos para cursar carreras en la enseñanza superior o servir compromisos hipotecarios. El régimen, en suma, era exhibido como injusto por la concentración de la riqueza, el dispendio en que incurría el quintil de mayores ingresos, la marginalidad padecida por miles y miles de familias, la segregación educacional en colegios o liceos en el acceso a las universidades, a la par que la mayoría se encontraba postergada por la pésima formación recibida en las escuelas municipales.

			En campaña infatigable, la oposición aliada a la llamada democracia de las calles terminó imponiendo su discurso derogatorio de la legitimidad del régimen imperante y el imperativo de reemplazarlo. La tarea consistía en emprender el proceso con la reforma tributaria, la sustitución del sistema educacional en todos los niveles y, último, pero más relevante, sustituir la Constitución, denostada por ilegítima en su origen y contenido a pesar de las treinta y cuatro enmiendas efectuadas a su texto en esa fecha.

			El triunfo en las elecciones ya mencionadas, particularmente las efectuadas en 2013, se ha erigido en razón más que suficiente para despreciar los consensos y, en su lugar, afirmar que resulta indispensable avanzar, con o sin acuerdo de la ahora oposición minoritaria, hacia la concreción de tal agenda35.

			El enigma, la incógnita, el misterio, la confusión o la indecisión dominan, hasta hoy, el tema de la nueva Carta Fundamental. No fueron explícitas ni suficientes las líneas, demasiado generales, trazadas antes de dichos comicios; tampoco han sido más concretas las formulaciones hechas en torno de tres ejes amplísimos, es decir, que el reemplazo o sustitución del Código Político vigente se hará de modo participativo, institucional y democrático. Ya había transcurrido el tiempo suficiente para que el nuevo gobierno aclarara tantas indefiniciones, consciente que perjudicaban al bien común del país en todos los ámbitos y no solo en la caída que se advertía en la inversión privada, nacional y extranjera, en el aumento de la cesantía o en la desaceleración del crecimiento económico36.

			Probablemente el secretismo aludido obedecía a una estrategia diseñada para preparar el clima favorable a la implantación del nuevo Código Político. Eso explicaría el anuncio presidencial de postergar las puntualizaciones hasta concluir un debate que se iniciaría en el segundo semestre de 2015. No hubo avance allí y se proclamó después que las deliberaciones tendrían lugar en los meses siguientes. Suscitaba dudas la transparencia de tal estrategia, puesto que diversos parlamentarios y ministros del gobierno de la presidenta Michelle Bachelet se habían pronunciado en favor de una asamblea constituyente, a pesar del obstáculo presente en el artículo 127° de la Constitución en vigor. Es decir, imposibilitada la Nueva Mayoría de reunir dos tercios de los votos en cada rama del Congreso Nacional, anunció que se iría a la catalización del clima de opinión pública, al punto que se tornaría insostenible obstruir una pretendida avalancha ciudadana.

			Ciertamente, esa no era la vía institucional, democrática y participativa proclamada por la Presidencia de la República, pero ella se tornaba coherente con el regreso a la antigua y peligrosa fórmula, sufrida en la Unidad Popular, de avanzar sin transar. En realidad, en la tesis resumida militaban quienes excluían todo acuerdo, entendimiento o pacto con la oposición minoritaria, despreciado por ser, a su juicio, signo de compromiso o transacción que rechazaban atendido el propósito referido.

			En resumen, Chile se hallaba de frente a una encrucijada hasta entonces pacífica, pero de desenlace desconocido por el secretismo que hemos denunciado, paralelo a la pauta o método entonces indefinido, que se aplicaría para implantar la nueva Carta Fundamental. Consiguientemente, se avizoraba finalizada la época de transición vivida desde la recuperación de la democracia, en marzo de 1990, para retornar a un tiempo de alteraciones estructurales. Categóricamente pensamos que en el país existía ánimo para la insurrección y ruptura de la democracia constitucional que, con tanto sacrificio, hubiéramos ido pacientemente reconstruyendo y modernizando en casi un cuarto de siglo. Provocaba estupefacción constatar la intensidad con que se declara fracasada la transición hecha durante los cuatro gobiernos de la Concertación por la Democracia37, y la ineludible necesidad de emprender la instauración, desde cero o algo así, de un régimen político distinto.

			¿Era nueva tal actitud? ¿O tenía antecedentes que se habían concretado en los últimos tres o cuatro años precedentes? Nuestra respuesta se inclinaba por la segunda de tales alternativas. La revisión de la doctrina publicada en 2012, 2013 y 2014 lo confirma. Por lo demás, esa literatura coincide con las manifestaciones de calle a que ya aludimos. Consecuentemente, existían evidencias de campañas orientadas a configurar, con intencionalidad evidente, un ambiente proclive a la inminencia de la ingobernabilidad y síntomas de terror por la incertidumbre que vendría. No era esa nuestra evaluación del presente ni del futuro inmediato. Más bien, con tal campaña pensamos que se buscaba crear poder de apoyo a la sumisión de quienes se oponían a los cambios constitucionales, por desconocer cuáles eran y de qué modo serían implementados, o propugnar que, en todo evento, fueran acordados sin reemplazar la Carta Fundamental ni hacerlo con una asamblea constituyente.

			Inconveniente era, por último, razonar con base en un programa de gobierno esquemático. ¿Por qué? Pues, más allá de sus contenidos y procedimientos más precisos entonces desconocidos, fuerza es recordar que ese programa representaba la ruta de la primera minoría en las elecciones presidenciales del 2013. La grave torpeza de haber reformado la Constitución para establecer el voto voluntario tuvo, entre otras secuelas, que más del 50% de la ciudadanía habilitada para votar no lo hiciera en esos comicios. Es dudoso, entonces, afirmar que la primera minoría obtuvo así un mandato democrático categórico para emprender, en numerosos aspectos, la refundación de nuestra República38.

			Reiteramos que la vía era el debate amplio, exhaustivo y de buena fe, todos convencidos que Chile había cambiado y que la Constitución no podía ser ajena a esos cambios, tesis distinta a propugnar su reemplazo total vía una aventurada asamblea constituyente.

			En realidad, con ánimo de socializar el imperativo de implantar una Constitución nueva, preparando la adhesión ciudadana, se impulsaron cabildos para debatir, en términos generales, los beneficios de esa idea. Durante un año se realizaron tales reuniones en regiones y comunas del territorio nacional. Sin embargo, al parecer no tuvieron en el gobierno la penetración suficiente y, menos todavía, en la ciudadanía. Se calcula en algo más de doscientos mil los participantes y un somero análisis de los informes evacuados por los organizadores demuestra que los debates se limitan a asuntos demasiado amplios, a veces ajenos al tema constitucional. Probablemente por tales insuficiencias, la presidenta Bachelet, días antes de finalizar su mandato, envió al Congreso Nacional un proyecto de reforma integral de la Carta Política, en medida considerable reiterativo de la Constitución en vigor, y efectuando en el mensaje breves alusiones al trabajo de los cabildos señalados.






			CAPÍTULO  II

			FISONOMÍA DE LA CONSTITUCIÓN DE 1925

			Al exponer algunos rasgos de la trayectoria política y social de Chile en el siglo XX se ha pretendido comprender y juzgar los acontecimientos, extrayendo las lecciones pertinentes. El mismo propósito lleva a detenerse en la Constitución de 1925, porque ella abrió un período de esperanza nacional, pero que finalizó en el derrumbe de la democracia en 1973. La Carta Fundamental que rige hoy arranca, por lo tanto, de esa serie de sucesos que se precipitaron en los años anteriores a la intervención militar y cuya repetición con ella se quiso precaver. En esa Carta Fundamental se halla, además, parte relevante de nuestra trayectoria institucional, recogida en el Código Político de 1980 y en sus sesenta reformas. Difícilmente podrá prescindirse de toda esa impronta en el debate del actual Código Político, aunque se sostenga que iba a reemplazarlo, es decir, que sustituiría por entero al implantado noventa y seis años atrás.

			23. Génesis. El 27 de enero de 1925, como ya fue mencionado, se formó la tercera Junta de Gobierno, presidida por Emilio Bello Codecido. Una de sus primeras medidas fue comunicarse con el presidente Arturo Alessandri Palma para que volviera al país y adoptara las medidas encaminadas a redactar, aprobar y poner en vigencia la reforma de la Constitución de 1833. El anhelo de restaurar el imperio del Derecho en la vida nacional explica esa determinación.

			Pues bien, habiendo regresado a Chile el 4 de abril de ese año, Alessandri convocó a una comisión consultiva de ciudadanos. Los eligió él mismo, todos varones, notables por su responsabilidad o experiencia pública. Tuvo el buen criterio de escoger a profesionales y políticos provenientes de los más diversos partidos y de núcleos independientes. Les pidió estudiar y definir cómo hacer la reforma y qué contenido darle.

			Reunida la comisión consultiva, empero, hubo desde el comienzo dos tendencias. Ellas se reflejan, ostensiblemente, en las Actas Oficiales de las sesiones que celebró ese órgano y en las dos subcomisiones que participaron, entre abril y agosto de 1925, en la gestación del nuevo Código Político39.

			En efecto, una tendencia sostuvo que la reforma debía ser efectuada según los mecanismos previstos en la Constitución de 1833. Ese método era complejo, sin embargo, por requerir de un alto quórum y la ratificación de las reformas en un segundo Congreso. A esa rigidez se agregó que el Parlamento se hallaba disuelto y, peor todavía, desprestigiado, tanto como los partidos políticos.

			La otra tendencia afirmó, por el contrario, que la reforma debía ser hecha de acuerdo a un mecanismo especialmente establecido por el Presidente, esto es, a través de decretos leyes, ya que no existía Congreso en funciones, puesto que había sido disuelto por la primera Junta de las Fuerzas Armadas en septiembre de 1924. Además, ese procedimiento ad hoc resultaba más rápido y, en consecuencia, mejor para restablecer pronto el imperio del Derecho y la normalidad de la convivencia democrática del país.

			Ambas posiciones reflejaban, como es claro, divergencias profundas sobre el sentido de los sucesos que remataron en los golpes militares de 1924-1925. Por eso, frente al largo y estéril debate en que se sumió la comisión consultiva, uno de sus miembros, Agustín Edwards Mac-Clure, propuso que dicha comisión fuera dividida en dos subcomisiones, una de fondo y la otra de forma. La subcomisión de fondo iba a estudiar y a elaborar el texto de la reforma constitucional propiamente tal; y la subcomisión de forma examinaría el mecanismo o procedimiento para aprobar la reforma y someterla a la ciudadanía.

			En la segunda subcomisión, efectivamente, se alcanzó a debatir, en términos preliminares, la posibilidad de formar una asamblea constituyente, o bien llamar a la ciudadanía a pronunciarse sobre las reformas en un plebiscito o referendo. Esta última fue la idea que decidió materializar el Presidente, desestimando la asamblea constituyente por el disenso que advirtió acerca de su integración y la dificultad que implicaba concretar el debate.

			La subcomisión de fondo se reunió en treinta y tres oportunidades y en ellas resultó decisiva la participación de Alessandri y de su ministro de Justicia, José Maza Fernández. La subcomisión de forma, por el contrario, sesionó nada más que en tres ocasiones, en las cuales se renovó la discusión que se había llevado a cabo en la comisión consultiva respecto del método para realizar la reforma, sin llegar a ningún consenso. Ante tan penosa evidencia, Alessandri no la disolvió, pero tampoco volvió a convocarla.

			El Presidente quedó, en resumen, con un proyecto de reforma en sus manos, en gran medida preparado por él y su ministro de Justicia. Se encontró solo, además, para decidir el camino que iba a seguir con el propósito de aprobar la reforma y llevarla a la práctica.

			El propósito presidencial no tuvo curso fácil desde que, a fines de junio de 1925, Alessandri convocó a la segunda sesión de la comisión consultiva para discutir en pleno el texto de la reforma. Se encontró allí con un ambiente de confusión y espíritu de fronda, concluyendo que la mayoría era favorable a las contrarreformas. Frente a ello, Alessandri amenazó con renunciar. Concertadamente o no con el Primer Mandatario, lo cierto es que intervino un comisionado, el inspector general del Ejército, general Mariano Navarrete, quien señaló que las reformas se harían, incluso por la fuerza, porque representaban el cambio planteado por el pueblo, la juventud y las Fuerzas Armadas. Esta declaración de Navarrete llevó a aprobar las reformas, sobre tabla, podría decirse40.

			Quedó planteado así un problema de fondo de la realidad política chilena del siglo XX, cual fue la permanente y definitoria intervención, a veces arbitral, que los militares tuvieron en hitos decisivos de la vida nacional41.

			24. Aprobación. Mediante los decretos ley Nos 461 y 462 del 31 de julio de 1925, el presidente Alessandri convocó a plebiscito. Este, que técnicamente era un referendo porque el cuerpo electoral se pronunció sobre un texto, estaba destinado a que la ciudadanía aprobara o no las reformas. Se fijó la serie de características que iba a tener el sufragio y la fecha de la votación pertinente.

			La alternativa de convocar a una asamblea o convención constituyente, desestimada por el Jefe de Estado, como fue ya puntualizado, mereció explicaciones en una conferencia dictada en la Universidad de Chile. Allí, Alessandri sostuvo que restaba tiempo escaso (cuatro meses) para terminar su mandato, habiéndose comprometido a entregar la presidencia con el régimen constitucional restaurado. Además, Alessandri expuso que había constatado un serio disenso o desacuerdo entre los actores políticos, por lo que le era difícil lograr el consenso entre ellos en punto a la configuración y funcionamiento de la asamblea constituyente. Algunos de tales actores propugnaban una convención con gremios, sindicatos y otras fuerzas vivas de corte corporativo, en boga entonces, siguiendo el ejemplo español, italiano y portugués; otros, por el contrario, reclamaban una asamblea constituyente política, de tipo clásico, es decir, en estilo de la Revolución francesa, cuyos miembros fueran candidatos de partidos, elegidos mediante sufragio universal. Por las razones ya escritas, Alessandri resolvió implantar la reforma sobre la base del pronunciamiento ciudadano en un plebiscito42.

			El texto que fue sometido al procedimiento decisorio de la ciudadanía tuvo dos versiones preliminares. Una de esas versiones se denominó la Prueba Azul o primer borrador preparado por la Comisión de Fondo; la otra fue la Prueba Amarilla o segundo borrador, al cual se le hicieron pocos cambios, y de índole solo lingüística. Esta última versión es la que se llevó a la ratificación popular convocada por Alessandri.

			En dicho plebiscito, celebrado el 30 de agosto de 1925, se votó por una de las tres opciones siguientes: la cédula roja, en favor del proyecto de reforma propugnado por Alessandri; la cédula azul, en favor de lo planteado por la oposición, es decir, un sistema parlamentario, corrigiendo los errores que lo habían desviado a un asambleísmo criollo; y la cédula blanca o del rechazo, consistente en no apoyar ninguna de las dos alternativas anteriores, optando por mantener vigente la Constitución de 1833 en los términos anteriores al golpe militar del 11 de septiembre de 1924.

			Como se desprende del color con que fueron impresos los votos, el secreto de estos estuvo lejos de ser cabal. Pero en lo demás, la historia no registra objeciones sustantivas a la corrección procesal de aquel veredicto popular, pese a la velocidad con que fueron confeccionados los registros electorales, integradas las mesas receptoras de sufragios y calificado el proceso entero, carente de una magistratura electoral imparcial.

			El 30 de agosto de 1925 se realizó el plebiscito. En él tuvieron derecho a voto 296.259 ciudadanos, de los cuales votaron efectivamente 134.121. De esta última cifra, 127.483 lo hicieron por el proyecto de Alessandri; 5.448 votaron por el sistema parlamentario o de asamblea, y 1.490 sufragaron por el rechazo a las dos alternativas, planteando seguir con el texto intacto de la Constitución de 1833 y buscar, por otros medios, restablecer la normalidad constitucional43.

			El resultado, con alto grado de abstención, evidentemente no fue nítido en favor del texto presidencial. Por eso y al instante comenzaron las interpretaciones más encontradas. En definitiva, frente a tan precario desenlace, la oposición alegó que la cédula roja había sido depositada por la minoría, ya que votó menos de la mitad de los ciudadanos con derecho a hacerlo. Frente a esa alegación, Alessandri señaló que la cédula roja había vencido, pues debían ser considerados los ciudadanos que efectivamente habían votado, rechazando que la oposición tuviera título para adueñarse de la abstención. Además, aseveró Alessandri que los partidos políticos opositores había llamado a votar por la cédula blanca o por la azul, sin que ninguno lo hiciera en pro de la abstención. De allí que, concluyó, nadie tenía motivo legítimo para adjudicarse los votos no emitidos.

			Desde un vértice práctico, debe aclararse que la abstención se produjo, entre otras causas, porque fue la primera vez que en Chile se aplicó el sufragio universal. También se debió aquel fenómeno a que existía baja conciencia política en la población. Por último, cabe señalar que no hubo registros electorales confeccionados con anticipación, votándose, por tal motivo, sin constancia fehaciente de cuál era el cuerpo electoral definitivo, cuántos eran los ciudadanos con derecho a voto, qué órgano jurisdiccional iba a calificar el plebiscito, etc.44.

			Pese a todo, se declaró aprobada la reforma a la Constitución hecha por tal referendo y así consta en la fórmula promulgatoria respectiva, fechada el 18 de septiembre de 1925. La reforma comenzó a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial, al tenor de lo preceptuado en la décima disposición transitoria del mismo Código Político.

			25. ¿Reforma o nueva Constitución? Apreciada formalmente, la Constitución de 1925 se aproxima a una modificación de la Carta Fundamental de 1833, porque así lo aclaran su preámbulo y la décima disposición transitoria recién citada. Pero formal y sustancialmente no fue una enmienda o cambio parcial a la Carta Fundamental anterior, ya que el Código Político de 1925, material y procesalmente apreciado, en su contenido y gestación correspondió al de una nueva Constitución, diferente de la anterior en tópicos medulares.

			Para demostrar la aseveración precedente cabe observar, desde luego, que no se siguieron —para implantarla— los mecanismos de reforma que estableció la Constitución de 1833. En efecto, en las comisiones y subcomisiones, así como en el plebiscito de 1925, no actuó el poder constituyente instituido o derivado. En definitiva, fue el pueblo o poder constituyente originario el que aprobó la Carta Fundamental a través del referendo ya descrito.

			Por otra parte, sustancialmente o desde el ángulo material, también resulta que la reforma corresponde a una nueva Constitución. Así es, porque el Código Político de 1925 tiene una médula preceptiva distinta a la articulada en la Constitución de 1833, es decir, que en sus principios materiales o de fondo no calza con su antecesora. La Constitución de 1925 se sustenta, en efecto, en ciertos principios matrices, desconocidos en la Carta Fundamental que la precedió, o regulados de manera insuficiente en ella. Tales principios son resumidos a continuación.

			En primer lugar, debe ser mencionada la democracia constitucional, porque supone la existencia, el reconocimiento y la participación de los partidos políticos de masas; el sufragio universal y directo; el equilibrio de poderes independientes, aunque vinculados o interrelacionados; y la generación popular de los oficios representativos, salvo excepciones como el Poder Judicial y otros órganos de carácter técnico y no político.

			Enseguida, el constitucionalismo social, el cual conlleva, al menos, la declaración y protección de los derechos de contenido social y económico; o sea, las prestaciones que permiten a todos los habitantes del país gozar de una vida digna. Lo mismo vale, pero esta vez a propósito del pluralismo ideológico, la institucionalización de acciones y recursos para defender esos derechos de frente al Estado o a particulares; y la aplicación directa e inmediata de los principios y reglas del Código Político, no supeditándolos a lo que disponga la ley pertinente.

			Por último, el rol, la dimensión y el control del Estado-Gobierno, comprometido con la materialización del principio de la igualdad más que el de libertad, obligado a corregir las disfuncionalidades derivadas de la conducta de la oligarquía y de las discriminaciones injustas, obrando con potestades discrecionales en la realización de miles de nuevos cometidos en ámbitos como la salud e higiene, la vivienda y el descanso, la educación y enseñanza, la ciencia y tecnología, y la seguridad social.

			Aunque en los tres tópicos enunciados la Constitución de 1925 aparece redactada solo en lenguaje tímido y difuso, también es cierto que con estos rasgos se abrió paso al cambio profundo que la separó de la Carta Fundamental de 1833. Sobre la base de la interpretación actualizadora que realizó el legislador, ese lenguaje, teñido de significado social, permitió la introducción de las tendencias constitucionales recién sintetizadas, aunque también la pérdida del sentido con que, en su origen, había sido aprobada la nueva Ley Suprema.

			26. Normas orgánicas relevantes. La Constitución de 1925 amplió el mandato presidencial de cinco a seis años, pero sin la posibilidad de reelección para el período siguiente. Más todavía, contempló la elección directa y por sufragio universal del Jefe de Estado. Empero, entregó al Congreso Pleno la facultad de elegir, entre las dos más altas mayorías relativas, al nuevo Primer Mandatario.

			También amplió el mandato parlamentario, elevando el de los diputados de tres a cuatro años y el de los senadores de seis a ocho años, permitiendo en ambos casos la reelección indefinida y sin limitaciones de edad.

			Estableció, como tipo de gobierno, el régimen presidencial configurado más que nada por las dos normas siguientes: primera, los ministros de Estado eran nombrados por el Presidente de la República y secretarios de su exclusiva confianza, de manera que permanecían en dichas funciones mientras el Primer Mandatario les dispensara esa designación y no decidiera libremente reemplazarlos; y segunda, las facultades fiscalizadoras pertenecían exclusivamente a la Cámara de Diputados, pero el ejercicio de ellas no podía afectar la responsabilidad política de los ministros de Estado. Quedaba, entonces, prohibido al Senado fiscalizar los actos del Gobierno, es decir, pronunciarse, como institución y con sentido de control crítico, acerca del mérito o conveniencia de ellos.

			El nuevo Código Político trazó las facultades de los órganos constitucionales desde el punto de vista de desequilibrio entre las atribuciones del Presidente de la República y las del Congreso, cargándose la balanza en favor del primero. Esto se advierte, por ejemplo, en las disposiciones siguientes:

			La norma que reconoció al Presidente de la República la iniciativa legal exclusiva en importantes materias de orden económico, hasta llegar a transformarlo en el gran legislador en tal rubro;

			La disposición que faculta al Presidente para abreviar, mediante la urgencia, los plazos que el Congreso tenía para despachar las leyes; y

			El precepto que suprimió tres de las cuatro leyes periódicas de la Constitución de 1833, siendo la Ley de Presupuestos la única que permaneció, pero reformada sustancialmente en favor de las potestades presidenciales. En efecto, resultaron abolidas la Ley de Impuestos y Contribuciones Periódicas, la ley relacionada con el lugar de asiento de las Fuerzas Armadas y la que determinaba la dotación de estas fuerzas. Con la reforma, la Ley de Presupuesto, a partir de 1925, pudo ser enviada solo por el Presidente de la República al Congreso, siendo esto posible hasta el 30 de agosto del año anterior al de su vigencia. Pero si el Congreso no se pronunciaba al 31 de diciembre del mismo año, despachando el proyecto presidencial, entonces se entendía aprobado dicho proyecto en los términos propuestos por el Poder Ejecutivo.

			Un quinto rasgo sustantivo se hallaba en la norma que estableció un número fijo de senadores, es decir, cuarenta y cinco, pues cinco de los parlamentarios eran elegidos por cada una de las nueve agrupaciones provinciales. En cambio, el número de diputados resultó variable, ya que dependía del crecimiento de la población en los distintos distritos electorales, según el censo oficial que, cada diez años, debía ser aprobado por ley.

			Procede agregar que la Constitución de 1925 suprimió dos facultades de cada una de las cámaras del Congreso. Así y primeramente, fue eliminada la atribución consistente en calificar las elecciones, pues creó, para tal efecto, un órgano autónomo, el Tribunal Calificador de Elecciones. La segunda de las facultades suprimidas fue la de desaforar, por parte de cada rama del Poder Legislativo, a sus propios miembros. Ahora y en primera instancia, tal facultad se entregó a la Corte de Apelaciones respectiva en pleno y, en segunda instancia, a la Corte Suprema, también reunida con la mayoría de la totalidad de sus miembros.

			El enunciado de cambios sustantivos continúa con la desaparición del Consejo de Estado, el cual era el órgano asesor y consultivo del Presidente de la República en materias políticas y de nombramientos. Sus atribuciones pasaron al Congreso, especialmente al Senado. Se suprimió también la Comisión Conservadora, órgano formado por siete senadores y siete diputados, que funcionaba cuando no lo hacía el Parlamento. En su lugar, se estableció la legislatura extraordinaria, convocada por el Presidente de la República o por el presidente del Senado, legislatura dentro de la cual se estudiaban y votaban las materias propuestas solo por el Jefe de Estado, salvo que hubiere operado la autoconvocatoria, pues en tal caso existía una mayor iniciativa de los parlamentarios.

			Se le confirió, por primera vez, el carácter de poder del Estado a la judicatura, dotándola de independencia funcional, pero no económica, sin perjuicio de su coordinación con los demás órganos de jerarquía constitucional. Además, la Corte Suprema recibió la facultad de declarar inaplicable, para un caso particular, cualquier precepto legal contrario a la Constitución, mediante el recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad. Por último, en la Constitución de 1925 la magistratura judicial quedó menos supeditada al Poder Ejecutivo, ya que la potestad vigilante del Primer Mandatario sobre la conducta ministerial de los jueces fue restringida desde que la intervención decisoria y final en el asunto se reservó a la Corte Suprema.

			Por otra parte, se estableció una nueva división administrativa y de gobierno interior del Estado. Tal división contempló las provincias, departamentos, subdelegaciones y distritos. La administración comunal siguió a cargo de las municipalidades, presididas por un alcalde, y de cuyo concejo eran miembros los regidores elegidos cada cuatro años por la ciudadanía.

			La nueva Constitución creó el Tribunal Calificador de Elecciones, como ya está dicho, compuesto por cinco miembros, cuyo nombramiento era jurídico y político a la vez. Tal Tribunal calificaba la elección presidencial, pero el Congreso elegía y proclamaba al nuevo Presidente entre las dos más altas mayorías relativas. Tratándose de las elecciones parlamentarias, el Tribunal calificaba y proclamaba a los diputados y senadores elegidos.

			Esa Constitución introdujo la clausura del debate por simple mayoría en las sesiones del Congreso Nacional y de cada una de sus ramas. Esta era una norma simple, pero de enorme importancia práctica, por las conductas dilatorias y obstructivas que, valiéndose de resquicios, empleaba la minoría en los hemiciclos parlamentarios. Se facilitó así la adopción de acuerdos por la sala de cada rama del Parlamento y la aprobación o rechazo de los proyectos por la mayoría de cada una de ellas.

			27. Disposiciones incumplidas. En la parte orgánica, con el paso del tiempo fueron quedando como programáticas varias disposiciones de la Carta Fundamental. Se las llamaba así, o también incumplidas, porque nunca se llevaron a la práctica, quedando con el carácter de declaraciones o formulaciones declarativas, sin eficacia y valor siquiera para la interpretación del Código Político. No fueron, entonces, cláusulas de eternidad45 ni ambigüedades gloriosas46, útiles, sin duda, en el proceso hermenéutico desplegado por una judicatura consciente del imperativo de infundir adaptabilidad a los valores, principios y disposiciones articuladas en el Código Político.

			Una de tales disposiciones fue la referente a las Asambleas Provinciales, organismos asesores del intendente. La operatividad de ellas, de facto ya suspendida en 1942, quedó formalizada mediante la Ley N° 7.164, al pasar a ser subrogadas por el intendente mientras se dictaba la ley respectiva, lo cual nunca ocurrió. Se frustró así este intento, acertado y bien concebido, de introducir en Chile la descentralización administrativa e, incluso, la de índole política.

			Otra disposición programática fue la atinente a los tribunales contencioso-administrativos. Su organización y funcionamiento quedó entregado al legislador, el cual jamás cumplió lo ordenado por el Poder Constituyente. La necesidad de implementar esta judicatura especializada llevó a que, ante la renuencia del legislador, se hiciera hincapié en la legislación común para suplir la falta de la normativa indicada por la Carta Fundamental. Pero, en general, este esfuerzo tampoco tuvo éxito, pues sobre la base del principio de separación de órganos y funciones, los tribunales ordinarios afirmaron que a ellos no les competía conocer ni resolver las causas contencioso-administrativas. Dichas causas, de real y creciente trascendencia práctica, quedaron por eso, en general, sin resolución, con evidente perjuicio para los particulares de frente a los funcionarios públicos, dotados de facultades discrecionales, no judicialmente revisables47.

			28. Síntesis de la parte dogmática. En la Constitución se contempló la secularización de las instituciones, mediante la separación de la Iglesia y el Estado, gracias a las negociaciones, en parte secretas y sin anales fidedignos, del presidente Alessandri con el cardenal Gasparri en Roma48.

			Terminó de ese modo la atribución de patronato en favor del Estado; fue consagrada la libertad de conciencia y de culto; se suprimió, en fin, el carácter oficial del credo católico. Por otra parte, fue establecido el pago por el Estado, durante cinco años, de una indemnización a la Iglesia de Santiago, en los términos que señaló la primera disposición transitoria de la nueva Constitución.

			Relevante es, igualmente, referirse a la introducción del constitucionalismo social, determinando el rol activo que cabe al Estado en asegurar el acceso a los derechos socioeconómicos de los sectores medio y bajo de la población. Así, por ejemplo, el Estado debía ocuparse de la ejecución de las obras de bienestar social, tales como la vivienda, salud e higiene, el trabajo y la remuneración mínima acorde con las necesidades básicas de las personas y de su familia. Se autorizó a la ley, con este objeto, para establecer nuevos tributos, particularmente los proporcionales y progresivos. Fue introducida la limitación del ejercicio del dominio por la ley para mantener y hacer progresar el orden social, concepto este que denotaba ya el germen de la función social de la propiedad, aunque no se identificaba con ella.

			También interesa detenerse en los nuevos derechos y libertades individuales que el Estado reconoció a partir de 1925.

			Efectivamente, se reforzó la libertad personal, en el sentido de la libertad de locomoción o desplazamiento del individuo y los grupos, franqueando el recurso de amparo para cautelarla. Fue ampliada la libertad de expresión, extendiéndola más allá de la circunscrita a la homónima solo de imprenta. Quedó reconocido el derecho de reunión y de asociación. Se contempló la representación proporcional como sistema para la elección de los parlamentarios. Finalmente fueron consagrados el sufragio universal y la libertad de trabajo.

			29. Otras innovaciones. En cuanto al procedimiento aplicable a la formación de la ley, la Constitución de 1925 contempló la iniciativa del Presidente y de los parlamentarios, con origen común en el Senado o la Cámara de Diputados, salvo excepciones taxativas. Empero, en su texto original, ese Código Político no se refería a la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario en relación con determinados proyectos de ley, asunto que comenzó a ser regulado en la reforma de 1943.

			Dicha Carta Fundamental aplicó, además, el método de las insistencias entre las dos Cámaras a lo largo de cinco trámites o cinco lecturas, después de los cuales venía el veto y la votación de este en las dos ramas del Congreso. Era, por ende, un proceso nomogenético prolongado, complejo y que otorgaba preponderancia al Jefe del Estado.

			Tratándose de la reforma constitucional, resultaba necesario seguir los mismos trámites de una ley, pero con las siguientes excepciones principales:

			La aprobación de la reforma debía ser hecha por la mayoría de los diputados y senadores en ejercicio. Se suprimió, de esta manera, el sistema contemplado en la Constitución de 1833, modificado en 1882, el cual obligaba a la intervención de dos Congresos sucesivos, proceso en donde el primero de tales parlamentos tenía la atribución de acordar la reforma y al segundo se le entregaba la facultad de ratificar la modificación ya aprobada por el primero;

			Sesenta días después de aprobada, la reforma tenía que ser ratificada por el Congreso Pleno, con el voto conforme de la mayoría de los parlamentarios presentes;

			Entonces se abría al Presidente de la República la posibilidad de ejercer el veto, rechazable por el Congreso solo si reunía la mayoría de los diputados y senadores en ejercicio en cada una de las Cámaras; y finalmente, si se rechazaba el veto, el Presidente de la República podía todavía —antes de promulgar la reforma— convocar a plebiscito, facultad que no fue nunca ejercida hasta el 11 de septiembre de 1973.






			CAPÍTULO  III

			REFORMAS CONSTITUCIONALES 1943-1973

			Diez fueron las modificaciones introducidas a la Constitución de 1925 desde su entrada en vigencia hasta la interrupción del proceso democrático en septiembre de 1973. A continuación, se expondrán las características generales de todas ellas, para después analizarlas en particular.

			30. Características generales. Esta decena de reformas refleja o corresponde al clima predominante en los órganos político-representativos de Chile en los años en que fueron aprobadas, es decir que con ellas el Poder Constituyente se hizo eco de la opinión pública en tal momento o, por lo menos, expresó el clima entonces dominante en los partidos políticos mayoritarios. Difícilmente puede hallarse una reforma que sea pura o principalmente el resultado de elucubraciones doctrinarias.

			Enseguida, menester es destacar que las reformas reflejaban una tendencia fuerte a la instrumentalización de la sociedad civil a merced del Estado. Efectivamente, esos eran tiempos, en Chile y el mundo democrático entero, en que se confiaba en la inducción de cambios sociales y la superación de desigualdades por la acción del aparato público. Aumentó, por ende, el poder y control centralizado de la administración estatal de frente a la sociedad, la cual se fue mostrando, como es lógico, cada vez con menor capacidad de acción propia, sea nacional, provincial o comunalmente entendida. Tal subordinación se hizo patente en la falta de autonomía que la sociedad tenía en materia de gestión de servicios públicos, actividad económica, iniciativa empresarial, creatividad científica y educacional, organización sindical, etc. Una excepción a lo expuesto fue el Estatuto de Garantías Constitucionales, vigente desde enero de 1971, en el cual se estableció el derecho a la participación social pero que, por su breve vigencia y lenguaje general, no alcanzó a reflejarse en la legislación complementaria de la Carta Fundamental. Podría decirse, en tal perspectiva, que las reformas corroboraron la confianza de las elites políticas en el Estado-Gobierno, paralela al recelo o desconfianza en la sociedad civil o no Estado. La comprensión de este fenómeno ayuda a entender el distanciamiento recíproco y la manipulación que, de esa sociedad, se terminó haciendo por quienes controlaban los órganos políticos del Estado.

			Las reformas en comentario tienen, en tercer lugar, una importancia desigual. Las más relevantes fueron las que introdujeron modificaciones estructurales al sistema, es decir, las que alteraron el régimen de relaciones entre las personas y los bienes. Esos cambios llegaron al fondo del régimen político y socioeconómico modificándolo, por ejemplo, en los rubros siguientes:

			La reforma del cuerpo electoral, que confirió el derecho a voto a los analfabetos y disminuyó la edad para votar a 18 años cumplidos; y

			Las reformas al derecho de propiedad de 1963, 1967 y 1971, ya que culminaron configurando un dominio privado muy regulado e, incluso, precario por las expropiaciones masivas realizadas durante dicha época. En efecto, en 1963 el estatuto del dominio fue alterado con el fin de permitir a la ley la expropiación de predios rústicos para la reforma agraria, con el pago de una indemnización a plazo, tratándose de predios que estuvieran abandonados o notoriamente mal explotados. En 1967 fue ampliada esa facultad de expropiación de predios para la reforma agraria, pero se introdujo, además, una fórmula de cálculo de la indemnización que, ponderando equitativamente los intereses de la comunidad y los del expropiado, permitió a la ley sacrificar en medida sustancial los intereses del último. Finalmente, en 1971 se aprobó la nacionalización de la Gran Minería del Cobre y fueron reformadas las disposiciones sobre irretroactividad del dominio en materia de contratos-leyes, permitiéndose no pagar indemnizaciones en ciertos casos en que se diera término a ellos.

			Como ya se advirtió, hubo también reformas de relevancia discreta. En tal sentido, puede señalarse que la enmienda menos importante fue la pertinente a la doble nacionalidad con España en 1957, pero que tuvo cierto interés porque constituyó antecedente directo de la disposición que figuraba en el artículo 10° N° 3° de la Constitución vigente. Secundaria es también la relevancia del cambio que, en 1971, se limitó a salvar una omisión en cuanto a los requisitos para sufragar en las elecciones de regidores.

			Por otra parte, encierra singular trascendencia percatarse que las reformas fueron reemplazando el ethos del Poder Constituyente de 1925, dejando a la Carta Fundamental, en definitiva, sin una clara y determinada fórmula política y socioeconómica. Ello ocurrió por la vía de premunir de potestades amplísimas a la ley y a los jerarcas administrativos, sin contemplar simultáneamente acciones y recursos constitucionales eficaces, con los cuales los afectados por la administración del Estado pudieran defender sus derechos. Cumplíase en Chile, por ende, la primera, pero no la segunda y decisiva parte de la fórmula de Herbert Krüger: antes los derechos fundamentales solo valían en el ámbito de la ley; hoy las leyes solo valen en el ámbito de los derechos fundamentales49.

			Finalizan estos comentarios generales puntualizando que, en el gobierno militar, hubo numerosas reformas, pero operadas de modo tácito y no expreso, a través de decretos leyes que regulaban, con sentido y alcance contrario a la Constitución, las materias articuladas en esta. Así, por ejemplo, en tales decretos leyes se estableció la facultad del Presidente de la República para privar de la nacionalidad al margen de la situación de guerra externa que se encontraba prevista en la Constitución de 1925.

			Imperativo es agregar que la circunstancia de haber sido introducidas las reformas en el gobierno castrense por la vía tácita o de incompatibilidad entre lo prescrito en los decretos leyes, de un lado, y la Constitución, por otro, generó graves secuelas de incertidumbre o inseguridad jurídica. Esta anomalía, operante por varios años y con deplorables efectos, lleva a reservar el análisis del tema para el numeral oportuno.

			31. Las reformas en particular. Brevemente, se expondrá el contenido de cada uno de los diez cambios ya descritos en sus aspectos generales.

			A.	Ley N° 7.727. Fue publicada en el Diario Oficial el 23 de noviembre de 1943 e introdujo las tres modificaciones siguientes, todas de alcance sustancial.

			En primer lugar, impulsó el aumento en el proceso de desequilibrio de las atribuciones del Presidente de la República con respecto a las del Congreso, creciendo el poder del primero en desmedro del segundo, al ser reducida la iniciativa parlamentaria de las leyes sobre gastos públicos y, en su lugar, creada la figura de la iniciativa presidencial exclusiva en la misma materia. Concretamente, por consiguiente, se introdujo el concepto de impulso privativo en las leyes sobre gastos públicos, facultad que el Poder Constituyente asignó al Presidente de la República como cualidad reservada a él y excluyente de otros órganos. La demanda por equilibrar los ingresos y gastos fiscales, a la vez que racionalizar la inversión de los últimos con sujeción a los criterios sustentados en la naciente teoría de la planificación, fueron dos de los argumentos esgrimidos para este primer cambio.

			Por otra parte, en la Carta de 1925 se prohibió dictar los decretos de insistencia en materia económica y, en su lugar, fue creado el dos por ciento (2%) constitucional, llamado también emergencia económica. De esa manera, a partir de noviembre de 1943 y con el propósito de encuadrar la ejecución del presupuesto del Estado dentro de lo aprobado en la ley anual respectiva, fueron abolidos los decretos de insistencia económica y creados los decretos de emergencia en idéntica materia. Estos, a diferencia de los primeros, eran dictados solo por las causales taxativamente previstas en el texto de la Constitución y sin exceder el porcentaje indicado. Pasó a ser objeto de toma de razón por la Contraloría General de la República la revisión del límite ya mencionado, prohibiéndose a ese órgano de control cursar los decretos que sobrepasaran dicho máximo.

			Para captar la importancia de esta enmienda, útil es agregar que los decretos de insistencia económica los dictaba el Presidente de la República, con la firma de todos sus ministros de Estado, obligando a la Contraloría General de la República a darles curso. Con frecuencia, sin embargo, ocurrió que dichos gastos se decretaban a pesar de que no tenían fondos que los respaldaran en la ley de presupuesto. Era un sobregiro en las arcas fiscales, impuesto por la vía administrativa y violando el principio de legalidad del gasto público. Se cubría ese desembolso deficitario con una mayor emisión de papel moneda, ordenada por el Gobierno al Banco Central que, en ese entonces, dependía de él. Tal fue uno de los motivos desencadenantes de los procesos de inflación acelerada en Chile. Por ejemplo, el presidente Pedro Aguirre Cerda llegó casi a doblar el presupuesto de 1940 a través de estos decretos. Aunque lo hizo para enfrentar la trágica secuela de sismo de 1939, es indudable que así quebrantó el principio de legalidad y causó la pérdida de poder adquisitivo de nuestra moneda.

			En su lugar, la reforma de 1943 creó el dos por ciento constitucional, que reemplazó a los decretos de insistencia. A través de los decretos de emergencia, el Poder Constituyente permitió al Presidente sobregirarse en el monto autorizado por la ley de presupuesto, pero solo hasta en dos por ciento, como máximo, del total contemplado en ella. Esta norma procuró el saneamiento económico, el control de la inflación y la estabilidad de nuestra moneda, a la vez que el respeto a la Constitución y a la legalidad del gasto público.

			La verdad es que, ante la evidencia reunida, hoy resulta sólidamente argumentable que la emergencia económica descrita no tiene por qué ser enfrentada con giros sin respaldo financiero en las arcas fiscales y cuyo impacto inflacionario está demostrado. Incluso, para una situación crítica extrema o de guerra exterior, la Carta Fundamental hoy en vigor contempla, en su artículo 109° inciso 3°, una solución técnica al dilema señalado.

			En fin, la reforma de 1943 elevó al rango de órgano constitucional y autónomo a la Contraloría General de la República, la cual era una institución que, desde su creación en abril de 1927, tenía jerarquía solo legal. Con la reforma se la configuró como otro poder del Estado, conocido con el nombre, no del todo exacto, de poder contralor, aunque circunscrita su acción a la administración pública, especialmente la centralizada.

			B.	Ley N° 12.548. Fue publicada en el Diario Oficial el 30 de septiembre de 1957 y se refiere a la doble nacionalidad de chilenos y españoles.

			Esta modificación tiene importancia histórica, pues la Constitución permitió que los españoles nacidos en España se nacionalizaran en Chile, sin renunciar a su nacionalidad española, y que los chilenos nacidos en Chile se nacionalizaran en España, sin perder su nacionalidad chilena. La reforma, por ende, se basó en el principio de la reciprocidad.

			Su interés estriba, como se ha dicho, en ser un antecedente del actual artículo 10° N° 3° de la Constitución vigente, con la diferencia de que en esa Carta Fundamental el precepto era más amplio, pues permitía la doble nacionalidad en virtud de un tratado internacional celebrado por Chile con cualquier Estado y no solamente con España. La enmienda de agosto de 2005 derogó, sin embargo, la disposición comentada, ordenando que son chilenos los extranjeros que obtengan carta de nacionalización en conformidad a la ley. Esta norma nueva, contemplada en el artículo 10° N° 3° del texto constitucional en vigor, se remite a la ley, para que sea en cumplimiento de sus disposiciones, o de las estipuladas en convenciones internacionales, que se determine cuáles extranjeros pueden nacionalizarse chilenos50.

			C.	Ley N° 13.296. Publicada en el Diario Oficial el 2 de marzo de 1959, versó sobre la duración del mandato de los regidores y la elección periódica de ellos.

			Para tal efecto, aumentó de tres a cuatro años la duración del mandato de los ediles y añadió que, en lo sucesivo, las elecciones de ellos se iban a efectuar al año siguiente al de la próxima elección parlamentaria. El objetivo fue evitar la coincidencia entre ambos comicios, por reputarse de índole política los de parlamentarios y de mera administración comunal los de regidores.

			Aunque sea una digresión hecha con visión retrospectiva, necesario resulta un comentario sobre cada uno de esos cambios.

			En relación con la no simultaneidad de los comicios municipales y parlamentarios, hoy puede ser ratificada la inconveniencia de que ambos procesos se desarrollen coincidentemente, porque si bien las razones en contrario se perciben débiles o carentes de fundamento real, lo cierto es que son comicios de distinta naturaleza. Y en lo concerniente a la duración de los mandatos, podría aceptarse que cuatro años es un plazo razonable, pero con la condición de que aumente la participación de la comunidad municipal y el control de esta sobre sus representantes.

			Por último, no se olvide que los regidores eran elegidos por sufragio universal para integrar los concejos municipales. De entre ellos, se procedía después a elegir el alcalde, salvo en las ciudades de Santiago, Valparaíso y Viña del Mar, en las cuales era designado y removido a voluntad por el Presidente de la República.

			D.	Ley N° 15.295. Fue publicada en el Diario Oficial el 8 de octubre de 1963, siendo la primera enmienda que versó sobre la propiedad, específicamente para los fines de facilitar la reforma agraria.

			Una vez más, menester es decir que esta modificación tuvo importancia más teórica que práctica. Efectivamente, ella autorizó al legislador para que dictara normas aplicables a la reforma aludida, permitiendo por primera vez el pago diferido, es decir, a plazo de la indemnización por la expropiación de predios rústicos, no necesariamente al contado y hasta en quince años. Por ende, el propietario de inmuebles rústicos, que fuera objeto de expropiación con el fin aludido, podía ser indemnizado por el Estado mediante la solución al contado o bien a plazo del monto respectivo.

			Por otra parte, necesario es observar que la reforma marcó el comienzo del cambio estructural del derecho de propiedad en Chile, aunque fuera para llevar a cabo nada más que la reforma agraria y no en otros rubros.

			Sin embargo, aclaramos que, aun en el tópico preciso indicado, la modificación comentada fue teórica y no real, porque en la práctica careció de relevancia. En efecto, se estableció por ella un cambio en el texto constitucional, pero a la vez se adoptaron las medidas para que esta modificación no se pudiera llevar a la práctica. Así fue, pues la reforma hizo referencia a una ley complementaria de la Constitución, la cual iba a determinar los reajustes de los saldos de las indemnizaciones que fueron pagadas a plazo. Dicha ley no se dictó nunca y, por lo tanto, toda expropiación fue pagada al contado. Por lo mismo, resultaron escasísimos los predios expropiados y siempre lo fueron con pago de una indemnización en condiciones negociadas bastante aceptables para sus dueños.

			E.	Ley N° 16.615. Esta reforma, publicada en el Diario Oficial el 20 de enero de 1967, tuvo interés doctrinario y práctico considerable.

			Primeramente, en ella se conceptualizó o definió la función social de la propiedad, en términos que es un antecedente directo y relevante del artículo 19° N° 24° inciso 2° de la Constitución hoy vigente.

			Además, por primera vez se facultó al legislador para que regulara el modo de adquirir, usar, gozar y disponer del dominio, asuntos que se habían ya señalado en el Código Civil, pero que siendo esta una ley pura y simple, no tenía la fuerza normativa de un texto singularizado por la supremacía constitucional.

			A mayor abundamiento, la modificación reguló las ideas matrices del proceso de reforma agraria en la propia Constitución, autorizando directamente el pago a plazo de la indemnización por la expropiación pertinente. Esto fue criticado, porque se dieron facultades amplias y discrecionales al legislador para dictar las normas sobre toma de posesión del bien expropiado, su tasación y la consignación del valor correlativo, disposiciones con las cuales, en realidad, se terminó habilitando a los funcionarios de la Corporación de Reforma Agraria (CORA) para obrar con discreción y hasta arbitrariedad. En muchos casos, por ende y lamentablemente, la ejecución de esos preceptos legales tan amplios llevó a la privación de facto del dominio.

			Introdujo aquella enmienda, además, el concepto de reserva de bienes a favor del Estado. Por ley, en efecto, el Estado pudo, en lo sucesivo, ser declarado dueño de categorías completas de bienes de producción y otros. Detrás de esta idea hallábase el principio de la nacionalización de los bienes e instrumentos de producción y cambio. La reserva operaba respecto de bienes que no tenían dueño y, tratándose de los que ya lo tenían, podían ser expropiados a fin de incorporarlos al patrimonio estatal.

			F.	Ley N° 16.672. Fue publicada en el Diario Oficial el 2 de octubre de 1967.

			Por ella se aumentó de ciento cuarenta y siete a ciento cincuenta el número de diputados, con el objeto de lograr una mejor representación política en aquellas áreas del territorio nacional que no la tenían. Así ocurrió con las modificaciones de distritos y agrupaciones provinciales de las regiones de los Lagos, de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena, a lo que es necesario agregar que la Región de los Lagos está hoy dividida en las nuevas regiones de los Ríos y de los Lagos.

			G.	Ley N° 17.284. Publicada en el Diario Oficial el 23 de enero de 1970, modificó diversos preceptos constitucionales, principalmente en su parte orgánica, y creó al Tribunal Constitucional, órgano resolutor de conflictos entre las máximas autoridades del Estado y custodio de los derechos fundamentales de la minoría de frente a las disposiciones que el legislador dictara y que pudieran afectarlos.

			Esta reforma reviste, consiguientemente, singular relevancia, al punto que algunos la designan como la gran reforma de la Carta Fundamental de 1925. Empero, debe ser destacado que esa enmienda si bien se aprobó en el gobierno del presidente Frei Montalva, lo fue con la condición de que comenzara a regir desde el 4 de noviembre de 1970 y no a partir de su publicación oficial, es decir, que entrara en vigencia solo al comienzo del mandato del presidente Allende. He aquí una demostración de los tropiezos que hubo que enfrentar para efectuar correcciones profundas al sistema político, de los recelos predominantes y de las transacciones que fue necesario celebrar para lograrlas.

			La reforma aludida amplió la ciudadanía, al reconocer el derecho a sufragio a los analfabetos y a los hombres y mujeres mayores de 18 años. Hubo en esta modificación una clara y plausible democratización en ligamen con el acceso al voto, especialmente para la juventud y las áreas rurales. Ese paso iba a producir relevantes alteraciones en el caudal electoral de las fuerzas políticas.

			La enmienda también constitucionalizó los decretos con fuerza de ley (DFL), los cuales, hasta ese momento y con frecuencia, se dictaban en forma de mera práctica extraconstitucional. A partir de esta reforma quedó regularizada su dictación, permitiéndola, aunque con indicación taxativa, hecha en la propia Carta Fundamental, de las materias de delegación permitidas, señalando las de delegación prohibida y contemplando los controles necesarios para precaver todo exceso en la materia.

			Esta enmienda, asimismo, continuó con el proceso de aumento de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en proyectos de ley relativos a gastos públicos, corroborando y profundizando la tendencia inaugurada mediante la reforma de 1943. Con la esperanza que la planificación estatal permitiría el correcto funcionamiento del sistema económico, público y privado, y que la centralización de decisiones sobre el gasto fiscal quedaría radicada en el Jefe de Estado, se dio este nuevo paso que redujo las atribuciones del Congreso en la materia.

			Debe destacarse, análogamente, la creación del Tribunal Constitucional, integrado por cinco ministros, llamado a resolver, entre otros asuntos, los diferendos suscitados entre el Presidente de la República y el Congreso en la tramitación de los proyectos tanto de reforma constitucional como de ley. El mismo Tribunal pasó a ser competente para pronunciarse sobre las inhabilidades de los ministros de Estado, tanto en su designación como en su permanencia y la posibilidad de desempeñar otros cargos. Le correspondió, por último, resolver las contiendas de competencia que le señalaran las leyes.

			Siguiendo la corriente del constitucionalismo austríaco de 1920, italiano de 1947, alemán de 1949 y francés de 1958, Chile incorporó así a su Código Político este nuevo órgano de revisión jurisdiccional de lo obrado por las demás instituciones de rango constitucional. Fue la obra del legislador, entonces, la primera y principal materia sometida al control de esta magistratura. Su introducción a nuestro sistema de órganos supremos tuvo por objeto, en efecto, controlar preventivamente la supremacía de la Carta Fundamental, ahora ejercida por una Corte de composición y actuación mixta. Preciso es insistir, por consiguiente, que dicha índole mixta estaba configurada no solo en virtud de la integración del Tribunal, sino que por el procedimiento seguido para decidir los asuntos de su incumbencia, la competencia que le otorgó la Carta Fundamental y el contenido o materia de aquellos.

			Finalmente, la reforma en estudio racionalizó el proceso de formación de la ley, prohibiendo las llamadas leyes misceláneas, esto es, aquellas que no obedecían a una idea matriz, sino que contemplaban en un mismo texto gran cantidad de asuntos dispersos e inconexos. Desde la vigencia de la enmienda, fue necesario que el proyecto de ley y las indicaciones formuladas al mismo tuvieran nexo o ligamen con la idea matriz o fundamental de la iniciativa pertinente, quedando fuera asuntos ajenos al criterio principal o central del mensaje o moción respectivo.

			H.	Ley N° 17.398. Publicada en el Diario Oficial el 9 de enero de 1971, también merece realce, sobre todo por su incidencia en la parte dogmática de la Constitución y las consecuencias que tuvo el incumplimiento abierto o encubierto de sus principios y normas. Contiene el llamado Estatuto de Garantías Constitucionales.

			Esa fue una de las modificaciones más polémicas, apresuradamente tramitadas y que suscitó mayores controversias entre las enmiendas a la Carta Fundamental de 1925. Empero, tampoco es razonable extremar las interpretaciones negativas, porque es ineludible ubicarse en el dramático contexto de la época que Chile vivía. Debe recordarse el impacto que produjo el movimiento castrense opuesto a la elección del presidente Allende y el asesinato del comandante en jefe del Ejército, general René Schneider, cometido para impedir la asunción al mando de un Jefe de Estado marxista.

			El estatuto o pacto aludido fue dictado como requisito para que la Democracia Cristiana le diera el voto de sus parlamentarios a Salvador Allende en el Congreso Pleno, a fin de que resultara elegido Presidente de la República, pues había obtenido solo, y por estrecha diferencia, la primera mayoría relativa en las elecciones presidenciales de septiembre de 1970. Por tal motivo, la enmienda tuvo el carácter de acuerdo o pacto entre la Democracia Cristiana y la Unidad Popular, destinado a asegurar la permanencia de la democracia y el Estado de Derecho en Chile.

			La reforma aludida estableció, primeramente, las bases para un estatuto de los partidos políticos. Por primera vez en Chile se introdujeron en la Constitución algunas normas fundamentales sobre el tópico, debiendo destacarse que hasta entonces se encontraba solo fragmentariamente tratada en la Ley de Elecciones. De esta manera, el estatuto mencionado fue un antecedente, directo e importante, pero de contenido distinto, del artículo 19° N° 15° inciso 5° de la Constitución actual.

			Enseguida, cabe destacar que la reforma amplió el ámbito de ejercicio de la libertad de opinión y de información, consagrando, además, el pluralismo político absoluto. Se afirmó, consecuentemente, que jamás sería constitutivo de abuso o delito el profesar o difundir cualquiera idea política. En tal sentido, el artículo 8° de la Constitución de 1980, que fue derogado por la enmienda de 1989, se erigió en la antítesis de esta reforma, pues contempló el pluralismo limitado, proscribiendo la propagación de determinadas doctrinas. Actualmente, puede sostenerse que en esta modificación de 1970 se halla un antecedente del artículo 19° N° 15° incisos 6° y siguientes de la Constitución vigente en la actualidad, en el primero de los cuales se lee que la Constitución garantiza el pluralismo político.

			El estudio acucioso del pacto mencionado lleva a comentar las ideas que fueron propuestas al tratar dicha reforma pero que, en definitiva, no quedaron aprobadas como tales. Entre ellas, es importante recordar que la Democracia Cristiana planteó la designación de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas por el Presidente de la República, pero con acuerdo previo del Senado, idea que rechazó en su oportunidad el futuro presidente Allende.

			Relevante es señalar que el pacto o estatuto aludido introdujo el reconocimiento de nuevos derechos constitucionales. Entre ellos, los derechos de índole social, puesto que, con relación a los derechos públicos subjetivos de carácter individual, no existió, en dicha época, mayor preocupación. En este sentido es importante mencionar la autonomía universitaria y la libertad de cátedra; el derecho a huelga; el derecho al trabajo; el derecho a la seguridad social; el derecho a la participación política y socioeconómica; y el derecho a la autonomía de los grupos intermedios, antecedente directo del artículo 1° inciso 3° de la Carta Fundamental vigente.

			A propósito del derecho a la seguridad social y como inciso 2° del número 16° del artículo 10° de la Constitución de 1925, la reforma en comentario incorporó un amplio programa de actividades estatales, tendientes a la satisfacción de los derechos sociales, económicos y culturales necesarios para el libre desenvolvimiento de la personalidad y la dignidad humana. El texto del artículo 3° inciso 2° de la Carta Fundamental italiana de 1947 parece haber sido la fuente inspiradora del Poder Constituyente chileno en la materia.

			Finalmente, no puede ser olvidada la puntualización que la reforma hizo con respecto al derecho de reunión, disponiendo que el ejercicio de ese derecho en los lugares de uso público fuera materia de reserva legal, habiendo aclarado también, en una norma transitoria, que mientras no se dictaran las aludidas normas, seguirían aplicándose los reglamentos ya vigentes, pero sin modificación alguna. Esta idea, coherente con la regulación por la ley del ejercicio de todos de los derechos fundamentales, sin excepción, desapareció en el texto de la Constitución de 1980, retrocediéndose así a la potestad reglamentaria en un asunto de tanta importancia. Concluimos subrayando no solo la incoherencia explicada, sino que, además, observando que la regulación del derecho de reunión a través de simples reglamentos pugna con lo asegurado en los tratados internacionales sobre derechos humanos, v. gr., en el artículo 15° del Pacto de San José de Costa Rica.

			I.	Ley N° 17.420. Publicada en el Diario Oficial el 31 de marzo de 1971, corrigió un error u olvido en que se había incurrido al aprobar la reforma anterior.

			Efectivamente, en el artículo 104° de la Carta Fundamental de 1925 se señalaban los requisitos para votar en las elecciones de regidores. Pues bien, en la reforma que reconoció el derecho a voto a los mayores de 18 años y a los analfabetos, se olvidó modificar dicho artículo, siendo entonces necesario tener 21 años para sufragar en los comicios comunales. Así, dábase el absurdo de que la Constitución permitía votar a los mayores de 18 años en las elecciones de Presidente de la República y de parlamentarios, pero no en las de regidores.

			Esta reforma, además de salvar el descuido aludido, dispuso que las elecciones de regidores se efectuarían al año subsiguiente de las elecciones generales de parlamentarios, de manera que nunca coincidieran con estas. La razón era puramente teórica, es decir, que los comicios de regidores no tenían carácter político, lo cual, si alguna vez fue cierto, dejó de serlo muchísimos años atrás en Chile y en las democracias del mundo entero.

			J.	Ley N° 17.450. Publicada en el Diario Oficial el 16 de julio de 1971, fue expresiva del espíritu colectivista entonces imperante en la vida política de Chile y otros países. En virtud de esta enmienda se nacionalizó la Gran Minería del Cobre. Tal reforma sigue vigente, aunque solo en parte, hasta hoy en virtud de la tercera disposición transitoria de la Constitución de 1980. Además, reconoció los contratos-leyes, pero, a la vez, autorizó al legislador para darles término con ciertas exigencias, posibilitando incluso que no se pagara compensación alguna en determinados casos.

			Conveniente es aclarar que los contratos-leyes eran y son las convenciones celebradas entre el Gobierno y los inversionistas, especialmente extranjeros, en virtud de una ley habilitante que impone al Estado el deber de respetar, por un plazo determinado, determinados beneficios tributarios y arancelarios de excepción en favor de los últimos, recayendo sobre estos el cúmulo de obligaciones estipuladas en la convención respectiva.

			Pues bien, tales contratos-leyes eran motivo de disputa jurídico-política permanente. Efectivamente, algunos sostenían que no se diferenciaban de los contratos en general, mientras que otros argumentaban que eran contratos especiales. En la jurisprudencia, sin embargo, se había reconocido que los derechos que de ellos emanaban no podían ser alterados ni extinguidos retroactivamente, de modo que era necesario pagar indemnizaciones a favor del inversionista, nacional o extranjero, para darles término51.

			La reforma en comentario reconoció la existencia de aquellos contratos, pero, a la vez, legitimó hacerlos cesar por la ley, con el pago de una indemnización correlativa a los perjuicios, pero siempre que estos fueran directos, actuales, efectivos y causados por la resciliación del mismo.

			Actualmente, los contratos-leyes se rigen por el artículo 19° N° 24° inciso 1° de la Constitución de 1980 y por las disposiciones legales comunes del derecho de propiedad, particularmente las contenidas en el Código Civil. Un ejemplo de tal tipo de contratos es el celebrado con sujeción al Estatuto de la Inversión Extranjera, contenido en el Decreto Ley N° 600 de 1974 y sus reformas, régimen de excepción derogado por la reforma tributaria de 2014.

			32. Proyectos que no fueron reformas. La decena de modificaciones explicadas demuestra que la Constitución de 1925 fue semiflexible desde el ángulo del procedimiento aplicable para reformarla. Pese a ello, resultaron innumerables los intentos por enmendar la Constitución hasta el 11 de septiembre de 1973. Para cerrar el tema expuesto, procede referirse, brevemente, al menos a dos mociones relevantes y que no llegaron a convertirse en modificaciones.

			La primera fue presentada por el senador Rafael Agustín Gumucio en 1967. En tal iniciativa propuso implantar la elección presidencial con dos votaciones, como en la Constitución francesa de 1958, quedando como candidatos en la segunda votación solo los que obtuvieron las primeras dos mayorías relativas en la primera. Sin embargo, estando segura la coalición de derecha que su candidato, Jorge Alessandri, iba a triunfar en los comicios de septiembre de 1970, desestimó aquella moción para no entrar en compromisos partidistas que perjudicarían el proyecto gubernativo del nuevo Primer Mandatario. Hoy, el mecanismo aludido se halla previsto en el inciso 2° del artículo 26° de la Constitución de 1980.

			La segunda de tales iniciativas fue la moción de los senadores Juan Hamilton Depassier y Renán Fuentealba Moena, presentada en octubre de 1971 para detener el proceso de estatizaciones, implantado por la vía administrativa con base en los resquicios legales, que llevaba a cabo el gobierno de la Unidad Popular. Esta reforma llamaba a legislar el tópico contemplando las áreas de la economía pública, privada, mixta y de los trabajadores. Ella fue vetada por el presidente Allende, rechazado su veto por el Congreso en medio de agudas controversias, promulgada parcialmente y después fue devuelto por la Contraloría General de la República el decreto promulgatorio a raíz de calificarlo como ilegítimo. En definitiva, hallábase en tal condición el proyecto, sin posibilidad constitucional que el Presidente convocara a la ciudadanía a plebiscito, cuando sobrevino el golpe de Estado de septiembre de 1973.






			CAPÍTULO  IV

			DESCONSTITU-CIONALIZACIÓN Y RECONSTITUCIONA-LIZACIÓN

			33. Gobierno de facto. Ha sido ya relatada la interrupción de la continuidad institucional y jurídica resultante de la intervención militar del 11 de septiembre de 1973. Ella es aún tema candente, lo será por muchos años y no es aquí en donde será resuelta la discusión en punto a su legitimidad de origen y sustantiva. La ansiada y demorada reconciliación nacional tiene en la interpretación de este suceso uno de sus obstáculos mayores.

			Interesa sí destacar que el régimen militar significó una profunda y vasta, abrupta y represiva involución o reacción, una contrarrevolución, podría decirse, respecto de lo que trató de hacer la izquierda y también, en menor medida, la Democracia Cristiana en los años precedentes. Uno y otro proceso, de direcciones opuestas o antagónicas, se llevaron a cabo con evidentes ingredientes de violencia, aunque esta llegó a niveles inimaginados, e incomprensibles, en los primeros cuatro años del período militar. En tal perspectiva, merece el calificativo de dictadura.

			Pero, simultáneamente, debe ser reconocido que ese régimen tuvo un sentido fundacional, creativo de instituciones, modificador de otras, rectificador de hábitos, en fin, innovador en los modelos de desarrollo socioeconómico que, con el paso de los años, se tornaron indiscutibles en su acierto y han terminado siendo admitidos hasta por sus adversarios.

			Precisamente, la trama de aspectos positivos y negativos, de reacción conservadora y de acción innovadora, de desmembramiento cruento del conglomerado marxista, seguida por la represión transgresora a los derechos humanos, pero que terminó con los militares restaurando la democracia y devolviendo el poder a los civiles, torna difícil pronunciarse, ecuánimemente, en torno de los dieciséis años y medio que duró el interregno de facto.

			El período de transición del autoritarismo a la democracia, inaugurado un año antes de su comienzo formal, el 11 de marzo de 1990, ha sido evaluado positivamente en Chile y el extranjero. Sin embargo, apreciado al menos desde determinados ángulos, puede concluirse que ese período no ha finalizado, cerrando una época de tanta agitación, conflicto y violencia. Así es, porque tampoco hemos sido capaces de llegar a la verdad judicial, para impartir la justicia y después hacer la paz política, en torno de las violaciones a los derechos humanos. Avanzamos en un proceso de esclarecimiento y justicia, es cierto, y cabe esperar que, más temprano que tarde, pronto llegue a su término52.

			El problema sigue pendiente. Los acontecimientos crispantes de las relaciones de políticos y uniformados acaecidos desde el 30 de mayo de 1995, a raíz de la condena a presidio de los oficiales de ejército involucrados en el asesinato del ex canciller Orlando Letelier; de las doscientas y más querellas deducidas en contra del senador vitalicio Augusto Pinochet desde 1998 a diciembre de 2006; del proceso seguido respecto de la llamada Caravana de la Muerte; en fin, la detención en Londres, el 16 de octubre de 1998, del ya nombrado senador vitalicio y su regreso a Chile en marzo de 2000, seguido de su desafuero y procesamiento, dejan de manifiesto que, pese a estar la mayoría de la ciudadanía por concretar la reconciliación definitiva, persisten cuestiones pendientes que no ha sido posible solucionar con legitimidad. En algún sentido, la jurisprudencia de la Corte Suprema y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha coadyuvado a mantener latente el dilema53. No se divisa tampoco la voluntad política necesaria para alcanzar la reconciliación, presupuesto de una transición cerrada, entera e irreversiblemente. El panorama no cambió después de la muerte del senador Pinochet, acaecida el 10 de diciembre de 200654.

			Procurando trazar una periodización con finalidad pedagógica, puede afirmarse que, durante el régimen militar, pese al contexto de facto en que transcurrió, hubo cuatro momentos o hitos constitucionales relevantes, a los cuales se hará referencia en los números y capítulos siguientes. Siguiendo el curso de los acontecimientos ocurridos en aquel régimen, concluimos que Chile fue avanzando lenta, dificultosa y, a veces, dolorosamente desde la desconstitucionalización del sistema institucional a su reconstitucionalización.

			En síntesis, los períodos aludidos pueden ser denominados, sucesivamente, fundacional, de consolidación, de las Actas Constitucionales y, por último, de aprobación y vigencia de la nueva Carta Fundamental.

			Cada una de esas etapas o períodos se condensó en documentos característicos de ellas. Se hará especial referencia, por ende, a tales documentos.

			34. Etapa fundacional. Abarca la interrupción cruenta del proceso constitucional y del Estado de Derecho, si es que se puede decir que, hacia principios de septiembre de 1973, subsistía tal especie de Estado en Chile. Aquí se hallan tres documentos, de relieve constitucional, que merecen ser citados por su contenido.

			El primero fue el Bando N° 5 del 11 de septiembre de 1973, emitido por la Junta de Gobierno de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile en la madrugada de aquel día.

			Es el documento sustantivamente más importante desde el punto de vista ideológico-fundacional. En él se explican los móviles del pronunciamiento o intervención castrense, sus finalidades y el carácter imperativo de las órdenes impartidas por los uniformados. Empero, en sus últimos dos numerales, como se verá después, contiene afirmaciones que provocaron algunas divisiones.

			Así, iniciando el Bando se sostiene que “el gobierno de Allende ha incurrido en grave ilegitimidad al quebrantar los derechos fundamentales de libertad de expresión, libertad de enseñanza, derecho de reunión, derecho de huelga, derecho de petición, derecho de propiedad y derecho en general, a una digna y segura subsistencia”. Se agrega, en el segundo párrafo, que el mismo gobierno “ha quebrantado la unidad nacional, fomentando artificialmente una lucha de clases estéril, y en muchos casos cruenta (…)”.

			Prosigue aseverando, en el párrafo octavo, “que el Presidente de la República ha mostrado a la faz del país que su autoridad personal está condicionada a las decisiones de comités y directivas de partidos políticos y grupos que le acompañan (…)”. Puntualiza que la economía está en crisis y que “existe en el país anarquía, asfixia de libertad, desquiciamiento moral y económico y, en el gobierno, una absoluta irresponsabilidad o incapacidad (…)”. Acercándose al final, se sostiene que “están en peligro la seguridad interna y externa del país, que se arriesga la subsistencia de nuestro Estado independiente y que la mantención del gobierno es inconveniente para los altos intereses de la República y de su Pueblo Soberano”.

			Finaliza el Bando N° 5 con los numerales 12°, 13° y 14°, cuyo texto se transcribe en atención a su relevancia filosófico-política:

			Que estos mismos antecedentes son, a la luz de la doctrina clásica que caracteriza nuestro pensamiento histórico, suficientes para justificar nuestra intervención para deponer al gobierno ilegítimo, inmoral y no representativo del gran sentir nacional, evitando así los mayores males que el actual vacío de Poder pueda producir, pues para lograr esto no hay otros medios razonablemente exitosos, siendo nuestro propósito restablecer la normalidad económica y social del país, la paz, tranquilidad y seguridad perdidas. Por todas las razones someramente expuestas, las Fuerzas Armadas han asumido el deber moral que la Patria les impone de destituir al gobierno que, aunque inicialmente legítimo, ha caído en la ilegitimidad flagrante, asumiendo el Poder por el solo lapso en que las circunstancias lo exijan, apoyado en la evidencia del sentir de la gran mayoría nacional, lo cual de por sí, ante Dios y ante la Historia, hace justo su actuar y, por ende, las resoluciones, normas e instrucciones que se dicten para la consecución de la tarea de bien común y de alto interés patriótico que se dispone cumplir.

			En consecuencia, de la legitimidad de estas normas se colige su obligatoriedad para la ciudadanía, las que deberán ser acatadas y cumplidas por todo el país y especialmente por las autoridades55.

			Luego se encuentra el Decreto Ley N° 1, Acta de Constitución de la Junta de Gobierno, dictado el 11 de septiembre de 1973 por aquella Junta, publicado en el Diario Oficial el 18 de septiembre del mismo año.

			Por su fecha de emisión, el título del documento aludido revela que en ningún momento existió duda, entre los comandos militares, que estos iban a vencer, como pronto ocurrió, a la resistencia armada. La verdad, cada día mejor conocida y documentada, es que las Fuerzas Armadas y la Fuerza Pública controlaron rápidamente el proceso rebelde y opositor. Por lo tanto, fue y es equivocado plantearse la tesis de la guerra, sustentada por el gobierno militar, para intentar justificar los numerosos y graves excesos entonces cometidos56.

			Al tenor del primero de sus considerandos, “La Fuerza Pública (…) representa la organización que el Estado se ha dado para el resguardo y defensa de su integridad física y moral y de su identidad histórica-cultural”.

			Con sujeción al numeral 1° de las decisiones adoptadas, los cuatro máximos oficiales de las Instituciones Armadas acordaron, aquel 11 de septiembre, constituirse en Junta de Gobierno y asumir “el Mando Supremo de la Nación, con el patriótico compromiso de restaurar la chilenidad, la justicia y la institucionalidad quebrantada (…)”. Acto seguido designaron “al General de Ejército don Augusto Pinochet Ugarte como Presidente de la Junta”. Y, por último, declararon que dicha Junta, “en el ejercicio de su misión, garantizará la plena eficacia de las atribuciones del Poder Judicial y respetará la Constitución y las leyes de la República, en la medida en que la actual situación del país lo permita para el mejor cumplimiento de los postulados que ella se propone”.

			El tercero y último de aquellos documentos es la Declaración de Principios del Gobierno de Chile, fechada el 11 de marzo de 1974.

			Sin perjuicio de la síntesis que se hace de ella más adelante, aquí resulta necesario destacar que ese texto contiene la que podría llamarse la ideología del nuevo régimen. Más que un programa, tratábase de la cosmovisión del nuevo gobierno, pues en él fueron planteadas metas, pero no plazos ni medios para lograrlos, todo con una fuerte dosis de nacionalismo, tradicionalismo, cierto corporativismo y manifiesto espíritu autoritario. Los matices humanistas que el documento mencionado contiene aparecen desvanecidos o carentes de trascendencia, ante aseveraciones polémicas en los aspectos indicados. Igual observación cabe dirigir al documento en relación con la democracia, los partidos políticos y el orden internacional.

			35. Etapa de consolidación. En ella es menester recordar el Decreto Ley N° 128, publicado en el Diario Oficial el 16 de noviembre de 1973, pues aclaró que el Mando Supremo de la Nación, asumido por la Junta de Gobierno el 11 de septiembre de ese mismo año, abarcaba el ejercicio de los Poderes Constituyente, Legislativo y Ejecutivo, simultáneamente y no, como pudo con razón hasta entonces sostenerse, que se refería nada más que a las atribuciones del Presidente de la República.

			Tampoco puede olvidarse el Decreto Ley N° 527, publicado en el Diario Oficial el 26 de junio de 1974. Con él se aprobó el Estatuto de la Junta de Gobierno, trazando la distribución de potestades entre los cuatro miembros de dicha Junta, por un lado, y el Presidente de ella, por otro, dejando los Poderes Constituyente y Legislativo a la primera, a la vez que reservando el Poder Ejecutivo al segundo. Además, dicho Estatuto contempló el orden de precedencia, de subrogación y de reemplazo de los integrantes de ese organismo colegiado.

			Por último, una mención especial cabe efectuar al Decreto Ley N° 788, publicado en el Diario Oficial el 4 de diciembre de 1974. En él se contienen normas relativas al ejercicio del Poder Constituyente. Se buscó a través de ese texto resolver, definitivamente, la compleja situación creada con las modificaciones tácitas a la Carta Fundamental de 1925. Para ello se declaró que esos decretos, dictados por miles a partir del 4 de diciembre de 1974 —es decir, desde la publicación del mismo decreto ley en estudio— y que fueran contrarios o distintos al Código Político citado, iban a modificarlo solo si de manera explícita se señalaba que la Junta de Gobierno los había dictado en el ejercicio de la potestad constituyente. Subsistió, entonces, la incertidumbre frente a los decretos leyes dictados con anterioridad a la fecha mencionada.

			36. Etapa de las Actas Constitucionales. La Junta de Gobierno creyó necesario, siguiendo lo planteado en varios discursos por el presidente Pinochet, avanzar paulatinamente o por capítulos en la derogación expresa de la Constitución de 1925 y en la aplicación de la nueva Carta Fundamental. A tal propósito obedeció la dictación de cuatro Actas Constitucionales, criterio que aplicaron el generalísimo Franco en España y el gobierno militar de Brasil a partir de 1964.

			La primera de tales Actas se halla en el Decreto Ley N° 1.319, publicado en el Diario Oficial el 9 de enero de 1976, la cual prácticamente tuvo reducida importancia.

			Dicha Acta creó el Consejo de Estado, supremo cuerpo consultivo del Presidente de la República, integrado por un grupo de personas patrióticas y respetables, con experiencia en ciertos órganos públicos o actividades privadas, todas designadas por el Primer Mandatario. Su misión era solo consultiva, es decir, asesoraba al Jefe de Estado cuando este se lo pedía, obrando siempre reservadamente, a menos que el Primer Mandatario decidiera, para cada caso, lo contrario.

			Su función más importante la cumplió bajo la conducción del ex Presidente de la República, don Jorge Alessandri al elaborar, en 1979-1980, el proyecto de la Constitución de ese año. De su labor quedan actas oficiales, escuetas pero útiles en determinados aspectos. El secreto con que obró, ciertamente, hizo que la opinión pública tuviera información mínima sobre el trabajo del Consejo, habiendo languidecido en sus últimos diez años de funcionamiento57.

			Inspirado en la Constitución de 1833, el Consejo de Estado de 1976 tuvo, en realidad, una suerte parecida a la de su antecesor, pues desapareció en virtud de lo dispuesto en la vigesimosexta disposición transitoria del Código Político de 1980, al entrar en funciones el Senado.

			Las Actas Constitucionales Nos 2, 3 y 4 resultaron más importantes y aparecieron publicadas, conjuntamente, en el Diario Oficial del 13 de septiembre de 1976. Desde entonces, sin embargo, fueron objeto de numerosas modificaciones. Necesario es precisar, sobre este último asunto, que las Actas solo podían ser reformadas en el ejercicio del Poder Constituyente y por medio de reformas expresas que debían incorporarse en su texto.

			Se quiso con tales cuerpos normativos, dotados de supremacía constitucional, avanzar, como se ha dicho, en la normalización de la convivencia jurídica chilena, restringiendo los poderes fácticos de la Junta de Gobierno y del Jefe de Estado, y a la vez dotar de mayor eficacia a las acciones cautelares de los derechos humanos.

			El Acta N° 2, denominada Bases de la Institucionalidad Chilena, corresponde en medida sustancial al capítulo primero de la Constitución de 1980. El acucioso debate ocurrido en la Comisión de Estudio de un anteproyecto de nueva Constitución quedó plasmado, certeramente, en el articulado de esa Acta. En virtud de ella fueron derogados los cuatro primeros artículos de la Carta Fundamental de 1925.

			El Acta N° 3, llamada De los Derechos y Deberes Constitucionales, revisada retrospectivamente permite aseverar que era, en muchos aspectos, idéntica o semejante al capítulo III de la Constitución de 1980. De ella, ineludible es realzar la introducción del recurso de protección en el ordenamiento jurídico chileno, como, asimismo, el principio de ininvocabilidad de preceptos fundamentales para atentar en contra del Estado de Derecho, valioso criterio de interpretación que, lamentablemente, después fue eliminado y no quedó en el Código Político.

			Con sujeción al artículo 12° del Acta Constitucional N° 3, quedaron derogados los artículos 10° y 20° de la Carta Fundamental de 1925, salvo las excepciones señaladas en ese mismo precepto.

			El Acta N° 4, dedicada a los Regímenes de Emergencia, se apartó algo más del capítulo IV de la Constitución de 1980, pues en los artículos 39° a 41° de esta última quedó incorporada, pero solo en parte y, por fortuna no en su integridad, lo que se preceptuaba en aquel texto. Por esta Acta fueron derogados los artículos 44° N° 12° y 72° N° 17° del Código Político de 1925.

			Una escueta apreciación de las cuatro Actas reseñadas conduce a sostener que, en el Acta N° 1, se quiso restaurar un órgano de la antigua y prestigiada institucionalidad republicana de Chile. Pero el presidente Pinochet consultó al Consejo de Estado en contadas y escasas ocasiones. Peor todavía, a veces lo hizo en asuntos de poca importancia o, si pidió una opinión en cuestiones relevantes, no siempre estuvo dispuesto a considerarla. Por eso, la labor de aquel órgano consultivo, además de ser reservada, resultó desconocida y, en medida importante, también intrascendente.

			Las Actas Nos 2, 3 y 4, en cambio, tuvieron por objeto ir derogando los capítulos correspondientes de la Constitución de 1925. La idea, menester es repetirlo, era dictar tantas Actas Constitucionales como capítulos de aquella Carta Fundamental, de manera de abrogarla por partes, salvaguardando la legitimidad del régimen que ya estaba empezando a resentirse. Paralelamente, con tal procedimiento se quería ir arraigando paulatinamente el nuevo orden constitucional, experimentando en los hechos los cambios más significativos y efectuando los ajustes que la experiencia indicara.

			Pero, en la práctica, con tales Actas no se avanzó en el cumplimiento de los objetivos aludidos, pues tampoco existía la voluntad política, por parte de los gobernantes, para cumplirlos. De modo que solo tuvieron, en un régimen de facto, un carácter político superficial que no restringía la potestad de aquel ni robustecía la seguridad en el ejercicio del derecho a la vida, la libertad personal, el debido proceso legal, la libertad de expresión, el derecho de reunión y otros atributos inalienables del ser humano. El ejemplo más elocuente, en tal sentido, fue la improcedencia de los recursos de amparo y de protección contra las determinaciones del Gobierno.

			Las Actas Constitucionales fueron objeto de múltiples modificaciones. Especialmente profundas y negativas resultaron ser las introducidas en el Acta N° 4. En virtud de ellas, se terminó dejando sin vigencia, o recortando tan drásticamente la revisión judicial de las actuaciones de los servicios de inteligencia y seguridad, los cuales conculcaban el ejercicio de los derechos recién nombrados que, en realidad, se convirtió en un estatuto inútil.

			En efecto, en lugar del Acta N° 4 continuó rigiendo una serie de decretos leyes, entre los cuales deben ser mencionados los siguientes: el Decreto Ley N° 640, de 1974, el cual sistematizó las disposiciones relativas a los estados de emergencia; el Decreto Ley N° 684 de 1974, en virtud del cual se facultó al Gobierno para disponer la expulsión o abandono del país de determinadas personas, extranjeras o nacionales; el Decreto Ley N° 1.009 de 1975, que sistematizó las normas sobre protección jurídica de los derechos procesales de los detenidos preventivamente por órganos especializados de seguridad; y el Decreto Ley N° 1.877 de 1977, con el que fueron igualados los estados de sitio y de emergencia desde el punto de vista de las facultades y efectos de ambos.

			37. Aprobación y vigencia de la nueva Constitución. De la críptica trama de sucesos ocurridos en aquellos años no se ha hecho todavía la clarificación suficiente, manteniéndose en secreto una parte importante de la trayectoria político-institucional del régimen militar que culminó con la promulgación, juramento y vigencia de la Carta Fundamental de 1980. Consecuentemente, quedan aún principios y normas de esa Carta Fundamental que carecen de historia fidedigna, con las secuelas de ese absurdo secreto58.

			A mayor abundamiento, falta conocer públicamente documentos oficiales o testimonios fidedignos para disipar o corroborar numerosas conjeturas, aún circulantes, en punto a las razones en atención a las cuales la comisión de estudio del anteproyecto apuró su labor en 1978, mientras que el Consejo de Estado se concentraba en elaborar su proyecto durante 1979 y el primer semestre de 1980, paralelo a lo cual el Presidente de la República y la Junta de Gobierno, asesorados por un pequeño grupo de trabajo, revisaban el texto de aquel Consejo ya en marzo del último año aludido59.

			Probablemente, en las tres etapas reseñadas del proceso nomogenético de la Constitución de 1980 tuvo influencia preponderante el criterio militar, según el cual era indispensable obrar con carácter confidencial en el estudio y aprobación de los asuntos más importantes de aquella, para después llevarlos, vertiginosamente, a la ratificación ciudadana. Pese a que en la segunda parte de este volumen se expondrá brevemente dicho proceso, aquí, al menos, parece imperativo formular severas dudas en torno a esa manera de implantar el Código Político en un país con tradición republicana arraigada, extensa y honrosa, pese a los tropiezos y caídas que ha sufrido. No es indiferente, por lo tanto, el método seguido para aprobar una Constitución en una sociedad con tradición democrática, pues la vigencia real de aquella depende de la coherencia de su texto y espíritu con los valores ya presentes en la cultura chilena.
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			CAPÍTULO  I

			GÉNESIS

			38. Antecedentes. Esta Carta Fundamental fue el resultado de fases, etapas o momentos políticos distintos dentro del régimen militar, pues el gobierno de las Fuerzas Armadas y de Orden no pensó, al menos en un principio, dictar una nueva Constitución. Tal es lo que se colige del numeral 13° del Bando N° 5, en donde se lee que:

			Las Fuerzas Armadas han asumido el deber moral que la Patria les impone de destituir al gobierno que, aunque inicialmente legítimo, ha caído en la ilegitimidad flagrante, asumiendo el poder por el solo lapso en que las circunstancias lo exijan.

			El numeral trascrito da la idea de un gobierno transitorio o de emergencia, sin designios fundacionales, conclusión corroborada por el numeral 12° del mismo Bando N° 5, cuyo tenor es el siguiente:

			Estos mismos antecedentes son, a la luz de la doctrina clásica que caracteriza nuestro pensamiento histórico, suficientes para justificar nuestra intervención para deponer al gobierno ilegítimo, inmoral y no representativo del gran sentir nacional, evitando así los mayores males que el actual vacío del poder pueda producir, pues para lograr esto no hay otros medios razonablemente exitosos, siendo nuestro propósito restablecer la normalidad económica y social del país, la paz, tranquilidad y seguridad perdidas.

			Idéntica intención puede ser desprendida del Decreto Ley N° 1 de 1973, en el cual se señaló, al tenor de lo ya observado, que la Junta de Gobierno había asumido el Mando Supremo de la Nación, es decir, nada más que las potestades del Presidente de la República dentro del orden institucional. Pero se agregó en aquel Decreto Ley que la asunción del Mando Supremo por la Junta fue “con el patriótico compromiso de restaurar la chilenidad, la justicia y la institucionalidad quebrantadas, conscientes de que esta es la única forma de ser fieles a las tradiciones nacionales (…)”.

			De manera que, si nos atenemos a los antecedentes, ni en el lapso anterior a la intervención militar ni en el inmediatamente siguiente a ella existió la intención clara de elaborar, dictar y hacer aprobar un nuevo Código Político.

			39. Comisión de Estudio. El panorama expuesto comenzó a cambiar, sin embargo, en los últimos meses de 1973. En efecto, por decreto supremo (Ministerio de Justicia) N° 1.064, publicado en el Diario Oficial el 12 de noviembre de aquel año, el Presidente de la Junta de Gobierno creó una Comisión “para que estudie, elabore y proponga el anteproyecto de una nueva Constitución Política del Estado y sus leyes complementarias”. Lejos se hallaba, por ende, de ser una comisión constituyente, como se autodenominó en sus tres primeros años de labor, según consta de las actas correspondientes a las primeras 245 sesiones celebradas por ella.

			En ese mismo decreto fueron designados los integrantes de la Comisión, señores Sergio Diez Urzúa, Enrique Evans de la Cuadra, Jaime Guzmán Errázuriz, Gustavo Lorca Rojas, Enrique Ortúzar Escobar, Jorge Ovalle Quiroz y Alejandro Silva Bascuñán. Por decisión de los nombrados, más tarde fue elegido presidente de la Comisión el Sr. Ortúzar, pasando con el tiempo a ser reconocido el organismo por el apellido del comisionado aludido. Debe ser añadido que la Sra. Alicia Romo Román se incorporó el 21 de diciembre de 1973. A raíz de la crisis interna vivida en la Comisión durante marzo y abril de 1977, en junio de ese año fueron incorporados a ella los señores Raúl Bertelsen Repetto y Juan de Dios Carmona Peralta, junto a la Sra. Luz Bulnes Aldunate, quienes reemplazaron a los profesores Silva, Evans y Ovalle, respectivamente.

			Menester es agregar que la Comisión formó subcomisiones, con otros integrantes, encargados del estudio especializado de temas determinados. Así ocurrió con las subcomisiones de Sistema Electoral, Libertad de Expresión, Derecho de Propiedad, Poder Judicial, Estados de Excepción y Regionalización. Ocasionalmente, la Comisión invitó a expertos para oír su opinión en ciertos tópicos y les solicitó opiniones escritas en otros.

			El primer documento evacuado por la Comisión de Estudio fue el Memorándum con las metas u objetivos fundamentales para la Nueva Constitución60, fechado el 26 de noviembre de 1973 y dirigido a la Junta de Gobierno. En la nota adjunta a ese documento, el Presidente de la Comisión señaló:

			Una reforma constitucional, por profunda que pueda ser, debe fundarse en la consideración de los valores que emanan de la evolución política de Chile y en la justa ponderación de numerosas instituciones que han demostrado solidez y eficacia a través del tiempo. Por ello, al fijarse los criterios rectores y los objetivos de una Constitución Política, es preciso reconocer esa tradición jurídica y, al mismo tiempo, considerar los vicios o defectos del sistema que hicieron posible la asunción al poder de un grupo minoritario, cuya política condujo al país al mayor caos moral, político, social y económico de su historia. Igualmente, se contemplarán normas destinadas a evitar y sancionar los procedimientos fraudulentos, arbitrarios e ilegítimos y los resquicios del ordenamiento jurídico que utilizó el marxismo para burlar nuestra institucionalidad, violar reiteradamente las garantías constitucionales, desconocer las atribuciones de los demás Poderes del Estado y destruir nuestra economía y la convivencia de los chilenos.

			En el referido Memorándum se sostuvo que:

			La estructura constitucional descansará en la concepción humanista cristiana del hombre y de la sociedad, que es la que responde al íntimo sentir de nuestro pueblo, y según la cual la dignidad del ser humano, su libertad y derechos fundamentales son anteriores al ordenamiento jurídico, el que debe prestarles segura y eficaz protección. (…) La afirmación de que los derechos esenciales del hombre tienen como fundamento los atributos de la persona humana y no nacen del reconocimiento que les brinde determinado Estado siendo, por tanto, anteriores y superiores a todo ordenamiento jurídico.

			40. Declaración de principios del Gobierno de Chile. El íter hacia una nueva Carta Fundamental fue corroborado en tal Declaración, fechada el 11 de marzo de 1974, pues en ella se planteó la creación de un nuevo sistema constitucional. En seis meses, por lo tanto, la interpretación de las causas, hondura y proyecciones de la crisis del 11 de septiembre, de sus secuelas y de las medidas para superarla había llevado a una redefinición sustancial de las intenciones primitivas. Resumiendo, es posible decir que de restaurar la institucionalidad quebrantada se había transitado a instaurar una nueva institucionalidad.

			Es cierto que el decreto supremo de erección de la Comisión de Estudio de un anteproyecto de Nueva Constitución, expedido el 25 de octubre de 1973 y publicado tres semanas después, presagiaba la magna tarea descrita. Semejante deducción puede ser hecha con respecto al Memorándum que esa Comisión evacuó en noviembre de 1973. Pero, a pesar de ello, plausible es seguir admitiendo que la decisión del Gobierno Militar, en punto a comprometerse con la dictación de una nueva Carta Fundamental, solo vino a cobrar carácter formal y oficial el 11 de marzo de 1974, con la Declaración de Principios ya citada.

			41. Postulados fundamentales. La circunstancia recién aludida obliga a detenerse, aunque brevemente, en los rasgos principales de la Declaración de Principios del Gobierno de Chile.

			Léese allí que el Gobierno de Chile respeta la concepción cristiana del hombre y de la sociedad.

			De acuerdo con lo anterior, entendemos al hombre como un ser dotado de espiritualidad. De ahí emana, como verdadero fundamento, la dignidad de la persona humana, lo que se traduce en las siguientes consecuencias61.

			Efectivamente, en la Declaración se afirma que el hombre tiene derechos naturales anteriores y superiores al Estado; que este último debe hallarse al servicio de la persona y no al revés; que el fin del Estado es el bien común, el cual exige respetar el principio de subsidiariedad; y que el respeto de este principio supone la aceptación del derecho de propiedad privada y de la libre iniciativa en el campo económico.

			Continúa la Declaración trazando el objetivo fundamental de la reconstrucción iniciada por el régimen militar: hacer de Chile una gran nación, para lo cual “entiende a la unidad nacional como su objetivo más preciado, y que rechaza toda concepción que suponga y fomente un antagonismo irreductible entre las clases sociales”62.

			Se afirma más adelante:

			Conforme a la inspiración portaliana que lo guía, el Gobierno de las Fuerzas Armadas y de Orden ejercerá con energía el principio de autoridad, sancionando drásticamente todo brote de indisciplina o anarquía (…). Despersonalizará el Poder, evitando todo caudillismo (…). Se colocará siempre por encima de todo grupo particular de cualquier naturaleza, desterrando el juego de las influencias, protegiendo al más débil de todo abuso por parte del más fuerte, y siendo el árbitro que resuelva, sin complejos ni favoritismos, en la mira únicamente del bien común y de la justicia63.

			Por último, en la Declaración se fue enfático para expresar:

			Nuestro orden jurídico ha sido siempre reflejo del aprecio profundo que el chileno siente por la dignidad espiritual de la persona humana y, consiguientemente, por sus derechos fundamentales (…). Los derechos humanos deberán reforzarse para que su ejercicio pueda ser efectivamente disfrutado por todos, y ampliarse a sus manifestaciones sociales más modernas64.

			Consecuente con lo expuesto, el gobierno castrense proclamó que había asumido “la misión histórica de dar a Chile una nueva institucionalidad, trascendiendo de una mera labor rectificadora, para entrar de lleno en el audaz campo de la creación. Punto capital de esa nueva institucionalidad será la descentralización del Poder, tanto en lo funcional como en lo territorial”65.

			Culminaba la Declaración sosteniendo:

			Las Fuerzas Armadas y de Orden no fijan plazo a su gestión de Gobierno, porque la tarea de reconstruir moral, institucional y materialmente al país requiere de una acción profunda y prolongada. En definitiva, resulta imperioso cambiar la mentalidad de los chilenos. No obstante, aunque no se fije plazo, la Junta de Gobierno entregará oportunamente el Poder político a quienes el Pueblo elija a través del sufragio universal, libre, secreto e informado. Las Fuerzas Armadas y de Orden asumirán, entonces, el papel de participación específicamente institucional que la nueva Constitución les asigne, y que será el que debe corresponder a los encargados de velar por la Seguridad Nacional, en el amplio significado que dicho concepto tiene en la época actual66.

			42. Etapas del proceso. En la génesis de la Constitución vigente pueden distinguirse tres etapas, cuyos rasgos más importantes son resumidos a continuación.

			A.	Comisión de Estudio. Se ha señalado ya que el 12 de noviembre de 1973 fue publicado en el Diario Oficial el decreto del Presidente de la Junta de Gobierno mediante el cual se creó una Comisión cuya misión era estudiar, elaborar y proponer un anteproyecto de una nueva Carta Fundamental. La Comisión funcionó desde los últimos días de octubre de 1973 hasta el 18 de octubre de 1978. Por regla general, lo hizo en privado. De la Comisión dependieron varias subcomisiones.

			Invitados a exponer sus puntos de vista acudieron algunos especialistas, preponderantemente chilenos. También fueron invitados dirigentes gremiales y sindicales. Representantes de las instituciones armadas tuvieron oportunidad de entregar sus planteamientos. Pero es difícil ignorar que las opiniones así oídas fueron seleccionadas, sobre todo ideológicamente, quedando valiosos puntos de vista, por lo común disidentes, omitidos de los anales fidedignos.

			La obra de la Comisión consistió en la elaboración del anteproyecto aludido. De los debates y acuerdos ocurridos en ella quedó constancia en 417 actas de sesiones, en general prolijamente redactadas por su secretario y su prosecretario, Rafael Eyzaguirre Echeverría y Rafael Larraín Cruz, respectivamente.

			Pero debe insistirse, para corregir errores reiterados, que la aludida fue una comisión de estudio de un anteproyecto de nuevo Código Político. Consiguientemente, jamás tuvo ella competencia para obrar como comisión constituyente, ni tampoco era su misión elaborar el texto de la Carta Fundamental que comenzaba a gestarse. Por eso, tiene que ser calificada de equivocada la autodenominación de comisión constituyente que aquel órgano se dio, por lo menos hasta el 19 de agosto de 1976, fecha esta de la sesión N° 245 que ella celebró.

			Queda claro, entonces, que la primera etapa culminó con la elaboración de un mero anteproyecto articulado, antecedido de un informe explicativo de las ideas precisas de aquel. Pese a ello, debe ser realzado que la obra de la Comisión Ortúzar resultó determinante, en lo positivo y en lo criticable, para el texto que llegó a convertirse en la Constitución de 1980.

			B.	Consejo de Estado. Este órgano consultivo estuvo dedicado al estudio del anteproyecto referido, para lo cual sesionó, a puertas cerradas y en cincuenta y una reuniones, entre enero de 1978 y julio de 1980.

			El Consejo de Estado elaboró el proyecto de la nueva Constitución. Se conocen ahora, además, las actas manuscritas de esas sesiones, bastante breves y de inferior calidad que las de la Comisión Ortúzar, pese a lo cual cabe añadir que algunas de ellas contienen explicaciones útiles, especialmente en ligamen con los cambios que el Consejo introdujo al anteproyecto. Afortunadamente, estas actas han sido publicadas, en dos volúmenes, merced a la recopilación hecha por Jaime Arancibia Mattar67 y colaboradores.

			El Consejo de Estado tomó como base de su labor el texto aprobado por la Comisión, pero le introdujo diversas e importantes enmiendas. Por ejemplo, no aceptó el dominio máximo legal ni la potestad reglamentaria autónoma; consideró superfluo el precepto que aseguraba el respeto por la ley a la esencia de los derechos asegurados en la Constitución; contempló el pago siempre al contado de la indemnización por la expropiación de cualquier propiedad; trazó un cronograma preciso, de cinco años, para la transición desde el régimen militar a la democracia, con un Congreso bicameral, una de cuyas ramas iba a ser designada por la Junta de Gobierno, mientras que el Senado sería nombrado por el Presidente de la República, etc.68.

			Es claro, entonces, que el Consejo de Estado elaboró el proyecto de una nueva Constitución y un informe explicativo de sus características principales. Y debe añadirse que, en diversos tópicos relevantes, hubo votos de minoría, v. gr., el de los señores Carlos Cáceres Contreras y Pedro Ibáñez Ojeda acerca del régimen político con el sistema electoral, los partidos, la autoridad del Primer Mandatario y la mantención del Consejo de Estado69.

			C.	Junta de Gobierno. Transcurrió esta tercera fase desde marzo de 1980 a los primeros días de agosto del mismo año. Se realizó de manera paralela al estudio del anteproyecto por parte del Consejo de Estado.

			Participaron, además del Presidente de la República y los miembros de la Junta, un grupo de trabajo integrado por el ministro del Interior, Sergio Fernández Fernández; la ministra de Justicia, Mónica Madariaga Gutiérrez, y los auditores generales de las Fuerzas Armadas y de Carabineros. Actuó como ministro de fe el secretario de Legislación de la Junta, almirante Mario Duvauchelle Rodríguez. Por años pensamos que nada escrito, con caracteres oficiales y públicos, había quedado de un grupo tan reducido y sigiloso. En realidad, su labor no había sido difundida y tampoco reconocida. La tarea decisiva que realizó, en consecuencia, se desprendía de algunos testimonios de quienes participaron en ella70. Afortunadamente, ha sido publicada una monografía que salva, en gran parte, los reproches aludidos71.

			En agosto de 1980, lo que hoy ya resulta nítido es que el Presidente y la Junta, tras reunirse reservadamente, tenían estudiado el texto por sí mismos y con la colaboración del grupo asesor aludido. Lamentablemente, el secreto con que obraron mantuvo por décadas el sigilo de sus debates y consensos. No se conocían aún, repetimos, las actas oficiales de tales reuniones, circunstancia que perjudicó la interpretación y aplicación de los preceptos que introdujo la Junta al Proyecto del Consejo o los que modificó de este último. Los cambios así incorporados al texto no fueron menores, v. gr., el régimen completo de la transición, con la deplorable disposición vigesimocuarta transitoria incluida.

			Pues bien, en la noche del 10 de agosto de 1980, el general Pinochet anunció, en discurso al país, que la Junta de Gobierno, en el ejercicio de la potestad constituyente, había aprobado la nueva Constitución y que convocaba a la ciudadanía a plebiscito para el 11 de septiembre, con el objeto de ratificar el nuevo Código Político.

			Al día siguiente apareció publicado en el Diario Oficial el Decreto Ley N° 3.464, con el texto de la nueva Carta Fundamental que iba a ser plebiscitada. El día subsiguiente se conoció el Decreto Ley N° 3.465, con el llamado al cuerpo electoral y las normas que regirían la realización de aquel acto ratificatorio del Código Político.

			Necesario es recordar que, con sujeción al Decreto Ley N° 3.465, fue obligatorio votar para los chilenos mayores de 18 años de edad, incluso los analfabetos y no videntes. También se otorgó la posibilidad de sufragar a los extranjeros mayores de edad y con residencia legal en Chile.

			La cédula oficial con la cual se manifestó la decisión del votante fue confeccionada por el Ministerio del Interior. Votaron separadamente los varones y las mujeres. Las mesas receptoras de sufragios estaban integradas por un presidente, designado por cada alcalde, y por dos vocales, sorteados de entre quienes se presentaron voluntariamente a cumplir tal función.

			Se realizaron escrutinios por comuna, provincia y región. El escrutinio general fue practicado por el Colegio Escrutador Nacional encabezado por el Contralor General de la República, Osvaldo Iturriaga Ruiz. Hubo un solo reclamo, fundamentado, impugnando el referendo, pero fue desestimado.

			43. Aprobación, promulgación y vigencia. En el plebiscito del 11 de septiembre 1980 se aprobó, por amplia mayoría, la nueva Constitución.

			Efectivamente, el 67,04% votó por la opción afirmativa, incluido en esa cifra el 1,33% de los sufragios en blanco. El 30,19% de los ciudadanos se pronunció por el rechazo de la nueva Constitución, registrándose 2,77% de votos nulos.

			La Constitución fue promulgada el 21 de octubre de 1980 en la sala de plenarios del edificio Diego Portales. Luego fue oficiado un Tedeum por el cardenal arzobispo de Santiago, monseñor Raúl Silva Henríquez. En el recién reconstruido, restaurado y alhajado Palacio de La Moneda tuvo lugar la ceremonia de juramento de la nueva Carta Fundamental. Esta entró en vigencia, de manera bastante parcial, el 11 de marzo de 1981, pues la totalidad de sus principios y normas solo comenzó a regir nueve años después de esa fecha.

			Antes del plebiscito y durante su realización, fue impugnada la legitimidad del veredicto ciudadano. Pero tan pronto se conoció el resultado del plebiscito recrudeció el cuestionamiento sobre la transparencia y confiabilidad del mismo y, por ende, de su resultado. En realidad, aquel fue celebrado bajo estado de sitio y de emergencia, con censura en los medios de comunicación social, sin un tribunal electoral imparcial y con la oposición democrática desarticulada, v. gr., al encontrarse proscritos todos los partidos políticos y muchos líderes en el exilio.

			Esas circunstancias explican no solo la pugna sobre la legitimidad del nuevo Código Político, sino que, además, el porqué, tras la derrota del general Pinochet en el plebiscito del 5 de octubre de 1988, aquel tuvo que ser hondamente reformado. Con sensatez, visión y franqueza, muchos de quienes se oponían a los cambios terminaron aceptando introducirlos para salvar a tan cuestionada Carta Fundamental. Quedó así de relieve que la intención de perpetuar la Constitución, sobre la base de hacerla formalmente pétrea o irreformable, era un camino solo formal, equivocado en el fondo y que siempre termina en fracaso72.
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			CAPÍTULO  II

			CARACTERÍSTICAS

			El tópico será examinado desde un ángulo formal y sustantivo, sucesivamente. Se limitará el análisis a los rasgos generales de la Carta Fundamental.

			Debe ser destacado, sin embargo, que el estudio del tema es relevante al menos por las razones siguientes: primero, porque permite adquirir una visión sistemática o de conjunto de la Ley Suprema, facilitando la comprensión de sus partes y la tarea de interpretarlas en su contexto; y, segundo, en atención a que lleva a tomar una posición razonada acerca de las reformas en debate y de otras que puedan estimarse también pertinentes.

			Sección Primera

			Rasgos formales

			44. Justificación del análisis. Dichas características no son las más interesantes ni de mayor trascendencia. Pero la Constitución es un texto con cierta fisonomía, la cual la convierte en el más político de los libros jurídicos o, al revés, en el más jurídico de los volúmenes políticos73.

			Teniendo presente tal advertencia, conviene meditar en torno a los nexos que existen entre los aspectos formales y los sustantivos de una Constitución, más que nada en donde la cultura jurídica positivista sigue —como en Chile— haciendo sentir su influencia en la idea y aplicación de la Carta Fundamental.

			Imperativo resulta, en análogo sentido, tener presente que el Código Político es un sistema del cual son partes sus elementos sustantivos y formales, siendo a menudo difícil separar unos de otros debido a la interrelación que existe entre ellos. Por supuesto, lo escrito posee consecuencias en la interpretación de la Ley Suprema.

			En esa vertiente, y por ejemplo, se plantea la incidencia que el procedimiento generativo de una Constitución tiene en la legitimidad sustantiva de sus principios y normas, ya que en el Derecho no todo proceso nomogenético produce resultados legítimos74. Por lo mismo, el debido proceso no es una exigencia adjetiva, sino que un derecho humano esencial, postulado básico irrebatible del Estado de Derecho, trátese del ámbito jurisdiccional, que es el suyo típico, o del proceso generativo de la ley, de los actos de la administración o, en definitiva, de los de cualquier ente público.

			Además, los aspectos formales influyen en la interpretación de la Carta Fundamental. Piénsese, v. gr., si el texto está redactado con claridad y precisión; si es completo o sin lagunas ostensibles; si los términos técnicos han sido correctamente empleados; si existe secuencia lógica entre sus partes; si han sido o no cuidados los ligámenes entre sus valores, principios y normas; en fin, si se hallan o no contempladas disposiciones transitorias para regular, con acierto, el paso de uno a otro régimen fundamental.

			45. Constitución nueva. No cabe discusión frente a si la Carta Fundamental de 1980 es una reforma de la anterior, como ocurrió con la Constitución de 192575, o si se trata de un Código Político nuevo.

			La Constitución de 1980 fue, en efecto, concebida, estudiada, redactada y aprobada con el propósito de reemplazar a la Carta Fundamental precedente. Tras un breve lapso inicial, de confusión o incertidumbre, no hay duda de que el Gobierno de la época tuvo siempre presente la idea de implantar una nueva Constitución, probablemente a raíz de reputar fracasada a la anterior. Nunca se avanzó, por ende, en la hipótesis de una modificación, por sustancial que fuera, de la Carta Fundamental de 1925. El Memorándum con las metas u objetivos para la nueva Constitución, acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Estudio de un anteproyecto de Carta Fundamental y fechado el 26 de noviembre de 1973, corrobora lo sostenido aquí, como también lo hace la Declaración de Principios del Gobierno de Chile del 11 de marzo de 197476.

			Tan solo podría acudirse al numeral 1° del Acta de Constitución de la Junta de Gobierno, difundida el 11 de septiembre de 1973, para apuntalar la tesis contraria77. Léese en el artículo 1° de ese Decreto Ley, en efecto, que la Junta aludida asumió el Mando Supremo de la Nación “con el patriótico compromiso de restaurar la chilenidad, la justicia y la institucionalidad quebrantadas, conscientes de que esta es la única forma de ser fieles a las tradiciones nacionales, al legado de los Padres de la Patria y a la Historia de Chile”.

			Y, con empeño, en la misma vertiente podrían ser situados los numerales 12° y 13° del Bando N° 5 de la Junta de Gobierno78, porque allí se emplean términos como “reestablecer la normalidad” y “asumir el Poder por el solo lapso en que las circunstancias lo exijan”.

			46. Texto extenso. Más que por su elevado número de artículos permanentes, originalmente 120 y actualmente 149, sobre todo en consideración a las 28 disposiciones transitorias, esta característica fluye de algunos preceptos de la Carta Fundamental extremadamente largos79.

			Véase, por ejemplo, el artículo 19°, el cual tiene veintiséis números. Idéntica observación vale para el artículo 32°, o respecto del artículo 63° y del 93°. En efecto, de la lectura de dichos preceptos cabe concluir que la concisión no es cualidad general de nuestra Constitución.

			Obviamente, tan dilatada normativa es incongruente con la elegancia de estilo que debe singularizar a una Carta Fundamental. Además, esa extensión no facilita la consulta, la cita ni la aplicación de sus normas.

			En análogo sentido puede ser mencionado el detalle con que aún se regula el tópico de la nacionalidad80, el de los estados de excepción y las prohibiciones parlamentarias81.

			Pese a su longitud, sin embargo, el Código Político requiere a menudo la dictación de leyes complementarias, v. gr., las orgánicas constitucionales o las de quórum calificado. Trátase, por ende, de una Constitución que contempla el principio de reserva legal con amplitud, tanto en sentido material como formal.

			47. Lenguaje claro. En general, la Constitución se halla escrita en términos sencillos, con estilo sobrio y bien estructurado en la secuencia de sus partes. Estos rasgos son particularmente aplicables a sus tres primeros capítulos, cuya comprensión se facilita por las actas prolijas en que consta la historia fidedigna de los debates y acuerdos de la Comisión de Estudio pertinente.

			Sin embargo, la Carta Fundamental, tanto su texto original como el actual, adolece de algunas disposiciones mal redactadas, ripio o maleza de su texto que es impropio de ella, aunque difícilmente corregible por la preeminencia que tienen las reformas sustantivas y que tampoco son fáciles de aprobar.

			Así, y como ejemplo, se menciona el artículo 1° inciso 4°, porque la Constitución asegura, reconoce y protege los derechos fundamentales, pero no los establece como se lee allí; en tanto, está también el artículo 19° N° 7°, cuyas letras g) y h), siendo del todo ajenas a la libertad personal o seguridad individual aparecen, sin embargo, incluidas en esta garantía, con la repercusión que ello tiene en el recurso de amparo y no de protección deducible para cautelar lo allí asegurado.

			En semejante orden de ideas puede señalarse el artículo 19° en sus Nos 10° y 11°, ya que los incisos 4°, 5° y 6° del primero de dichos numerales versan sobre la libertad de enseñanza y no se refieren al derecho a la educación. A ese defecto se suma la falta de puntuación después de la palabra enseñanza, en la primera línea del N° 11° citado, aclarando así cuál es el núcleo esencial del derecho asegurado y distinguiendo ese núcleo de lo que, como derivación, él lleva consigo.

			Es observable también el artículo 19° N° 26°, el cual asegura a todas las personas la seguridad jurídica, pudiendo haber sido empleado otro término como certeza o algún sinónimo82.

			En fin, el inciso 10° del artículo 19° N° 24° versa sobre los yacimientos de cualquier especie, existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional. Compárese tal incorrección de lenguaje con el empleado en la norma correspondiente de la ley orgánica constitucional sobre concesiones mineras y la atinente del Código de Minería83.

			48. Estructura clásica. Así es, entre otras, por las razones que se exponen enseguida:

			A.	Carencia de preámbulo. Si bien la Comisión de Estudio lo había establecido en su anteproyecto, el Consejo de Estado lo transformó en el capítulo I de su proyecto, criterio que la Junta de Gobierno ratificó84.

			Piénsese hasta qué punto fue o no esa una decisión razonable, ponderando que las constituciones chilenas —salvo, principalmente, la de 1833— han carecido de preámbulo, pero que esta no es una razón que justifique suprimirlos, v. gr., de cara al positivismo85. Reflexiónese también en torno del sentido y utilidad de los preámbulos a propósito de su inclusión o no en un Código Político. Desde luego, se afirma aquí que no es necesario que ellos sean extensos para que cumplan una función interpretativa importante. Así, el breve pero rico preámbulo de la Constitución estadounidense de 1787 ha resultado utilísimo en la labor hermenéutica86.

			B.	Secuencia tradicional. Tras las Bases de la Institucionalidad, aparece la parte dogmática y después la parte orgánica, quedando la parte relacional, o sea, la que incluye las acciones y recursos procesales, el sistema electoral, las libertades de información y opinión, los derechos de reunión, de petición y de asociación, por ejemplo, dispersos a lo largo del articulado.

			C.	Realce del Gobierno. El clasicismo de la Constitución de 1980 se esfuma en la secuencia de los capítulos IV y V, que configuran la parte orgánica. Efectivamente, invirtiendo la que es regla general tanto en el derecho comparado87 como en la historia constitucional chilena, en la Carta Fundamental de 1980 el capítulo IV, dedicado al Gobierno, es anterior al capítulo destinado al Congreso Nacional. Este orden no es casual, pues se trata con él de subrayar la primacía del Presidente de la República, en cuanto Jefe de Estado y de Gobierno88, en parangón con el Parlamento y los demás órganos constitucionales.

			Cierto es que la comentada es una tendencia instituida en la Carta Fundamental de 1833, invertida mediante las reformas de 1874 y años siguientes, aunque restablecida en la Constitución de 1925 y sus modificaciones de 1943 y 1970. Pero, aun así, y reconociendo todo ese proceso, nunca las constituciones chilenas habían llegado a la hegemonía, formal al menos, del Jefe de Estado en los términos con que la traza el actual Código Político.

			49. Naturaleza dual. El texto tuvo y conserva aún en parte dos constituciones, si bien muy reducida la segunda por la reforma de 2005. Enunciamos a continuación algunas razones en apoyo de tal aseveración:

			A.	Constitución transitoria. Hubo y quedan todavía vigentes preceptos de tal Constitución, la cual rigió desde el 11 de marzo de 1981 hasta el 10 de marzo de 1990.

			Relevante es enfatizar el rasgo expuesto, pues esa Carta Fundamental sigue en vigor en algunos de sus aspectos, v. gr., las disposiciones transitorias primera, tercera, cuarta, quinta y sexta. Por último, no puede omitirse la disposición transitoria décima, sobre autonomía municipal, a raíz de no haber sido todavía despachada toda la legislación complementaria de rigor; ni la disposición transitoria vigésima, atendido que sigue sin ser dictada la legislación que crea los tribunales especiales allí señalados. Claro lo anterior, añadimos que resulta ostensible la tendencia a dictar disposiciones transitorias nuevas, probablemente en atención a consensos precarios y que, por lo mismo, quedaron lejos de acuerdos sólidos en los puntos respectivos. Consúltense, por ejemplo, las disposiciones transitorias decimoquinta y vigesimocuarta.

			B.	Código Político permanente. Es tal el elaborado e implantado para regir indefinidamente, lo cual sucedió en plenitud desde el 11 de marzo de 1990. A él se refiere todo el articulado desde el 1° al final, esto es, el artículo 129°, conforme a su texto refundido fijado en septiembre de 2005.

			C.	Utilidad de la distinción. Importante es destacar, a propósito de la característica recién enunciada, que la Constitución transitoria imperante hasta 1990, en lo relativo a su texto original, y la Constitución permanente, son sustancial y formalmente distintas, sobre todo en cuanto a la génesis y distribución del ejercicio del poder entre los órganos estatales; al control y la responsabilidad de tal ejercicio; a las facultades extraordinarias de aquellos órganos ante las restricciones —y también violaciones— a los derechos humanos; en fin, son diferentes en lo atinente a las funciones de las Instituciones de la Defensa Nacional en el sistema gubernativo89, diferencia que se ha hecho más patente con la reforma de agosto de 2005.

			Efectivamente, la Constitución transitoria se caracterizaba por una concentración, aún más fuerte, del ejercicio de poder en el Presidente de la República y la Junta de Gobierno. La Constitución permanente, en cambio, corresponde al principio de separación de las funciones estatales en órganos independientes, aunque relacionados y recíprocamente controlados, con el claro desequilibrio formal que ya fue reconocido en favor del Primer Mandatario.

			Afortunadamente, la reforma de 2005 eliminó ciertos roles de las instituciones armadas, los cuales fueron ejercidos por sus mandos superiores en el Consejo de Seguridad Nacional, en ligamen con órganos constitucionales, tanto de índole técnica como política. Tales eran algunos de los denominados enclaves autoritarios, los cuales mantuvieron rasgos de la Constitución transitoria, por ejemplo, para prevenir dificultades surgidas con ocasión de la indagación judicial de los casos de violaciones recién aludidos.

			50. Rigidez. Desde el ángulo del procedimiento aplicable a la reforma de su texto90, es una Carta Fundamental difícil de modificar, aunque no llega al extremo de ser pétrea o granítica91. Empero, tampoco cabe atribuir tanta importancia a la barrera procesal, prueba de lo cual son las sesenta enmiendas efectuadas, haciendo al Código Político vigente el más reformado de nuestra historia republicana y, de paso lo realzamos, el más enmendado del mundo en la actualidad.

			En concreto, con anterioridad a la reforma de 2005, no había enmienda si la cámara revisora del Congreso rechazaba el proyecto en general, pese a que el Presidente de la República y la cámara de origen hubiesen estado de acuerdo en aprobarlo. Pero podía llegarse al tercer trámite, como último, cuando la cámara revisora efectuaba modificaciones al texto aprobado por la cámara de origen y ambas ramas coincidían en introducir otros cambios en dicho trámite final. Así ocurrió con la reforma que votó el Congreso Pleno el 30 de agosto de 1997.

			Téngase presente, asimismo, que el régimen de las comisiones mixtas92 para lograr consenso en los proyectos de ley era inaplicable a las reformas constitucionales, habiéndose rechazado en el Senado una moción destinada a extenderlo a estas últimas. Hoy, ese reparo está superado.

			Por otra parte, y con sujeción al artículo 127° inciso 2°, hay que distinguir entre los dos grupos de capítulos allí señalados, existiendo algunos cuya reforma es más difícil, dado que el quórum exigido para aprobarlas es más alto. Por ejemplo, si la enmienda recae sobre cualquiera de las materias incluidas en el capítulo VIII (Tribunal Constitucional) o en el capítulo XI (Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública), entonces necesita para ser aprobada en cada Cámara el voto conforme de las dos terceras partes (66,7%) de los diputados y senadores en ejercicio. Para otras enmiendas, en cambio, el quórum aprobatorio se rebaja a las tres quintas partes (60%) de esos parlamentarios. En dicho inciso 2° radicaba el escollo mayor para imponer la sustitución de la Carta Fundamental, reemplazándola por la que elaborara una eventual asamblea constituyente.

			Las cuestiones planteadas llevan a reflexionar sobre si tal diferencia de quórum es aplicable, por igual, a la aprobación en general de un proyecto de reforma constitucional y a su aprobación en particular, o si solo rige para la segunda.

			La lógica jurídica, el texto y contexto del Código Político en el rubro confluyen en que resulta menester diferenciar entre las materias cuya modificación será votada, no sometiéndolas todas al mismo quórum de votación, sea este el más bajo o el más elevado. En un mismo proyecto, efectivamente, puede plantearse el cambio de principios y normas constitucionales que se hallan en capítulos distintos de la Carta Fundamental. Cumplido tal requisito de diferenciación, entonces el quórum para aprobar en general una modificación tiene que ser igual al requerido para despacharla en particular.

			La modificación constitucional de 2005 efectuó sustanciales enmiendas al capítulo XV, relativo a la reforma de la Constitución, pues conforme a lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 127° de ella, en lo no previsto en dicho capítulo serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, debiendo respetarse siempre los quórums antes señalados. Por tanto, tienen vigencia, entre otras, la urgencia, la formación de comisiones mixtas, las insistencias, los plazos para promulgación y publicación, etc. Del mismo modo, se eliminó el trámite del Congreso Pleno. En consecuencia, concluida su tramitación en el Congreso Nacional, el proyecto pasa directamente al Presidente de la República para su promulgación, veto o convocatoria a plebiscito, si procediere93.

			51. Consecuencias. Los rasgos formales de la Constitución repercuten en su contenido. En el Derecho, como principio general, podemos afirmar que las características externas son importantes, especialmente cuando ellas se refieren a procedimientos que producen, si son racionales, resultados materiales o sustantivos legítimos. Para que logre institucionalizarse la Carta Fundamental, por ende, no es irrelevante que haya sido establecida y modificada ciñéndose al procedimiento establecido al efecto.

			En esa misma medida, ella se aparta de los códigos políticos efímeros, porque han sido impuestos u otorgados desde arriba por dictaduras o autoritarismos. Es un problema, entonces, que nuestra Ley Suprema haya surgido aplicando ambos tipos de procedimiento, porque se provocan tensiones entre ellos que afectan la consolidación o institucionalización referida.

			La Constitución en vigor posee, sin duda, aristas formales acentuadas, morigerables en algunos aspectos por la voluntad de entendimiento que se demuestre entre los principales órganos políticos. En lo demás, recae en la jurisprudencia constitucional hacerlo con interpretación finalista.

			No es cuestión accesoria, por último, la concerniente a la rigidez constitucional. Útil es efectuar aquí un recuerdo ilustrativo. En efecto, a propósito de la reforma propuesta por el Presidente de la República el 18 de marzo de 1997, en punto a suprimir los senadores designados e incorporar a la Cámara Alta a los ex jefes de Estado, cualquiera que hubiera sido su permanencia en el cargo sin haber sido destituidos, se replanteó el asunto de la rigidez. El acuerdo sobre esa reforma aparecía seguido por otra enmienda, consistente en elevar los quórums necesarios para la aprobación de modificaciones de las leyes que requerían votación calificada. El asunto se vinculaba, por ende, también con la seguridad jurídica. Finalmente se llegó a consenso, concretado en el inciso 2° de la disposición transitoria decimotercera, actualmente en vigor.

			Afortunadamente, el consenso fue alcanzado para introducir las enmiendas que requiere la Carta Fundamental, incluidas en el informe de la comisión del Senado fechado el 6 de noviembre de 2001. Entonces, cabría ahora esperar que se superara la discusión en torno a la asamblea constituyente, habilitada para plantear, debatir y aprobar una Carta Fundamental íntegramente nueva. Retornaremos al tópico al finalizar esta segunda parte del presente tomo, pero desde ya afirmamos que todo cambió desde el 18 de octubre de 2019. Pese a ello, repetimos nuestra esperanza en punto a que la nueva Constitución se estabilice indefinidamente y que la jurisprudencia despliegue, aún más que el legislador y la doctrina, el espíritu de sus valores, principios y normas, sean los actuales o aquellos que le sean incorporados en el futuro.

			Sección Segunda

			Características sustantivas

			Procede destacar solo algunos rasgos, con lo cual quedará aclarado que este es un asunto más vasto y difícil. Para mayor claridad de la exposición y de su ulterior estudio, se ha organizado el análisis en torno de las dos partes clásicas en que se dividen las constituciones.

			I. Parte dogmática

			52. Definición axiológica. Dotada de una nítida orientación valórica, la Carta Fundamental de 1980 se halla cimentada sobre ciertos ideales, los cuales resultan determinantes al momento de interpretarla de buena fe para llevarla a la práctica. He aquí una de las huellas más profundas que el tiempo dejó en quienes redactaron los sucesivos textos que culminaron en la Constitución hoy en vigor y que, con sus numerosas reformas, no es razonable seguir llamándola Constitución de 1980.

			Por ejemplo, aparecen expresamente mencionadas la dignidad de la persona y los derechos naturales o innatos de ella. Otro tanto ocurre con el bien común, la seguridad nacional y la separación de lo político y lo social. Debe también ser mencionada la subsidiariedad del Estado, reconocida como base institucional y concretada principal, aunque no solamente, en el ámbito de la protección de la salud, la enseñanza y la gestión empresarial. Imperativo es también insertar aquí el carácter servicial que debe tener el Estado en relación con la persona humana, excluyéndose la autojustificación del primero y subrayándose que es instrumental a los fines humanistas. En fin, no se puede silenciar la mayor autonomía de las organizaciones sociales o instituciones privadas frente al Gobierno, así como tampoco el principio de la libertad de afiliación y desafiliación en materia profesional, sindical, gremial u otra94.

			No es, por ende, una Constitución neutra, susceptible de las más diversas y encontradas interpretaciones por su indefinición axiológica. El Código Político en vigor, por el contrario, se halla claramente comprometido con valores matrices del constitucionalismo, que pueden ser resumidos aludiendo al humanismo y al poder o soberanía obligado a servirlo, estando siempre limitado y encausado por el Derecho.

			53. Nuevos derechos. Tal sucede con el justo o debido proceso que debe observar todo órgano que ejerza jurisdicción y no solo los Tribunales de Justicia95. Igual ocurre con el derecho a la intimidad, al honor y al respeto de la vida pública96. Alusión merece, igualmente, el derecho a la seguridad personal97 en cuanto complementaria pero diferente de la libertad ambulatoria o individual. Recuérdese también el derecho a la negociación colectiva, pero advirtiendo que él se contempla nada más que con la empresa en que el trabajador labora98. El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica lícita99, a no ser discriminado por el Estado y sus organismos en materia económica100 y a vivir en un medio o ambiente libre de contaminación101 son, asimismo, novedades importantes y agrupables en torno del orden público económico. En fin, algo semejante ocurre con el derecho a que sea siempre reconocida y respetada por la ley tanto la esencia o núcleo característico de cada atributo subjetivo asegurado, cuanto el libre ejercicio del mismo102, supragarantía que puede llamarse derecho a la certeza legítima o seguridad jurídica103.

			54. Preeminencia de la dignidad. Antes, y sobre los derechos públicos subjetivos mencionados y otros más, en la Constitución consta hoy proclamado el valor de la dignidad de la persona humana, nada menos que en el umbral, esto es, al comienzo del primero de sus artículos104.

			La dignidad humana se erige así en el valor sustentante de aquellos derechos inalienables, en la fuente o base de arranque de ellos, y debe ser tan respetada y promovida como estos105.

			55. Catálogo completo. Ninguna Constitución chilena proclamó un conjunto tan exhaustivo de derechos humanos como la de 1980.

			Piénsese, empero, qué es necesario para infundir vigencia sociológica a tan espléndida proclamación formal. Pronúnciese cada cual si existe en medida aceptable, aunque ciertamente nunca total, el cúmulo de requisitos aludidos, v. gr., sobre accesos al legislador, al jerarca administrativo central, regional o municipal, a la judicatura, a los entes contralores, etc.

			Reflexiónese, por último, en torno de la igualdad de oportunidades para llegar a disfrutar los atributos asegurados106, valor cuya realización asume la materialización de esfuerzos, públicos y privados. En esa perspectiva, el énfasis debe recaer en los sectores con aspiraciones, intereses o características infraprotegidas, como sucede con la juventud y la tercera edad, la familia, la mujer, la persona enferma y el consumidor107.

			56. Primacía de los derechos individuales. En general, la nueva Constitución reconoce tales derechos. Escasamente se refiere a los derechos económico-sociales y, a menudo, tampoco los protege porque, tratándose de estos últimos, desconoce a sus titulares la facultad para deducir las acciones y recursos destinados a cautelarlos.

			¿Era diferente, sin embargo, la situación bajo el imperio de la Constitución de 1925 y sus reformas? Esta, sin duda, al cabo de las grandes modificaciones que tuvo, llegó a articular un elenco rico en derechos sociales, pero ¿eran ellos realizables o, por el contrario, quedaron en proclamaciones bien intencionadas?

			Hasta septiembre de 1973, la respuesta común se hallaba en la capacidad de acción y los recursos del Estado-Gobierno, el cual no rara vez careció de ellos o los utilizó en forma deficiente o insuficiente. Por lo mismo, y sin restar mérito a los esfuerzos entonces desplegados ni a los avances importantes que, por ellos, experimentó la población en su bienestar, lo cierto es que los derechos eran más declamaciones que realizaciones, con la frustración, manipulación y agitación consecuentes. Agréguese a esa crítica la ausencia de acciones y recursos procesales deducibles ante la magistratura para tutelar los derechos. Podrá concluirse entonces, que las declaraciones o proclamaciones literales de atributos fundamentales son inútiles o tienen reducida aplicación práctica cuando no existen garantías expeditas con las cuales defenderlos o exigir que se los lleve de los textos a la realidad.

			57. Derechos económico-sociales. Puesto que la actual Carta Fundamental no otorga énfasis a estos derechos ¿qué razones explican, aunque no justifiquen, tal decisión?

			En la Comisión de Estudio del anteproyecto se manifestó que el Estado-Gobierno no podía garantizar el ejercicio de los derechos sociales, porque tampoco depende solo de él cumplirlos, ya que hay factores económicos, históricos, culturales e internacionales, entre otros, todos los cuales resultan incontrolables por la autoridad pública. Consiguientemente, si tales derechos se declaran reconocidos, amparados y promovidos en la Constitución, se dijo que ello sería demagógico, equivalente a prometer algo imposible de ejecutar, colocando al Estado-Gobierno de frente a una población frustrada en la satisfacción de sus demandas crecientes de vivienda, salud e higiene, de educación y enseñanza, de seguridad social, descanso, consumo, seguridad humana, etc.108.

			Es cierto que un objetivo del Poder Constituyente de 1980 fue evitar la demagogia, reaccionando en contra de uno de los males motivantes de la crisis y el colapso de la democracia en septiembre de 1973. Pero es igualmente irrefutable que la Constitución debe propender a garantizar los derechos sociales, porque eso legitima, sustantiva y no meramente en sentido procesal, a la democracia contemporánea ante todos y cada uno de los miembros de la comunidad nacional. La Carta Fundamental tiene que hallarse abierta al futuro, como el proyecto máximo de bien común que se traza una nación democrática y esto exige, sin duda, preocuparse —no solo el Estado-Gobierno— de los derechos sociales.

			Desentenderse de tal tipo de derechos, para calificar su consecución de demagogia, populismo, prestaciones, pretensiones o aspiraciones de realización indefinidamente postergada es, en suma, una equivocación grave, porque impide, difiere o estorba que la autoridad busque y encuentre, aunque sea paso a paso, como es obvio, los medios necesarios, fiscales o privados, para cumplirlos. Adelantando cuanto se explicará con detalle en el capítulo siguiente, afirmamos que resulta indispensable comprender que es la sociedad civil a quien corresponde, al menos en igualdad con el Estado-Gobierno, asumir la responsabilidad de materializar los derechos económico-sociales. Ese es el sentido de la democracia social, en su significado genuino y no colectivista, fundado en el valor de la solidaridad, vivida tanto en lo interno de cada Estado como en lo internacional109.

			58. Derechos de la tercera generación. La Carta Fundamental ignora esos derechos, lo cual es, por lo demás, nota generalizada de las constituciones actuales. Entre tales derechos se hallan el pertinente a la paz entre las naciones y al interior de cada Estado Sociedad; a la protección supranacional de los recursos naturales; a la injerencia de organizaciones mundiales o regionales para detener el genocidio; a la autodeterminación de cada pueblo soberano y, en nexo con el anterior y como límite que legitima el ejercicio de este derecho, el homónimo de las instituciones supranacionales cuando así lo exige dar término al atropello masivo de los derechos humanos.
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